
INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y
REGLAMENTO  RECAIDO  EN  EL  PROYECTO  DE  REFORMA
CONSTITUCIONAL DE LOS CAPÍTULOS I  A VIII,  EN LAS MATERIAS QUE
INDICA.
__________________________________________________________________

BOLETÍN N° 11.342-07-1

HONORABLE CÁMARA:

La  Comisión  de  Constitución,  Legislación,  Justicia  y
Reglamento  viene  en  informar,  en  primer  trámite  constitucional  y  primero
reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en una moción de la diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Cornejo, don Aldo; Espinoza, don Fidel;
Fuenzalida,  don  Gonzalo;  Monckeberg,  don  Cristián;  Soto,  don  Leonardo  y
Squella, don Arturo.

Durante  la  discusión  de  este  proyecto  de  ley,  vuestra
Comisión contó con la asistencia de los profesores de Derecho, señores Manuel
Núñez;  Fernando  Atria  y  Max  Pavez;  del  asesor  de  la  Bancada  del  Partido
Socialista,  don  Enrique  Aldunate;  del  asesor  de  la  Fundación  Jaime Guzmán,
señor  Héctor  Mery  y  de  los  asesores de la  Biblioteca Congreso del  Nacional,
señores Pedro Harris y Juan Pablo Cavada.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1)  La idea matriz o fundamental del proyecto es la de
reformar la Constitución Política de la República introduciendo modificaciones en
los siguientes capítulos constitucionales:

Capitulo I.- Bases de la Institucionalidad.
Capítulo III.- De los Derechos y Deberes Constitucionales.
Capítulo IV.- Gobierno.
Capítulo V.- Congreso Nacional.
Capítulo VI.- Poder Judicial.
Capítulo VII.- Ministerio Público.
Capítulo VIII.- Tribunal Constitucional.
Capítulo  XIV.-  Gobierno  y  Administración  Interior  del

Estado.

2) Quórum de votación.

De conformidad a lo dispuesto en el  inciso segundo del
artículo  127 de la  Constitución  Política  de la  República,  cabe señalar  que las
reformas contenidas en los números 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20,
21, 23 y 24 del artículo único del texto propuesto por vuestra Comisión, requieren
para su aprobación del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y
senadores en ejercicio.



Por otra parte, las reformas contenidas en los números 1,
2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 22 del artículo único requieren para su aprobación del voto
conforme de las dos terceras partes de los diputados y senadores en ejercicio.

3) Requiere trámite de Hacienda.

No.

4) El proyecto fue aprobado, en general, por mayoría.

En sesión 291ª, de 10 de octubre de 2017, se aprobó en
general por 5 votos a favor y uno en contra.

Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade,
don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René
y Squella, don Arturo. Votó en contra e diputado señor Gutiérrez, don Hugo.

5)  Se  designó  Diputado  Informante  al  señor
Monckeberg, don Cristián.

I.- ANTECEDENTES GENERALES.

1.- Fundamentos y objetivos de la moción.

Señalan  los  autores  de  la  moción  que  tienen  diversas
visiones sobre el origen de la Carta Fundamental, su contenido actual e incluso
sobre eventuales mecanismos de reforma o sustitución de aquélla. Sin embargo,
han  intentado  concordar  una  serie  de  modificaciones  en  las  que  tienen
coincidencias, esperando continuar explorando en el futuro la posibilidad de llegar
a nuevos acuerdos en materia constitucional.

Hoy muchos chilenos se sienten plenamente identificados
con el  contenido actual  de la Constitución, así como hay otros que mantienen
importantes discrepancias. A quienes suscriben la moción les asiste la convicción
que existe una posibilidad real de concordar un texto constitucional con el cual
todos se ven efectivamente interpretados. 

En el prólogo del Libro “Reforma constitucional 2005” el ex
Presidente  Ricardo  Lagos  sostuvo  que:  “Chile  cuenta  desde  ahora  con  una
Constitución que ya no nos divide, sino que es un piso institucional compartido,
desde el cual podemos continuar avanzando por el camino del perfeccionamiento
de nuestra democracia.  Nuestra Constitución no es más un dique para la vida
nacional, la vida nacional puede fluir como un río por este cauce institucional.”.

Si bien a juicio de muchos las palabras del ex Presidente
analizadas el año 2017 pueden parecer un tanto optimistas o exageradas, lo cierto
es que esta moción pretende precisamente avanzar en el perfeccionamiento de
nuestra institucionalidad, a partir de lo ya concordado el año 2005.

En ese mismo libro el profesor Francisco Zuñiga, citando a
Manuel  García  Pelayo,  recordó  que  una  Constitución  “no  es  nunca  una  obra
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acabada, sino una apertura de posibilidades para que los hombres realicen su
convivencia".

En el año 1985 fuerzas políticas que representaban buena
parte del espectro político nacional suscribieron el  llamado “Acuerdo Nacional”,
documento que aludía a las bases para transitar hacia una democracia plena y
representativa.

El  año  2005  la  totalidad  de  los  partidos  políticos  con
representación  parlamentaria  lograron  consensuar  un  texto  constitucional  que,
entre otras materias, puso término a los senadores designados y vitalicios.

Los  objetivos  de  esta  moción  son  considerablemente
menos ambiciosos que los citados recientemente. Solo procura constatar aquellas
materias en las que existe acuerdo, esperando en el futuro explorar la posibilidad
de extenderlo a otras materias.

Además, con esta iniciativa se desea destacar el  rol  de
este  Congreso  Nacional  como  instancia  plenamente  legítima  para  debatir  y
construir acuerdos.

2.- Contenido del proyecto.

A.- Reconocimiento expreso del principio de transparencia.

Esta propuesta recoge una moción (boletín 8805-07) de la
ex senadora Alvear y de los senadores señora Allende y señores Larraín, Tuma y
García, que se encuentra en segundo trámite constitucional, en la Comisión de
Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Cámara.

Con  ocasión  de  varias  sentencias  del  Tribunal
Constitucional dictadas en los casos Servicio Civil-Fosis, Ubilla y Larroulet, sobre
acceso a correos electrónicos (STC 1990-2011, 2153-2011,  2246-2012),  se ha
generado la necesidad de establecer en la Constitución Política de la República
que  la  transparencia  es  un  principio  que  forma  parte  de  las  bases  de  la
institucionalidad  y  que  el  acceso  a  la  información  pública  es  un  derecho
fundamental, incorporándolo como tal en el N°12 del artículo 19 de la Constitución
Política.

Esta necesidad surge de lo señalado en los considerandos
18 y 19 de la sentencia del Tribunal Constitucional (1990-2011) en los que se
señala  que  la  Constitución  “…no  habla  ni  de  acceso,  ni  de  entrega,  ni  de
transparencia. No los descarta; pero tampoco cierra posibilidad al legislador.” Por
su  parte,  en  el  considerando  15  (STC 2153-2011)  y  22  (STC 2246-2012),  se
sostiene que “… En tercer lugar, el acceso a la información no recae sobre todo lo
que  hacen  o  tienen  los  órganos  del  Estado,  sino  sólo  sobre  sus  actos  y
resoluciones, sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. La Constitución
no habla de información.”.1

1 Páginas  6  y  7  del  informe  emitido  por  la  Comisión  de  Constitución,  Legislación,  Justicia  y
Reglamento de la Cámara de Diputados,  recaído en el  proyecto de reforma constitucional que
otorga reconocimiento constitucional  al  principio  de transparencia y  al  derecho de acceso a la
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El Tribunal Constitucional ha razonado sobre la base de
que “La Constitución no habla de información”. Las sentencias antes mencionadas
limitan el derecho de acceso a la información pública, a que tal información exista
en un procedimiento  administrativo o  bien forme parte  de  los fundamentos de
actos administrativos. 

El  Estado  debe  operar  inspirado  en  el  principio  de  la
máxima divulgación. Este principio consiste en que el Estado debe otorgar acceso
a toda la información de que dispone, con las excepciones contempladas en la
Constitución, esto es, el funcionamiento del órgano, los derechos de las personas,
la seguridad nacional y el interés nacional.

Hoy el artículo 8° consagra el principio de publicidad de la
información. A entender de los mocionantes, el principio de la transparencia es
más amplio que éste e, incluso, lo contiene. El principio de transparencia, exige no
sólo que la información del Estado esté disponible para la ciudadanía a su solicitud
–principio de publicidad-,  sino un rol  proactivo en ponerla a disposición de las
personas.

B.- Reconocimiento expreso del derecho de acceso a la información.

Vinculado  con  lo  anterior  se  propone  reconocer
expresamente el derecho de acceso a la información, en el artículo 19 N°12 de la
Constitución.

Además en el texto propuesto nos hacemos cargo de las
observaciones  formuladas  por  el  Consejo  para  la  Transparencia  durante  la
discusión del proyecto mencionado en el punto anterior.

C.-  Pérdida  de  nacionalidad  concedida  por  gracia  a  quienes  hayan  sido
condenados por delito que merezca pena aflictiva.

Con esta modificación se recoge una propuesta que se
efectúa  en  la  reforma constitucional  en  materia  de  nacionalización  por  ley  en
relación con la condena por delito que merezca pena aflictiva, boletín N°9847-07,
de los diputados señora Molina, doña Andrea y señores Bellolio, Kast, don José
Antonio y Barros. Además de la pérdida de la nacionalidad concedida por gracia a
quienes hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva se propone
como  requisito  para  concederla  el  no  haber  sido  condenado  por  ese  tipo  de
delitos.

Con  la  propuesta  ya  no  se  requerirá  de  una  ley  que
revoque la nacionalidad cuando el favorecido haya cometido un delito como el
señalado.

D.- Eliminación de referencia a la pena de muerte en la Constitución Política
de la República.

información pública. 
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Para  ello  se  propone  suprimir  el  párrafo  tercero  del
número 1 del artículo 19.

E.- Reconocimiento expreso del debido proceso en el ámbito jurisdiccional y
administrativo.

El debido proceso presenta una característica particular en
nuestro  ordenamiento  constitucional:  no  está  reconocido  expresamente  en  la
Constitución Política de la República de Chile. Se trata de un derecho implícito,
cuyos contornos los ha ido fijando la jurisprudencia de los tribunales y del Tribunal
Constitucional en particular.

Como recuerda el profesor Gonzalo García en “El derecho
a  la  tutela  judicial  y  al  debido  proceso  en  la  jurisprudencia  del  Tribunal
Constitucional  chileno”,  “La  Comisión  de  Estudios  de  la  Nueva  Constitución
enfrentó  la  posibilidad  de  identificar  contenidos  específicos  de  la  garantía  del
debido proceso y de la tutela judicial y existió un debate acerca de la importancia
de especificar en la propia Constitución algunos elementos de estas garantías. Es
así como "el señor Evans planteó su preferencia por los conceptos genéricos de
'racional  y  justo'  encargándole y obligándole al  legislador  a establecer siempre
procedimientos que den garantía de racionalidad y justicia, que el de establecer
normas demasiado precisas". En ese debate se precisaron algunos elementos que
debe contener todo procedimiento como manifestación general de racionalidad y
justicia.  El  propio  Tribunal  ha  reconocido en  fallos  posteriores  que "se  estimó
conveniente otorgar un mandato amplio al legislador para establecer siempre las
garantías de un proceso racional y justo, en lugar de señalar con precisión en el
propio  texto  constitucional  cuáles  serían  los  presupuestos  mínimos  del  debido
proceso, sin perjuicio de dejar constancia que algunos de dichos elementos decían
relación  con  el  oportuno  conocimiento  de  la  acción  y  debido  emplazamiento,
bilateralidad  de  la  audiencia,  aportación  de  pruebas  pertinentes  y  derecho  a
impugnar  lo  resuelto  por  un  tribunal  imparcial  e  idóneo  y  establecido  con
anterioridad por el legislador".

Con la modificación que se propone deseamos explicitar
ciertos derechos que emanan del debido proceso, sin que ello pretenda constituir
una enumeración taxativa de ellos. Asimismo, se explicita que tal principio también
se extiende al derecho administrativo sancionador.

Para  la  enumeración  que  se  efectúa  se  utilizó  como
insumo  el  artículo  citado  del  profesor  García,  donde  se  sistematiza  la
jurisprudencia del Tribunal Constitucional en materia de debido proceso.

F.- Regulación del  ejercicio del derecho de reunión por ley.

Nuestra Constitución hoy dispone que las reuniones en las
plazas, calles y demás lugares de uso público, se regirán por las disposiciones
generales de policía. A su entender, el  ejercicio de esta garantía constitucional
corresponde sea regulada por ley.
G.- Se otorga al Tribunal Constitucional el conocimiento de la indemnización
por error judicial.
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Esta propuesta recoge una moción (boletín 9513-07) de
los diputados señora Pascal y señores Arriagada, Rivas, Castro, Poblete, Letelier,
Espinosa, Jiménez, Meza y Saldívar.

El  artículo  14  N°6  del  Pacto  Internacional  de  Derechos
Civiles y Políticos dispone que”  Cuando una sentencia condenatoria firme haya
sido  ulteriormente  revocada,  o  el  condenado  haya  sido  indultado  por  haberse
producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un
error  judicial,  la  persona  que  haya  sufrido  una  pena  como  resultado  de  tal
sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre
que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el
hecho desconocido.”

El  propio  artículo  9  N°5  del  mismo  instrumento
internacional dispone que “5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o
presa, tendrá el derecho efectivo a obtener reparación.”

Por su parte, el artículo 10 de la Convención Americana de
Derechos  Humanos  establece  que  “Toda  persona  tiene  derecho  a  ser
indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido condenada en sentencia
firme por error judicial.”

La propuesta que se efectúa responde a que en nuestro
país la acción de indemnización por error judicial ha tenido una aplicación casi
nula, debido a la restrictiva interpretación que nuestros jueces han realizado del
precepto constitucional que la regula.

Al  respecto  cabe  hacer  presente  que  la  norma  actual
dispone que “Una vez dictado sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, el
que  hubiere  sido  sometido  a  proceso  o  condenado  en  cualquier  instancia  por
resolución que la Corte Suprema declare injustificadamente errónea o arbitraria,
tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado de los perjuicios patrimoniales y
morales que haya sufrido. La indemnización será determinada judicialmente en
procedimiento breve y sumario y en él la prueba se apreciará en conciencia”, que
como ya señalamos, ha tenido una escasa aplicación práctica.

H.- Se suprime la referencia a “procesado”.

Se propone eliminar del texto constitucional la referencia al
término “procesado”, por cuanto éste es propio del sistema procesal penal vigente
en el país en el siglo pasado, del cual restan cada vez menos causas en trámite.

I.-  Se modifica el  mecanismo de reemplazo de diputados y senadores en
cupos parlamentarios.

En este ámbito se recoge una fórmula propuesta por la
Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Cámara el año
2011. Básicamente se distingue entre vacantes producidas por causas naturales
como  la  muerte  o  renuncia  por  enfermedad  grave  debidamente  calificada  y
vacante producidas por causales diversas de las señaladas. En los primeros casos
procede que el cupo sea provisto por la Cámara que corresponda, a propuesta en
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terna del partido político al que pertenecía el causante al momento de ser electo.
Respecto de las vacantes producidas por causas distintas a las naturales, ya sea
por motivos políticos como asumir como ministro de Estado o agente diplomático,
o causas penales o ilícitos constitucionales como sufrir una condena inhabilitante o
incurrir  en  alguna  incompatibilidad,  se  procede  la  realización  de  una  elección
complementaria,  salvo  que  reste  menos  de  un  año  para  el  próximo  acto
eleccionario. Por último, tratándose de vacantes de independientes elegidos en
lista con uno o más partidos políticos se aplican para su provisión las mismas
reglas anteriores.

J.- Facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados.

a) Se permite interpelación a Gobernadores Regionales.2

b)  Se extiende obligación  de comparecer  a  Comisiones
Especiales  Investigadoras  hasta  el  año  siguiente  a  la  expiración  en  el  cargo
respecto de los ministros de Estado, los demás funcionarios de la Administración y
el  personal  de  las  empresas  del  Estado  o  de  aquéllas  en  que  éste  tenga
participación mayoritaria.

K.-  Se pone término a sanción aplicable  a autoridades destituidas  por  la
aprobación de una acusación constitucional.

Hoy la  Constitución  contempla  que  las  autoridades que
han sido destituidas del cargo por la aprobación de una acusación constitucional
no podrán desempeñar ninguna función pública, sea o no de elección popular, por
el término de cinco años.

La  pena  de  inhabilitación  absoluta  temporal  para
desempeñar cargos y oficios públicos y profesiones titulares está consagrada en el
artículo 21 del Código Penal. Una pena de esa naturaleza, a nuestro entender,
debe ser aplicada por un tribunal de justicia y no por un ente de carácter político,
como lo es el Senado de la República. 

La destitución del cargo de la autoridad respectiva como
sanción constitucional por sí sola resulta una sanción suficientemente grave.

La  sanción  de  inhabilidad  para  el  ejercicio  de  cargos
públicos como pena accesoria a la destitución la consideramos exagerada, dado
que  siempre  se  podrá  iniciar  la  persecución  penal  por  los  eventuales  ilícitos
cometidos. Más aún, si  la conducta de la autoridad así lo amerita,  siempre se
condenará a la pena de inhabilitación para el desempeño de funciones públicas,
sean éstas de elección popular o no.

A  entender  de  los  autores  de  la  moción,  no  existe
correspondencia entre las causales de pérdida de la ciudadanía establecidas en
los números 2 y 3 del artículo 17 de la Constitución y la duración de la inhabilidad
para  desempeñar  funciones públicas,  sean o  no de elección  popular  que trae
aparejada la  destitución por  acusación  constitucional.  De esta  forma,  se da la
paradoja  que  un  traficante  de  drogas  puede  ser  restituido  de  sus  derechos
2 Se recoge propuesta formulada en moción 9544-07.
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ciudadanos por el Senado al cumplir una condena de tres años y un día, y un
Ministro de Estado que no ha cometido ilícitos penales comunes que merezcan
pena aflictiva, deberá esperar cinco años para recuperar sus derechos políticos.3

L.- Se incorpora una nueva inhabilidad para postular al cargo de diputado o
senador.

Entre  las  diversas  inhabilidades  contempladas  en  la
Constitución para postular al cargo de diputado o senador, no existe causal alguna
que  impida  a  un  funcionario  público  condenado  a  pena aflictiva  el  postular  al
Congreso Nacional una vez extinguida la responsabilidad penal.

Estiman  que  respecto  de  aquel  funcionario  público
condenado  por  un  delito  cometido  en  el  ejercicio  de  su  cargo  debiera
contemplarse un tiempo más prolongado de inhabilidad que el mero cumplimiento
de la pena.

En el pasado la Cámara fue duramente cuestionada por
elegir entre sus autoridades a un ex alcalde destituido de su cargo por haber sido
condenado por el delito de fraude al fisco. Una norma como la propuesta evitaría
se repitan hechos como los descritos.

M.- Término del fuero parlamentario para delitos de opinión.

Se  propone  terminar  con  la  exigencia  del  desafuero,
tratándose de los delitos de injuria y calumnia. 

N.- Supresión de exigencia que determinadas iniciativas ingresen por una u
otra Cámara.

El artículo 65 inciso segundo de la Constitución Política de
la República dispone que “Las leyes sobre tributos de cualquiera naturaleza que
sean, sobre los presupuestos de la Administración Pública y sobre reclutamiento,
sólo pueden tener origen en la Cámara de Diputados. Las leyes sobre amnistía y
sobre indultos generales sólo pueden tener  origen en el  Senado.”  Se propone
eliminar este inciso, por cuanto entienden que tal requisito carece hoy de sentido.

Ñ.- Se faculta a cada Cámara para calificar las “urgencias” presentadas por
el Ejecutivo.

Se propone mantener la facultad que cuenta el Presidente
de la República para hacer presente la urgencia en el despacho de un proyecto,
en uno, o en todos sus trámites.

Asimismo, se propone que la Cámara que haya recibido la
manifestación de urgencia deba pronunciarse dentro de treinta días si se trata del
primero o segundo trámite, o dentro de quince, si de uno posterior. 

3 Este mismo argumento fue invocado en la moción boletín 5850-07 (archivada) del senador Pizarro
y del ex senador Nuñez.
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La principal novedad radica en que cada Cámara calificará
la urgencia, de conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional del
Congreso Nacional,  la que deberá ser  modificada a este efecto. Vale decir,  el
Presidente  de  la  República  hará  presente  la  urgencia  y  la  Cámara  respectiva
determinará si ella será discusión inmediata, suma o simple urgencia.

Además se propone que cualquiera de las Cámaras pueda
acordar que el plazo de la urgencia de un proyecto quede suspendido mientras
estén pendientes, en la Comisión que deba informarlos, dos o más proyectos con
urgencia.

O.- Plazo para formular observaciones a proyectos de ley despachados por
el  Congreso  Nacional,  cuando  han  sido  objeto  de  requerimiento  ante  el
Tribunal Constitucional.

El artículo 72 de la Constitución Política de la República
dispone  que  aprobado  un  proyecto  por  ambas  Cámaras  será  remitido  al
Presidente  de  la  República,  quien,  si  también  lo  aprueba,  dispondrá  su
promulgación como ley. Por su parte, el artículo 73 establece en su inciso primero
que si  el Presidente de la República desaprueba el proyecto, lo devolverá a la
Cámara de  origen con las  observaciones convenientes,  dentro  del  término de
treinta días. El artículo 75 señala que dicho término se cuenta desde la fecha de
remisión del proyecto. 

Tales  disposiciones  no  admiten  excepción.  El  plazo  de
treinta  días  comienza  a  correr,  indefectiblemente,  una  vez  que  la  Cámara  de
origen  le  remite  al  Presidente  de  la  República  el  proyecto  aprobado  por  las
Cámaras.

Es de común ocurrencia que durante la tramitación de un
proyecto surjan cuestiones referidas a la constitucionalidad de un proyecto.

Es así como el artículo 93 de la Carta Fundamental, en
sus incisos cuarto, quinto y sexto, disponen que el Tribunal Constitucional  “… sólo
podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República, de
cualquiera de las Cámaras o de una cuarta parte de sus miembros en ejercicio,
siempre que sea formulado antes de la promulgación de la ley o de la remisión de
la comunicación que informa la aprobación del tratado por el Congreso Nacional y,
en caso alguno, después de quinto día del despacho del proyecto o de la señalada
comunicación.

El Tribunal deberá resolver dentro del plazo de diez días
contado desde que reciba el requerimiento, a menos que decida prorrogarlo hasta
por otros diez días por motivos graves y calificados.

El  requerimiento  no  suspenderá  la  tramitación  del
proyecto;  pero  la  parte  impugnada de éste  no podrá  ser  promulgada hasta  la
expiración  del  plazo  referido,  salvo  que  se  trate  del  proyecto  de  Ley  de
Presupuestos o del proyecto relativo a la declaración de guerra propuesta por el
Presidente de la República.”
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Cabe hacer presente que el artículo 66 de la ley orgánica
constitucional del Tribunal Constitucional dispone que “Dentro del plazo de cinco
días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se
pronunciará sobre la admisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca
de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 43 el Tribunal así lo
dispone, dará traslado de esta cuestión, por dos días, a los órganos legitimados.”

Por su parte, el artículo 67 de la citada ley establece que
“El  requerimiento  se  entenderá  recibido  desde  que  sea  declarado  admisible  y
desde esa fecha comenzará  a regir  el  plazo de diez  días para resolverlo,  sin
perjuicio  de  la  prórroga  establecida  en  el  inciso  quinto  del  artículo  93  de  la
Constitución Política de la República.

Declarado admisible, deberá ponerse en conocimiento de
los  órganos  constitucionales  interesados,  enviándoles  copia  de  él,  quienes
dispondrán de cinco días, contados desde la fecha de la comunicación, para hacer
llegar al Tribunal las observaciones y los antecedentes que estimen necesarios.
Transcurrido dicho plazo, el Tribunal procederá con la respuesta o sin ella. Para
este solo efecto, la comunicación se entenderá recibida al momento de su ingreso
en las oficinas de partes de la Cámara de Diputados, el Senado y el Ministerio
Secretaría General de la Presidencia.”

Por  tanto,  el  plazo máximo de veinte  días  que tiene el
Tribunal Constitucional para pronunciarse sobre el requerimiento (diez días, que
pueden  prorrogarse  en  diez  días  más  por  motivos  graves  y  calificados)  solo
comienza a correr una vez que el requerimiento ha sido declarado admisible.

Del  examen  de  las  normas  constitucionales  y  legales
citadas  puede  colegirse  que,  cuando  la  iniciativa  ha  sido  objeto  de  un
requerimiento  por  parte  de  alguno  de  los  órganos  legitimados  para  ello,
perfectamente puede ocurrir  que transcurra íntegramente el  plazo que tiene el
Presidente  de  la  República  para  vetar  mientras  el  proyecto  de  ley  aún  se
encuentre en el Tribunal Constitucional,.

La  experiencia  así  lo  demuestra.  Así  ocurrió  con  el
proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín
Nº  6190-19).  El  17  de octubre  de 2013 la  Cámara de Diputados comunica  al
Presidente  de  la  República  la  aprobación  del  proyecto  de  ley  por  parte  del
Congreso Nacional. Con fecha 19 de octubre de 2013, 36 diputados, dedujeron un
requerimiento ante el Tribunal Constitucional con el objeto de que se declare la
inconstitucionalidad  de  cuatro  normas  del  proyecto  de  ley  que  permite  la
introducción de la televisión digital terrestre. El 15 de noviembre de ese mismo año
el  Presidente de la República formula observaciones al  proyecto aprobado por
ambas  Cámaras.  El  18  de  noviembre  el  Tribunal  Constitucional  emite  su
sentencia, un día después de vencido el plazo para vetar. Vale decir, el Presidente
de la República debió formular sus observaciones ignorando el contenido de la
sentencia dictada por el Tribunal Constitucional.

Lo mismo ocurrió con motivo del proyecto de ley, iniciado
en  mensaje,  que  moderniza  el  sistema  de  relaciones  laborales,  introduciendo
modificaciones al Código del Trabajo, boletín 9835-13.

10



Lo expuesto constituye una anomalía que necesariamente
debe superarse.

Resulta incomprensible que se obligue al Ejecutivo a hacer
uso de sus prerrogativas constitucionales, ignorando el exacto sentido y alcance
de  lo  resuelto  por  el  Tribunal  Constitucional.  Ello  obliga  al  principal  órgano
colegislador a proceder a ciegas, a formular observaciones a un proyecto de ley
cuya constitucionalidad ha sido impugnada desconociendo el documento en el que
el Tribunal Constitucional vierte los fundamentos que tuvo a la vista para acoger el
requerimiento, y lo que es más grave aún, desconociendo las normas precisas que
han sido impugnadas y que, por tanto, deben ser eliminadas del texto de la ley.

Por  esta  vía,  tácitamente  se  está  restringiendo  una
potestad del Presidente de la República. Lo resuelto por un órgano constitucional
que no es representativo de la voluntad popular, afecta y limita una facultad de la
primera autoridad del país, que si ha sido elegido por la ciudadanía.

Esta iniciativa no pretende en caso alguno menoscabar la
competencia del  Tribunal  Constitucional.  Por el  contrario,  solo se trata que las
facultades de dicha magistratura no incidan negativamente en las potestades del
Presidente de la República.

P.- Se prohíbe a los fiscales regionales del Ministerio Público repostular a
dicho cargo, cualquiera sea la Fiscalía Regional de que se trate.

Hoy  la  norma  constitucional  dispone  que  “Los  fiscales
regionales  deberán tener  a  lo  menos  cinco  años  de título  de  abogado,  haber
cumplido 30 años de edad y poseer  las demás calidades necesarias para ser
ciudadano  con  derecho  a  sufragio;  durarán  ocho  años  en  el  ejercicio  de  sus
funciones  y no podrán ser designados como fiscales regionales por el  período
siguiente, lo  que  no  obsta  a  que  puedan  ser  nombrados  en  otro  cargo  del
Ministerio Público.”

Vale  decir,  se  prohíbe  que  los  fiscales  regionales  sean
designados por más de un período en la misma Fiscalía. Sin embargo, nada obsta
a que ellos postulen al mismo cargo, pero en otra fiscalía regional. Sin ir más lejos,
así ha ocurrido en repetidas oportunidades.

Quienes suscribimos la presente moción creemos que esa
práctica ha desnaturalizado la intención original del constituyente. Al prohibir la
repostulación  al  mismo  cargo  se  pretendía  promover  la  carrera  funcionaria  y
permitir  que exista cierta movilidad en ella.  Al  facultar a un fiscal  regional  que
postule al mismo cargo en otra región se está procediendo en sentido contrario.
Con ello se está obrando en desmedro de aquel fiscal jefe de una fiscalía local,
quien tiene la legítima aspiración de aspirar al máximo cargo en la región, y que
por cierto, conoce mejor la zona que aquel fiscal regional que proviene de una
región diversa.
Q.-  Se  suprime  los  cargos  de  Fiscal  Judicial  de  la  Corte  Suprema y  de
Fiscales Judiciales de las Cortes de Apelaciones.
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Tal como se señala en el mensaje presentado por el ex
Presidente Piñera en marzo del año 2011, la reducida carga de trabajo de estos
funcionarios judiciales y el carácter prescindible de un amplio número de gestiones
y  trámites  que  formalmente  la  ley  ordena  practicar  a  estos  auxiliares  de  la
administración de justicia, hace aconsejable la eliminación de estos cargos.

“La  ley  Nº  19.665,  que  reformó el  Código  Orgánico  de
Tribunales, suprimió toda participación del Ministerio Público Judicial en el nuevo
proceso penal, lo que vino a ser confirmado en forma categórica con la aprobación
del Código Procesal Penal, a través de la ley Nº 19.696, que consagra el nuevo
sistema de enjuiciamiento criminal, en el que esta antigua institución no cumple rol
ni función alguna.

Lo  anterior  se  explica  por  el  diseño  de  la  Reforma
Procesal Penal que entre sus lineamientos basales consagró un nuevo órgano del
Estado, el Ministerio Público, que se hace cargo de la tarea de la persecución
penal en representación de los intereses de la sociedad.

De  esta  forma,  la  intervención  del  Ministerio  Público
Judicial en la materia se ha visto reducida únicamente a las causas penales del
sistema  antiguo.  Claramente,  se  trata  de  una  competencia  en  extinción,  que
vaciará  casi  de  contenido  al  conjunto  de  atribuciones  residuales  que  siguen
subsistiendo respecto del Ministerio Público Judicial.

Por  otra  parte,  su  participación  en  defensa  del  interés
social en actuaciones de naturaleza civil, la intervención en casos en que el interés
del  Estado  esté  comprometido,  la  labor  de  supervisores  de  la  conducta
disciplinaria  de  los  jueces,  son  todas  funciones  que  no  justifican  mantener  la
estructura  y  organización  que  posee  el  Ministerio  Público  Judicial,  tareas  que
pueden ser eliminadas o en-cargadas a otra institución, sin merma para el servicio
de la administración de justicia a los ciudadanos.”4

Se propone que quienes se desempeñen como fiscales
judiciales de Cortes de Apelaciones pasen a ocupar, por el sólo ministerio de la
ley, el cargo de ministros de las respectivas Cortes en que ejerzan sus funciones,
siempre que cumplan con los requisitos para ser nombrados en tal calidad y no
tengan la limitación de edad contemplada en el inciso segundo del artículo 80.

R.- Acusación constitucional en contra de gobernadores regionales.

La  ley  N°20.990,  que  dispone  la  elección  popular  del
órgano ejecutivo del Gobierno Regional, publicada el 5 de enero del año 2017,
modificó  el  penúltimo  inciso  del  artículo  52  de  la  Constitución  Política  de  la
República, estableciendo que “Para declarar que ha lugar la acusación en contra
del Presidente de la República o de un gobernador regional se necesitará el voto
de la mayoría de los diputados en ejercicio”. 

También modificó el artículo 53 de la Carta Fundamental,
que dispone que “La declaración de culpabilidad deberá ser pronunciada por los
dos tercios de los senadores en ejercicio cuando se trate de una acusación en

4 Boletín 7514-07. 
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contra  del  Presidente  de  la  República  o  de  un  gobernador  regional,  y  por  la
mayoría de los senadores en ejercicio en los demás casos.”

Sin  embargo,  dicha  modificación  olvidó  incorporar  al
gobernador regional en la letra e) del N°2 del mismo artículo, que identifica cuáles
son las autoridades respecto de las cuales  se puede presentar una acusación
constitucional. 

Es así  como dicho literal  dispone que corresponde a la
Cámara de Diputados “2)  Declarar  si  han o  no lugar  las  acusaciones que no
menos de diez  ni  más de veinte  de  sus miembros formulen en contra  de  las
siguientes personas:

e) De los delegados presidenciales regionales, delegados
presidenciales  provinciales  y  de  la  autoridad  que  ejerza  el  Gobierno  en  los
territorios  especiales  a  que  se  refiere  el  artículo  126  bis,  por  infracción  de  la
Constitución  y  por  los  delitos  de  traición,  sedición,  malversación  de  fondos
públicos y concusión.”

II.- DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR DEL PROYECTO.

1.- Discusión General.

El proyecto de ley en informe fue aprobado, en general,
por vuestra Comisión, en su sesión 291ª, de 10 de octubre de 2017, por 5 votos a
favor y uno en contra.

Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade,
don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René
y Squella, don Arturo. Votó en contra e diputado señor Gutiérrez, don Hugo.

Durante la discusión general  el diputado señor Squella,
respecto al proyecto en tabla, comentó que junto a otros parlamentarios analizaron
distintas modificaciones constitucionales que se habían propuesto a través de los
años y notaron que, respecto a algunas de ellas, había un consenso mayoritario
por lo que decidieron juntarlas en un solo proyecto de ley. Así, el producto final
reunió  19  modificaciones,  la  mayoría  bastantes  transversales  y  otras  más
discutibles pero perfectibles.

Destacó  algunas  modificaciones  formales  que  proponen
eliminar la referencia al término ‘procesado’ para armonizarlo con el nuevo sistema
procesal  penal  y,  con  el  mismo  objeto,  la  referencia  a  la  pena  de  muerte.
Asimismo, otras modificaciones que apuntan al fondo, por ejemplo, respecto a la
nacionalidad por gracia, cuándo se pierde y cómo se adquiere.  Reconocimiento
expreso del debido proceso en el ámbito jurisdiccional y administrativo; se otorga
el Tribunal Constitucional el conocimiento de la indemnización por error judicial; se
modifica  el  mecanismo  de  reemplazo  de  diputados  y  senadores  en  cupos
parlamentarios.

El diputado señor Andrade avaló que se trata de una
propuesta transversal  de modificación  de la  Constitución de la  República.  Son
pequeñas 19 reformas que constituyen un punto básico de entendimiento desde
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donde se puede construir un mejor acuerdo en el futuro. Asimismo, señaló que
representa una señal inequívoca del Parlamento y, en especial, de la Comisión
que apunta a crear las condiciones para ir modificando la Carta Fundamental.

Consideró  importante  para  la  discusión  escuchar  a
profesores  destacados  en  el  área  para  ir  mejorando  y  eventualmente
descubriendo algunos errores que se podrían haber cometido en su texto.

El diputado Monckeberg,  don Cristián,  agregó que la
reforma constitucional del caso dice relación con mejorar aspectos menores pero
bastante relevantes.

Aseguró  que  es  el  fruto  de  un  largo  trabajo  político  y
técnico, exento de improvisación, en que se dejaron de lado situaciones que no
eran objeto de acuerdo para avanzar en mínimos comunes.

Hizo  presente  que  los  suscriptores  entienden  que  la
Constitución Política de la República es instrumento que admite modificación, que
se debe mejorar y actualizar para ir interpretando la realidad de la sociedad. 

El  profesor  de Derecho,  señor  Manuel Núñez señalo
que  había que  saludar  el  esfuerzo  por  haber  resumido  en  un  solo  texto  los
distintos asuntos que han quedado, bien de reformas anteriores, como por ejemplo
la reforma de la ley 20.050 del año 2005, que dejó algunos temas pendientes en el
veto del presidente Lagos, temas que no fueron aprobados, algunos ripios que
dejaron un texto no concordante en la Constitución.

Era bastante importante el avance que este proyecto de
reforma  hace.  Si  este  proyecto  de  reforma  resuelve  o  no  el  problema  de  la
legitimidad de origen de la  Constitución,  era un problema sobre el  que no se
pronunciaría. De igual manera, no comentaría todas las propuestas de reforma,
sino  aquellos  en  que  el  proyecto  de  reforma  quiere  mejorar  el  estándar
constitucional.

En  cuanto  a  la  reforma  al  artículo  8,  la  primera
observación es que al incorporar el principio de transparencia no cabe duda que
es un aporte. Efectivamente, cuando se han resuelto conflictos entre el principio
de  transparencia  y  el  derecho  de  acceso  a  la  información,  y  el  derecho  a  la
privacidad, se ha dicho expresamente que el principio de transparencia no está en
la Constitución, por lo que es totalmente positivo que se incorpore.

Con  todo,  la  redacción  produce  una  diferencia  en  el
tratamiento dado. El texto actual de la Constitución se refiere ‘a quien ejerza una
función  pública’,  siendo  totalmente  irrelevante  que  sea  o  no  sea  funcionario
público, cuestión que el proyecto cambia. El texto se refiere sólo a los titulares de
los órganos del Estado que ejercen esta función.

El  léxico actual  de ese artículo  tiene un campo, parece
mucho más amplio que la propuesta, que es más restringida, porque refiere sólo a
los  titulares  de  los  órganos  del  Estado.  Si  se  observa  la  Convención
Interamericana, o la Convención de Naciones Unidas en Materia de Corrupción,
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las dos convenciones apuntan a que el  Estado tiene el  deber  de perseguir  la
corrupción,  independientemente  de  quien  sea  el  que  incurra  en  actos  de
corrupción, tenga o no tenga la función o la condición de funcionario público. No
ahondaría en esa materia, pero convendría revisar esa parte del proyecto.

En materia de nacionalidad se incorpora también varias
modificaciones positivas, hay un cierto progreso.

En el  número 5,  se incorpora una nueva dimensión del
derecho al debido proceso, para que sea procedente, ya sea que se trate de un
acto jurisdiccional o un acto administrativo.

No  cabe  ninguna  duda  que  ese  también  es  un  paso
positivo,  pero  había  que  tener  cuidado  en  el  modo  como se  hace,  porque  el
derecho al debido proceso se inspira en el mismo principio del debido proceso
judicial, pero ello no quiere decir que la estructura del debido proceso judicial sea
exactamente la misma estructura que el debido proceso administrativo.

Si  fuesen lo mismo, se tendría derecho, por ejemplo, al
juez independiente e imparcial.  Pero la independencia o la imparcialidad no se
predican respecto a la propia administración. La administración del Estado no es
imparcial respecto a sus propias decisiones, pero si debe cumplir con requisitos de
objetividad.

En tal sentido, su sugerencia fue que se regule un derecho
al debido proceso administrativo de manera separada del debido proceso judicial,
por  ejemplo  en  el  artículo  38  de  la  Constitución,  que  regula  otro  derecho
fundamental, el derecho a la indemnización por actos del Estado.. Convendría ahí
antes que en el artículo 19 N°3.

De hecho, la jurisprudencia judicial ha reconocido, al igual
que la Contraloría General, que la administración dictando actos administrativos
debe reconocer el derecho al afectado a ser oído, a presentar sus antecedentes.
Este  año  la  Corte,  para  poner  un  caso  cercano,  hace  muy  poco  la  Corte  de
Apelaciones de Santiago invalidó la declaración de protección patrimonial de la
Casa Italia en la calle Álvarez, justamente porque a los propietarios no se los
había oído, no se les había permitido ejercer el derecho a ser escuchados.

No  se  pronunciaría  al  respecto  de  una  norma  que  se
incorpora en la letra b), sobre que la ley establecerá los casos, la forma en que las
personas naturales víctimas de delito dispondrán de asesoría y defensa jurídica
gratuita a efecto de ejercer la acción penal reconocida por la constitución y por las
leyes.  Acá  el  proyecto  va  por  la  línea  de  la  jurisprudencia  constitucional  que
otorga, reconocer a las víctimas -querellante particular- la misma posición que el
Ministerio Público. Pareciera que se trata de nivelar al Ministerio Público con la
víctima, con el querellante particular. No sabía si esa era la filosofía del proyecto.

La reforma a la letra i), que se refiere a la responsabilidad
por error judicial, se sustituye la frase ‘sometido a proceso’ por ‘acusado, sometido
a prisión preventiva’. Al respecto, había que tener cuidado en mantener la frase
‘sometido a proceso’, porque si bien es correcto que como explica mensaje, que
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ese  sistema procesal  desaparece  con  el  nuevo  proceso,  ello  ocurriría  cuando
fallezca la última persona de aquellas que pudieran ser procesadas de acuerdo al
antiguo proceso penal. O sea, sigue vigente en razón de la vigencia ultractiva que
tiene el antiguo Código de Procedimiento Penal.

Asimismo, la reforma lo que hace es modificar el criterio
que  ya  ha  sustentado  en  varios  fallos  la  Tercera  Sala  de  la  Corte  Suprema,
llamada una interpretación progresiva de la frase acusado o sometido a proceso,
entendiéndola como cualquier medida cautelar que afecta a la libertad personal.

Respecto  del  error  judicial  hay  un  cambio  que  es  muy
interesante, en cuanto aquí se traslada esta atribución al artículo 93. No sabía cuál
sería la opinión de la Corte Suprema, pero el vaticinio es que si uno mira lo que
fue  la  opinión  de  la  Corte  Suprema  cuando  se  le  privó  del  recurso  de
inaplicabilidad, que fue negativa, muy posiblemente la opinión de la Corte volverá
a ser negativa, pero no quería adelantarse.

Al  respecto, la pregunta es cuáles son las herramientas
que pueden tenerse para evaluar el uso que ha hecho la Corte Suprema de la
atribución que le da el artículo 19 número 7. La verdad es que no son más de 10
casos en los que la Corte ha admitido que una resolución judicial puede estimarse
injustificadamente errónea o arbitraria. Entonces, si se mira lo que ha hecho la
Corte  Suprema, ha ido  restringiendo el  derecho que tiene toda persona a ser
indemnizado  en  caso  de  error  judicial,  que  fue  lo  mismo  que  hizo  bajo  la
Constitución  de  1925  y  bajo  la  constitución  del  ‘80  con  el  recurso  de
inaplicabilidad.

Por  lo  tanto,  no  parece  una  mala  idea  trasladar  esta
atribución de la Corte Suprema al Tribunal Constitucional. De hecho, el número de
inaplicabilidades que ya ha acogido el Tribunal, posiblemente entre los años 2006
al 2017, en estos 11 años debe ser varias veces superior a las inaplicabilidades
que acogió  la  Corte  Suprema entre  la  Constitución  de 1925 y  la  vigente.  Era
posible que una vez que el tribunal tuviera esta herramienta, debiese dar mayor
capacidad a desarrollar este derecho a la responsabilidad del Estado.

El  proyecto también incorpora en el  artículo 19 N°12 el
derecho a buscar, requerir y recibir información pública, codificándose un derecho
que ha sido reconocido por el tribunal constitucional. Sin embargo, cabía observar
que  el  proyecto  se  acota  a  la  información  pública.  Si  se  revisan  los  tratados
internacionales,  tanto  el  Pacto  de  San  José,  como  el  Pacto  Internacional  de
Derechos Civiles y Políticos, ellos aluden a algo más que el derecho de buscar y
recibir información pública, aluden a información de todo tipo.

Eso forma parte de la libertad de expresión. Por lo tanto, si
la reforma dice que es consecuencia de esta libertad de expresión este derecho a
buscar  y requerir  información, pero solamente la pública,  estaría  diciendo algo
menos de lo que dicen los pactos internacionales. Sugirió que sería una fórmula
mejor  decir  ‘y  a  recibir  todo  tipo  de información’,  sea  si  es  pública  sea si  es
privada.
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Recordó  además  que  la  ley  19.733,  sobre  libertad  de
expresión y el periodismo, en su artículo primero cuando define el alcance de la
libertad de expresión, justamente dice, y repite y repite lo que dicen los tratados
internacionales, que la libertad de expresión comprende el derecho a buscar y
recibir la información.

En materia de estatuto parlamentario no se pronunciaría,
porque son ajustes necesarios a lo  que ha sido  la  práctica,  lo  mismo que en
materia de tramitación legislativa.

En cuanto a la reforma al artículo 61, costaba entender un
poco la razón de la propuesta, pues las injurias y las calumnias seguirían siendo
delitos que no se configurarían por el hecho de ser cometido en sesiones de Sala
o Comisión, seguirían siendo figuras no típicas.

El  diputado  señor Squella expresó  que  en  el  caso
puntual del artículo 61, lo que se tenía en mente, no sabía si habrá quedado lo
suficientemente bien expresado, es que desde la perspectiva de la inviolabilidad,
no se ha hablado del  tema del  desafuero,  y que cubra también los delitos de
opinión nos parece que no corresponde.

Esto es un término medio en la eliminación del fuero, y si
se quiere ver desde otra perspectiva, lo que significa esto es que se le reconoce
de alguna manera el  efecto de la inviolabilidad en el  debate legislativo, lo que
implica el no inhibirse de decir lo que estime pertinente. Cuando esto se hace en
otros medios no amparados por la inviolabilidad, como es un medio comunicación,
eso no contribuye al debate político en la manera que corresponde, y desde ese
punto de vista, estimaron los autores que el fuero no tiene ninguna razón de ser.

El  diputado  señor  Soto  manifestó,  en  relación  a  la
reforma que se plantea en relación al principio de transparencia del artículo 8º y el
19 numeral 12, que sin esperar la aprobación de este proyecto de ley se reunió la
comisión  mixta  (boletín  8805)  que  estaba  tratando  una  modificación  en  ese
sentido. La sesión ocurrió la semana pasada, asistió el diputado Monckeberg, el
diputado  Coloma,  y  después  de  un  debate  interesante  se  aprobó  un  texto
definitivo, en el sentido que planteó el profesor Núñez, es decir estableciendo la
existencia y  consagrando a nivel  constitucional  el  principio  de transparencia,  y
extendiéndolo a todos los que sean titulares de las funciones pública.

Como contrapartida, la propuesta que había la limitaba en
cuanto a los titulares de órganos del Estado, que era un concepto mucho más
restringido, y precisamente se dieron algunos ejemplos en relación a particulares
que cumplen funciones públicas. Por ejemplo, en virtud de la ley de concesiones a
empresas privadas que administran cárceles públicas, que administran carreteras,
hospitales, y que sin duda de haber tenido esta definición restringida de titulares
de órganos del Estado, habrían quedado exentos, fuera de la aplicación de esta
reforma constitucional. Asimismo, se incorpora el acceso a la información como
una garantía fundamental consagrado en el artículo 19 N°12.

Ambas  reformas  vienen  a  llenar  un  vacío  que  tenía  la
Constitución, y entendía que ese mismo día se estaba aprobando en el Senado el
informe la Comisión Mixta, para luego pasar a la Cámara de Diputados. El tercer
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aspecto  que  fue  debatido  en esa Comisión  fue  que se  estableció  una ley  de
quórum para regular el acceso a la información pública.

Por todo lo anterior, estimó que había sido escuchado en
esa discusión los planteamientos del profesor Núñez.

El diputado señor Squella, en relación al debido proceso,
entendía que hay algunos problemas en la enumeración, porque no es lo mismo el
ejercicio jurisdiccional que el administrativo. Consultó qué pasaría si es que queda
simplemente enunciado, sin la numeración no taxativa que viene a continuación, si
acaso mejora la redacción para su mejor comprensión. Su impresión es que el
problema está en la enumeración, y siendo así, entonces qué pasaría si es que
derechamente no hay enumeración.

El  profesor Nuñez reiteró  que  es  positiva  la
incorporación, la constitucionalización de un principio de debido proceso. Ahora,
sobre si es posible una enumeración de sus consecuencias, o si es si es mejor
separar  la  bajada,  estimó  que  en  todo  caso  era  mejor  separarlo  de  las
consecuencias.

Todas  las  consecuencias  del  proyecto  eran
consecuencias, no veía ninguna consecuencia que no tenga que ver con el debido
proceso judicial, y en eso estimó que estarían todos de acuerdo, porque se refiere
el derecho al juez natural,  se refiere a jueces en la imparcialidad, se refiere al
derecho a la defensa jurídica, en fin, de todas las letras que estaban, todas se
refieren al proceso judicial.

Ahora,  la  pregunta es si  estaban de acuerdo en que lo
mejor era dejarlo separado. Se pueden enumerar algunas, a un contenido mínimo
del principio en sí, que podría ser en parte la ley de procedimiento administrativo, y
hacer  una  pequeña,  una breve lista  de  principios  que  son propias  del  debido
proceso administrativo. Por ejemplo, principio de contradictoriedad. Lo que llama
el principio de imparcialidad, que no haya parcialidad en ese sentido jurisdiccional,
podría mejor referirse al principio de probidad.

Hay algunos elementos que permiten enumerar una serie
de elementos de contenido básico del derecho del afectado y de terceros, como el
derecho  a  impugnar  los  actos  administrativos.  O  el  derecho  a  conocer  los
fundamentos  del  acto,  que  está  reconocido  como  parte  del  principio  de
transparencia.

Se puede detallar una pequeña lista, que sea desde luego
ejemplar, nunca taxativa y eso es perfectamente posible. Pero, insistió, en todo
caso separado de esta fórmula. Antiguamente la Constitución disponía que toda
persona tiene derecho a un proceso racional y justo, y cuando se modificó y se
creó el Ministerio Público, se incorporó y quedó muy raro una disposición a que se
tenía derecho a una investigación razonable y justa.

La regla de debido proceso, que había sido pensada para
los  procesos  judiciales,  se  le  puso  también  a  la  investigación,  que  debía  ser

18



racionales. El error es que la investigación tiene que ser objetiva, son otros los
parámetros.

Se puede trabajar en una lista mínima de contenido. Para
eso hay jurisprudencia de la Corte Suprema, que ha generado ciertos estándares
mínimos. Hay también jurisprudencia de la Contraloría General. 

El diputado señor Soto consultó el parecer sobre atribuir
al Tribunal Constitucional la facultad de conocer y declarar lo que se denomina
error judicial.

Estimó que la naturaleza del tribunal constitucional tiene
que ver más bien con el valor de la coherencia constitucional, que determinados
proyectos  o  disposiciones  vigentes  tienen  con  respecto  al  texto  constitucional.
Esta atribución es más bien de jurisdicción. No sabía si tiene precedentes en otros
tribunales constitucionales, porque las facultades conservadoras que tiene la Corte
Suprema son las que justifican que ese órgano jurisdiccional lo revisé. Estimó un
poco  forzada  la  propuesta,  no  sabía  si  tiene  precedentes  a  nivel  de  derecho
comparado, 

El  profesor Nuñez señaló  con  relación  a  ésta  a  esta
pregunta, que normalmente son los propios tribunales supremos, el propio poder
judicial, la estructura judicial la que decide cuándo sus decisiones generan daño y
el afectado debe ser indemnizado, sea por causa de la administración de justicia
penal,  que es la que está en el  artículo 19 N°7, como en general respecto de
cualquier acto que genere daño. 

Acá sería un tercero, el tribunal constitucional, ahí sí que
sería una anomalía. Estimó que habría una alternativa en intensificar la reforma al
nuevo  número  7  letra  i),  siempre  en  manos  de  la  Corte  Suprema,  o  la  otra
alternativa es quitarle atribuciones y entregársela a un tercero.

Esto pudiera no tener precedentes, pero el problema no es
tanto que existan o no. Hay tribunales constitucionales que tienen atribuciones que
en el caso chileno están radicadas en el Tribunal Calificador de Elecciones.

En cualquier caso, la pregunta que habría que hacerse es
cuál  es la evaluación que tiene el  Congreso Nacional  respecto del  ejercicio  la
Corte Suprema a la atribución que le da el artículo 19 N°7 letra i). Estimó que la
gran mayoría del profesorado estará de acuerdo en que si desde la década de los
‘80 hasta ahora, no son más de diez u once los casos en que se ha admitido por
parte  de  la  propia  Corte  que  la  decisión  de  los  tribunales  pudieran  ser
específicamente  inapropiada,  pareciera  que  eso  es  un  porcentaje
extraordinariamente reducido de casos.

Es efectivo que el tribunal constitucional no ejerce ninguna
forma de control sobre la Corte Suprema. Hoy se le permite al tribunal controlar
algunas cuestiones que son más bien, no tanto del diseño de las reglas como de
los efectos que producen las reglas en un agente judicial. Desde el año 2005, la
inaplicabilidad ya no sólo es control de leyes sobre qué dicen en abstracto, sino
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los efectos que produce una ley, los efectos contrarios a la Constitución de una
gestión concreta.

Estimó que ese es el  principal  quid del  asunto,  ‘que ha
hecho usted con esta herramienta’ más o menos restringida. En fallos que son
relativamente recientes, en la época en que estaba el ministro Pedro Pierry en la
Corte Suprema, hubo un giro en la visión tradicional hacia una visión más bien
restrictiva de lo de este derecho a la reparación, y eso es lo difícil.

El profesor de Derecho, señor Fernando Atria señaló5

que un dato interesante de este proyecto es que muchas de las cosas que están
siendo modificada aquí, podrían ser materia de ley.

La nueva regulación sobre nacionalidad por  gracia,  que
busca incluir como condición para recibirla no haber sido condenado por sentencia
ejecutoriada por un delito que merezca la pena aflictiva, y como condición para
mantenerla el no ser condenado a un delito que merezca pena aflictiva, se incluye
una nueva condición para acceder a ella e incluye una nueva condición que cesar
de pleno derecho en la misma.

A su juicio, la modificación al artículo 11, la nueva causal
de pérdida de la nacionalidad por gracia no tenía mayores comentarios que hacer,
más que era una decisión que se puede tomar, le parecía plausible.

La que si  llamaba su atención y que objetaría,  sería  la
modificación del artículo 10, porque la nacionalidad por gracia supone una ley,
supone  una  decisión  legislativa  y  no  veía  cuál  era  el  sentido  de  privar
constitucionalmente y en abstracto al legislador, no a algún funcionario o a alguna
autoridad, privar constitucionalmente en abstracto al legislador de la posibilidad de
considerar las circunstancias del caso, tomar en cuenta, por ejemplo, qué tipo de
delitos  se  trataba,  hace  cuánto  tiempo  fue  la  condena  y  decidir  entonces  si
concede o no la nacionalidad por gracia.

No veía razón para privar al legislador de la posibilidad de
decidir  que,  pese  a  una  condena  que  pudo  haber  sido  hace  un  tiempo
considerable, esa persona, a pesar de eso, merece la nacionalidad por gracia,
sobre  todo  porque  el  hecho  de  que  haya  sido  condenado  por  un  delito  que
merezca pena aflictiva será parte de la discusión que rodea al proyecto de ley que
conceda la nacionalidad por gracia.

Por eso que no se justifica. No veía qué razón hay para
negar la posibilidad de hacer ese juicio al legislador al conceder la nacionalidad,
sin perjuicio de que le parecía razonable que la Constitución pueda contener como
una causal de pérdida de la nacionalidad por gracia, el hecho de que la persona
sea subsiguientemente condenada,  porque evidentemente eso es algo distinto,
eso es algo sobreviniente, etc.

Por lo anterior, sugirió no innovar respecto del artículo 10,
sin perjuicio de que se pueda innovar respecto del artículo 11.
5 Disponible  en  www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=115893&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION (p  19  y
ss.).
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Sobre  la  posición  de la  víctima en el  proceso penal,  el
proyecto incluye una nueva disposición conforme a la  cual  la  ley señalará los
casos y establecerá la forma en que las personas naturales víctimas de delitos
dispondrán de asesoría y defensa jurídica gratuita, a efecto de ejercer la acción
penal reconocida por la constitución y las leyes, esa reforma estimó que era un
error.

La posición de la víctima en el proceso penal no puede ser
entendida, y menos por la Constitución, como si fuera simétrica a la del imputado.
Por eso es importante que los derechos del imputado están constitucionalmente
protegidos, pero no los de la víctima. El sentido de la pena penal no es satisfacer
un interés privado de la víctima, el interés de la víctima en que el imputado reciba
la sanción penal  es un interés que no existe,  no es un interés para el  cual el
derecho, el sistema penal, exista.

Para satisfacer el legítimo interés privado de la víctima que
ha sido dañado por el delito hay otro mecanismo, que podrán ser más o menos
eficaces  según  su  caso,  pero  que  son  fundamentales:  las  acciones  civiles  de
indemnización. No hay razón alguna que justifique una protección constitucional
especial al interés de la víctima en ejercer su acción penal. 

Cabía decir que como parte de una garantía general de
acceso igualitario  a  la justicia  corresponde,  sí  corresponde que la Constitución
garantice, como lo hace ahora el inciso tercero del número 3 del artículo 19 el
acceso a la asesoría y a la defensa jurídica a quienes no pueden contratarlo en el
mercado de las asesorías jurídicas. Pero dentro de esa garantía general ya está
incluida la defensa de la víctima, en la medida en que la víctima tiene esa acción,
puede  ejercer  las  acciones  penales  y  entonces  podrá,  sobre  la  base  de  esta
protección  general  o  esta  garantía  general,  del  libre  e  igualitario  acceso  a  la
justicia, requerir o recibir la asesoría gratuita que sea necesaria.

Pero separar el interés de la víctima por ejercer la acción
penal, de la del interés de las personas por tener debida asesoría letrada en juicio
aunque no puedan pagarlo, y transformarlo en un interés especialmente protegido,
era transformar el derecho penal desde un sistema que busca finalidades públicas
preventivas o retributivas, según la visión de la pena penal que cada uno tenga, en
un sistema que está al servicio del interés de la víctima, interés consiste en la
sanción penal del imputado, y esa es la diferencia entre justicia y venganza. Por
ello, sugirió revisar esa disposición.

En  otra  materia,  se  propone  un  derecho  al  recurso,
disponiendo que toda persona tiene derecho al recurso, esto es, el derecho que
tiene toda parte  interviniente en un proceso a que la  sentencia de un tribunal
inferior sea susceptible de revisión por un tribunal superior, siempre que se haga
dentro  de  los  medios  impugnatorios,  dentro  del  plazo.  La  ley  determinará  las
actuaciones  jurisdiccionales  que  sean  susceptibles  de  ser  revisadas.  Pero  el
ejercicio este derecho no supone, necesariamente, el derecho a la doble instancia.

En  general,  estimó  que  la  redacción  de  esta  regla  era
deficitaria.  De  hecho,  la  frase  final,  ‘el  ejercicio  de  este  derecho  no  supone,
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necesariamente, el derecho a la doble instancia’, asumía que contiene un error,
porque lo que se quiere decir no es que el ejercicio de ese derecho no suponga
necesariamente  el  derecho  a  una  instancia,  lo  que  se  quiere  decir  es  la
consagración, en abstracto, de este derecho no implica necesariamente la doble
instancia. 

Es  la  consagración  de  esta  regla  la  que  no  implicaría
inmediatamente  la  inconstitucionalidad  de  todos  los  procedimientos  que  no
contemplan doble instancia,  no es el  ejercicio del  derecho. Precisamente es la
consagración en aspectos del derecho.

Cuando dice que toda persona tiene derecho al recurso,
esto es, derecho que tiene toda parte interviniente, tiene un defecto de redacción,
pues  dado  que  no  se  busca  asegurar  la  posibilidad  de  la  revisión  de  las
determinaciones de hecho y de derecho hechas por un tribunal, como no se busca
asegurar  y  garantizar  la  revisión  de  las  consideraciones  de  hecho  y  derecho,
porque  eso  sí  sería  doble  instancia,  entonces  parecía  preferible  una  garantía
constitucional más genérica. 

Por ejemplo, al debido proceso, como la referencia que ya
está incluida en el inciso tercero del quinto del mismo al número 3 del artículo 19,
que habla de racional y justa investigación y del procedimiento. Por lo tanto, no
creía que esta disposición agregue, y en lo que agrega, es problemática.

En  cuanto  a  la  regulación  del  derecho  a  reunión,  se
modifica la regla que dice que el derecho a reunión se regirá por las disposiciones
generales de policía, por otra que dice se regirá por la ley respectiva. Aquí había
una  cuestión  interesante,  pues  estimaba  que  esta  era  una  reforma  que  era
necesaria, pero no podía dejar de mencionar que es necesaria por un error en la
comprensión habitual del texto constitucional.

La regla que se estaba comentando, que dispone que el
derecho de reunión se regula o se sujeta a las ordenanzas generales de policía,
en el número 13 del artículo 19, debía ser leída a la luz del artículo 19 número 26,
que  dispone  que  los  derechos  constitucionales  sólo  pueden  ser  regulados  o
complementados por ley.

Cuando  junto  las  dos  cosas,  no  está  en  el  artículo  19
N°13, no hay referencia a la ley, la manera normal de interpretarlo ha sido ‘bueno,
eso quiere decir que el derecho a la libertad de reunión debe ser regulado por
decreto’, y al respecto, estimaba que quería decir exactamente lo contrario. No
puede ser regulado.

Es decir, es tan importante el derecho de reunión que la
constitución,  correctamente  entendida,  no  admite  una  regulación  especial  del
derecho de reunión, y por eso el número 13 dice que se sujeta, sólo que se sujeta
a las ordenanzas generales de policía. Una parte importante es que sujeta a las
ordenanzas generales de policía, es decir, se sujeta a las reglas generales, las
cuales se aplican a todos los individuos que usan los bienes nacionales de uso
público. Estimó que esa es la interpretación correcta del número 13, no hay ni
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puede haber una regulación especial del derecho a reunión en espacio público,
precisamente por lo protegido que está.

Ahora, en los hechos lo que la frase del artículo 19 N°13
ha significado es que el derecho a reunión está regulado por un decreto supremo
del  año 1983,  o  sea,  lo  que era una superprotección se convirtió  en una sub
protección, y bueno, en ese entendido de que la regla inicial se entendió al revés,
disponer que debe regirse por la ley respectiva es mejor que por decreto supremo.

Por lo anterior, estimo que era una buena reforma, pero
debido a una mala comprensión de lo que significaba el texto original.

Sobre  las  vacantes  de  senadores  y  diputados,  la  regla
debería  ser  la  misma  para  todos  los  casos.  Sería  una  buena  idea  que  la
constitución dijera que la única manera de llegar a la Cámara de Diputados o el
Senado es ganando la elección. Esa es la regla que rige para los independientes,
pero no rige para los militantes de partidos políticos ni para los independientes que
hayan formado parte de una lista de un partido político.

Estimó  que  se  justifica,  precisamente  en  el  momento
actual, en que hay distancia con la política, etc., que una declaración de que la
única manera de llegar a cargos de representación popular sea obteniendo un
mandato electoral era adecuada.

Que el  partido político sugiere una terna,  y  que de esa
terna elija la Cámara le pareció inadecuado. Si es una decisión del partido político,
entonces que sea una decisión del  partido  político.  Si  no  es  una decisión  del
partido  político,  entonces  debería  ser  una elección  complementaria,  que  es  la
solución que se da para los otros casos.

Sobre  la  acusación  constitucional  y  sobre  el  fuero,  las
propuestas son bien interesantes porque reflejan, porque muestran patologías en
la operación del sistema político. La regla respecto de la acusación constitucional
dice que la acusación acogida implicará la inhabilidad del acusado sólo si se ha
pedido en la acusación originalmente. Veía el problema, pero estimó que era una
mala solución.

Originalmente,  bajo  la  regulación  de  1925,  acoger  la
acusación constitucional sólo implicaba la destitución del acusado y no implicaba
inhabilidad. Lo que ocurrió fue que durante la administración de Salvador Allende
se  sucedieron  acusaciones  constitucionales,  y  el  gobierno  respondía  a  ellas
enrocando,  nombrando  al  destituido  en  otro  ministerio,  y  para  solucionar  ese
problema se introdujo la inhabilidad.

La  inhabilidad  produce  un  efecto  bien  grave  en  la
comprensión de la acusación misma, porque si la acusación es como creía que se
cree, un juicio político, porque si fuera un juicio de responsabilidad jurídica debería
estar a cargo un tribunal, no se veía por qué debe acusar la Cámara de Diputados
y condenar o no el Senado, si es un juicio de aplicación de la ley. Entonces la
única  manera  de  entender  la  acusación  constitucional,  y  estaba  pensando  en
ministros, porque podría ser el caso del presidente, donde en todo caso se justifica
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una regla especial, pero sobre todo en el caso de ministros y otras autoridades de
ese  rango,  si  es  un  juicio  político,  entonces  no  puede  tener  consecuencias
personales, tal como lo hacía la constitución de 1925.

No  tenía  consecuencias  personales,  sólo  tenía  la
consecuencia política de que el acusado quedaba destituido del cargo de ministro.
Pero  como  tiene  consecuencias  personales,  en  el  sentido  de  una  advenida
inhabilidad,  de  privación  de  derechos  para  el  acusado  que  resulta  destituido,
entonces es difícil evitar que en la discusión de las acusaciones constitucionales,
esa  discusión  sea jurídica  dada  la  consecuencia  de  pérdida  de derechos que
tiene.

Parece inadecuado e injusto poner así, que la resolución
del conflicto político respecto del ministro, en este caso, implique la inhabilidad de
esa  persona  por  cinco  años,  y  eso  entonces  empuja  hacia  una  comprensión
jurídica de la acusación, que la hace mucho más inadecuada. Porque si fuera un
juicio jurídico, entonces no corresponde que sea conocido como una acusación
constitucional. Estimó que eso es lo que está detrás. No conocía los detalles ni la
discusión  que  ha  habido,  sólo  ha  visto  el  proyecto,  pero  suponía  que  eso,  o
moderar esa dimensión es lo que está detrás de la regla. 

Pero sugeriría  que la manera adecuada era volver  a la
regulación de 1925, es decir, que no produce inhabilidad. Se dirá ‘pero entonces,
se pueden rotar’. Ahí lo que uno debería notar, es que para un gobierno hacer un
enroque es, digámoslo así, ‘un gesto poco amistoso’ con la mayoría parlamentaria
que acaba de destituir al ministro. Y en general, en condiciones normales, gestos
poco  amistosos  con  la  mayoría  del  Congreso  Nacional  son  cosas  que  los
gobiernos van a intentar evitar.

Cuándo van a recurrir a gestos poco amistosos, cuando
dadas  las  características  de  la  acusación  o  la  consideración  de  la  discusión
pública, el gobierno considera que el gesto poco amistoso es conveniente para el
gobierno, y eso quiere decir que en realidad el conflicto ahí es un conflicto político,
y si es un conflicto político, estimó que la solución de la constitución de 1925 era
una solución mucho más razonable que la solución de la constitución de 1980.

De hecho, los enroques se produjeron en condiciones de
intensificación del conflicto político, que son bastante, que hablan por sí mismas, a
pesar de que había una regulación que no implicaba inhabilidad. No hubo antes de
eso un problema especialmente marcado con los enroques, porque en general la
cuestión operaba políticamente. Por ello,  sugeriría  más que dejar entregada la
inhabilidad a lo que se pidió o no en la acusación original, que es una regla cuya
racionalidad  no  entendía,  porque  en  todo  caso  la  inhabilidad  debería  quedar
entregado al  cuerpo que condena,  que acoge la  acusación,  más que a  quien
formula la acusación.

Formular la acusación, bueno, los abogados pueden en su
demanda, los abogados pueden decir exactamente lo que quieran, entonces si se
insistiera en esta regla diferenciada, diría que tiene que ser algo decidido por el
Senado  al  momento  de  acoger  la  acusación.  Pero  sugeriría,  para  evitar  la
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transformación de la acusación en jurídica, simplemente volver a la regla de 1925,
y eliminar la inhabilidad.

Por último, sobre el fuero que se propone, dispensar del
fuero, o sea, limitar la inmunidad de los parlamentarios en los casos de los delitos
de injuria y calumnia, estimó que había pocas hoy día, pocas instituciones más
distorsionada en su comprensión pública que el fuero parlamentario.

Si el fuero parlamentario es un beneficio del parlamentario,
entonces evidentemente era algo que debía ser eliminado ya. Fueros en el sentido
de fueros personales que benefician a ciertas personas que por su estatus tienen
algún  privilegio,  son  evidentemente  o  trivialmente  inaceptable.  Por  lo  tanto,  el
fuero  parlamentario  o  es  algo  que  beneficia  no  al  parlamentario  o  es  algo
inaceptable.

Estimó  que  la  lógica  del  fuero  parlamentario  es  que
beneficia  no  hay  representantes  sino  a  los  representados,  y  los  protege  de
acciones  judiciales  temerarias  que  puedan  inhibirlo  en  el  desempeño  de  su
función. Ese es el sentido del fuero, y entonces la lógica del desafuero, lo que el
tribunal que conoce del desafuero declara cuando desafuera al parlamentario no
es ni siquiera que hay presunciones fundadas de responsabilidad ni nada, sino
que el estándar para el desafuero debería ser limitarse a hacer únicamente que la
acusación  no es  una acusación  temeraria,  la  querella,  la  demanda no es  una
acusación temeraria, no es una querella o una acusación que sea hecha con la
finalidad de inhibir al parlamentario.

Si  tiene  entonces  una  mínima  seriedad,  corresponderá
que  se  vea  en  el  juicio  respectivo  si  es  correcta  o  no  es  correcta  esa
responsabilidad. Pero el problema es que en la regulación constitucional vigente,
el  desafuero  tiene  un  efecto  especialmente  grave  políticamente,  que  es  la
suspensión del parlamentario desaforado, y con eso el desafuero puede afectar
los quorum de las cámaras respectivas. 

Entonces aquí  pasa algo más o menos parecido con la
inhabilidad en la acusación. Dado que la consecuencia es tan grave, entonces el
estándar para acoger el desafuero tiene que ser elevado. No podría por el solo
hecho de que se ha presentado una acusación que no es temeraria y que reviste
características mínimas de seriedad, eso no puede ser suficiente para suspender
el parlamentario y afectar los quorum de las cámaras. 

Como la consecuencia es la suspensión, eso obliga a los
tribunales a subir el estándar y al subir el estándar eso facilita la comprensión del
desafuero como un antejuicio. La injusticia que se comete es que el parlamentario
resulta  condenado al  momento de ser  desaforado, cuando el  juicio  todavía no
empieza. 

El remover el fuero para los delitos de injuria y calumnia
agrega una incoherencia,  porque evidentemente a través de esas querellas es
también  posible,  mediante  litigación  temeraria,  intentar  inhabilitar  a  un
parlamentario. 
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Por ello, su sugerencia, teniendo presente que no estaba
al tanto de las conversaciones, sobre la discusión que ha habido respecto a este
proyecto,  su  sugerencia  sería  eliminar  la  consecuencia  de  suspensión,  que el
desafuero no implique suspensión, para que entonces el estándar para desaforar
no  sea  un  estándar  que  requiera  prueba  respecto  de  la  culpabilidad  del
parlamentario  acusado,  sino  que  sea  solamente  un  estándar  que  garantice  la
seriedad de la acusación, que la acusación no es una acusación temeraria hecha
con la finalidad de inhibir al parlamentario que puede estar fiscalizando, que puede
estar haciendo cosas que a alguien le molesta, y responde con esta solución.
Señaló  que  eso  llevaría  a  una  solución  más  adecuada  que  la  que  busca  la
reforma, aunque el problema que existe con el fuero hoy día es un problema real. 

Entonces, sobre todo en estos últimos dos casos, señaló
que tras las reformas, en ambos casos se identifican correctamente problemas
que hay en la regulación actual, pero lo solucionan de una manera que no es la
mejor en esos dos casos.

El diputado señor Squella expresó una duda sobre la
interpretación al derecho de reunión. Se planteó que la interpretación que se le ha
dado  es  incorrecta,  pero  inmediatamente  señaló  que  el  decreto  que  está
regulando el  tema fue del  año 1983.  Al  final  del  día es evidente que quienes
redactaron  y  sacaron  adelante  la  Constitución  Política  son  los  mismos  que
dictaron el decreto.

En el caso del desafuero suena interesante la alternativa.
Lo que se buscaba en la propuesta era de alguna manera lograr un doble efecto,
que se entiende o no como un beneficio el fuero. Eso está, digamos, en razón del
intérprete. Entendía por la vía de lo que se ha dicho, que efectivamente no se
puede  alterar  la  voluntad  del  legislador,  y  también,  en  definitiva,  que  con  la
suspensión se están alterando los quorum, se están alterando los equilibrios, y en
el fondo, que alteran la voluntad de la gente que decidió que sean representantes.

Pero en el caso de los delitos de opinión, por llamarlo así,
hay un elemento  que es  discutible,  porque al  final,  cuando los  parlamentarios
salen  a  hacer  declaraciones  tienen  una  especial  protección  por  algo  que
eventualmente podría, que no está influyendo en absolutamente nada, digamos,
en el trámite legislativo. Lo hacen en la prensa, lo hacen fuera de la Comisión o la
Sala.  Da la  impresión de que eso no debiera  tener  un  tratamiento  distinto  en
cuanto a su persona.

Con todo, era interesante el camino propuesto, no se lo
había  planteado,  el  eliminar  simplemente  la  suspensión.  Suena  interesante,
porque final del día corrige el primer elemento que se quería evitar, y también se
hace cargo de no considerarlo como un beneficio.

El profesor Atria manifestó que, en la premura por hacer
la minuta, no verificó quiénes eran los autores de las mociones que se refundieron.
Es un error, pero podía decir que es un error que un académico puede cometer,
por lo que pidió disculpas si alguien se sintió personalmente. Trató de discutir los
términos de lo que aparece como regulación adecuada. 
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No  creía  que  quienes  redactaron  la  constitución  hayan
sido fervorosos partidarios del derecho de reunión, pero sí creía que la regla que
está ahí,  es  una regla  que quienes la  hicieron la  hayan querido  o no en ese
sentido.  Creía  que  tiene  una  lectura  que  habría  dignificado  la  tradición
constitucional. Si la tradición fuera tomarse en serio la idea de que los derechos
constitucionales sólo se puede limitar por ley, y que en el número 13 no hay una
habilitación a la ley, y hay una referencia a ordenanzas generales de policía, lo
que  hay  en  el  decreto  supremo  que  regula  el  derecho  a  reunión  no  es  una
ordenanza.

La ordenanza general,  la idea de ordenanza general  es
que puede haber una regulación del uso que los ciudadanos pueden o no hacer de
los bienes nacionales de uso público, las calles, plazas, pero esa regulación tiene
la  finalidad  de  permitir  el  uso  ordenado  de  todos,  esa  es  la  finalidad  de  las
ordenanzas generales de policía.

Señaló  eso  solamente  para  para  decir  que  esa  era  la
interpretación que a su juicio habría dignificado la tradición constitucional chilena.
Que no fue tomada, es otra oportunidad perdida de la reflexión constitucional en
Chile, así que estaba de acuerdo que en las condiciones actuales, bueno, mejor
que la ley lo regule así.

El  profesor Núñez señaló  respecto  a  la  libertad  de
reunión,  que  efectivamente  era  posible  la  interpretación  que  el  profesor  Atria
propuso, que podría ser una interpretación correctiva, pero esa interpretación hoy
tiene dos problemas. Pudo haber sido que el presidente Aylwin el 11 de marzo de
1990  hubiera  propuesto  una  interpretación  distinta  de  lo  que  era  la  palabra
disposición general de policía. También, cuando esta disposición se incorpora en
la modificación a la constitución de 1980, hubo un sentido deliberado en entregar
esto a los reglamentos, pues en los anteproyectos decían que era un tema legal, y
fue  o  el  Consejo  de  Estado  o  la  Junta  de  Gobierno,  da  lo  mismo,  quienes
cambiaron la palabra ley.

Se puede interpretar  en esa palabra de acuerdo con la
Convención Americana Sobre Derechos Humanos,  pero el  problema es que la
Contraloría  General,  y lo estaba mirando hacia el  2012 no lo entendió de esa
manera,  digamos,  progresista.  La  Contraloría  el  2012,  cuando  se  le  pide  que
ordene al gobierno a dejar sin efecto el decreto supremo 1.086, resolvió que no,
porque allí donde dice disposición general de policía, esa regla se debe entender
como sinónimo de reglamento, siendo una excepción al principio de reserva legal.
Es decir, si la Contraloría tuviera otra interpretación, por cierto los dictámenes se
reconsideran, si el gobierno tuviese otra aproximación a esta parte del proyecto,
no tendría justificación, pero como no ha sido así, es completamente coherente.

El  diputado  Monckeberg,  don  Cristián,  expresó  que
aquí hay veintiún propuestas, todas muy opinables y razonables. Entendía que los
invitados, sobre todo el profesor Atria habla desde la academia, del puritanismo,
no lo decía peyorativamente, sino que desde el punto de vista objetivo, cuáles son
las  soluciones  constitucionales  y  legales  frente  a  los  temas  que  se  plantean
reformar. Él plantea una solución constitucional distinta a la que planteaban ellos
desde el punto de vista de la reforma. 
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Por ejemplo, el tema de la de la sanción en el caso de la
acusación constitucional. Es sumamente opinable lo que pasó en la Constitución
del ’25, y lo que se hizo después con motivo de lo que ocurre en el gobierno del
presidente Allende, pero son soluciones distintas o miradas distintas respecto de
cómo nos aproximamos a una determinada reforma, pero no por eso dejan de ser
buenas o malas, son opiniones.

Había apuntado muy bien el profesor Atria, lo dijo varias
veces, que no tuvo en consideración las conversaciones, lo que lo que motivó la
presentación de este proyecto de ley. Allí hay patrocinantes y mocionantes que
dicen relación con partidos distintos y mirada distinta de la sociedad, por lo tanto lo
que se busca es una aproximación a una solución constitucional consensuada,
porque si no es imposible. Las soluciones únicas, finalmente no llegan a ninguna
parte.

Hay un punto que sería bueno que se ahondará más, el
derecho  que  tiene  toda  persona  a  un  recurso  finalmente.  La  redacción  era
compleja, y cuando se revisa bien y se vuelve a leer, sobre todo por la frase final,
se preguntaba si la solución, derechamente, era eliminar esa letra m) propuesta
para evitar la confusión, o intentar arreglarla.

Agradeció  las  opiniones.  Entendía  también  que  hay
opiniones que son favorables, otras no tanto, y también son soluciones distintas a
los temas que han ido planteando.  Agradeció el  que estén acá,  el  que hayan
estudiado el  proyecto,  el  que den su  opinión,  el  que contribuyan a  mejorar  lo
hecho. De todas maneras se agradece y se aplaude, porque son pocos los que
llegan acá, traen sus minutas, se preocupan de exponer, lo que parece muy bien.

El  profesor Atria señaló  que  ahora  estaba  en  la
academia,  pero  que  al  plantear  su  observación  sobre  la  inhabilidad  en  la
acusación constitucional, es que es un problema que se da en la práctica política.
Es decir, la juridicación de las acusaciones constitucionales, el hecho de que no
recordaba  que  haya  habido  una  acusación  constitucional  sin  que  parte  de  la
discusión  haya estado  centrada,  una buena parte  de  la  discusión,  sobre  si  la
acusación constitucional es un juicio político o es un juicio jurídico, que es una
cosa que uno esperaría que la práctica parlamentaria hubiera decidido de una vez
por  todas  en  algún  momento,  que  en  las  acusaciones  se  pudiera  discutir  la
cuestión de si la acusación se justifica o no, pero vuelve una y otra vez sobre eso.

Estimó que había una razón para eso,  y la razón es la
consecuencia de las acusaciones, la pérdida de derechos para el acusado, y que
se escogió esa decisión, que eso se hizo para evitar algo que siempre fue una
marca bien profunda de la constitución de 1980, el no dejar al conflicto político que
la  cuestión  se  decida.  La  cuestión  es  el  conflicto  que  se  presenta  entre  el
Presidente de la República, quien enroca ministros, y el Congreso Nacional que
destituye  ministros.  Es  un  conflicto  que  no  tiene  por  qué  estar  previsto  y
solucionado  por  la  Constitución,  es  un conflicto  que  la  propia  práctica  política
podría hacerse cargo de él, y eso vale para varias cosas en la Constitución

En  cuanto  al  debido  proceso,  su  sugerencia  sería
considerar la posibilidad de no incluir la letra m). Es razonable que la Constitución
proteja el debido proceso, que se le dé a todos derecho al debido proceso, y uno

28



esperaría  que  fuera  la  doctrina  la  que  fuera  elaborando  cuáles  son  las
características del debido proceso, que la bilateralidad u otras, pero en vez de ir
listándolas,  era  mejor  tener  una  referencia  genérica,  sobre  todo  si  se  quiere
garantizar el  derecho al recurso, pero sin que eso implique derecho a la doble
instancia, porque si no le quita la doble instancia, lo que en el fondo queda es
derecho a que las consideraciones de hecho o de derecho puedan ser revisadas
cuando conforme a la ley es oportuno que sean revisadas, y creía que eso no es
así. Creía que quedaba mejor, o más razonable, dado que no se quiere llegar más
lejos, mantenerlo en la garantía genérica.

Por último, respecto a la interpretación sobre el derecho
de reunión, estaba de acuerdo con el profesor Núñez, que era una interpretación
que podría haberse tomado, pero que no se tomó, y por eso mismo estaría de
acuerdo con la reforma que se pretende. Pero valía la pena llamar la atención
sobre el hecho de que lo que el propio profesor Núñez refirió sobre la decisión de
la Contraloría General mostraba cierta distancia con las palabras.

La Constitución Política dice ‘disposiciones generales de
policía’  y  lo  que se  decidió  fue que eso significaba cualquier  norma de rango
reglamentario,  pero eso no es lo  que dice el  texto,  el  texto dice disposiciones
generales,  y  la  pregunta  que  uno  debería  hacerse  es  qué  es  lo  que  se  está
diciendo cuando dice disposiciones generales, y lo que está diciendo es que no
pueden  ser  disposiciones  particulares.  No  hay  disposiciones  particulares  de
policía, y ese era el sentido político que tiene.

Ahora, esto no depende de lo que diga el texto, así que
había que hacerse cargo del hecho de que esa fue la interpretación que se ha
hecho, y ahí está el decreto supremo que regula esto y eso debe ser corregido.
Estaba  bien,  por  eso  apoyó  la  reforma,  pero  mostraba  una  interpretación
extremadamente laxa respecto de cuál era el contenido del derecho a la libertad
de reunión.

2.- Discusión Particular.

Artículo único

Nº1

El diputado señor Gutiérrez, don Hugo, formuló indicación
para reemplazarlo por el siguiente:

“1.-  Sustitúyese  el  inciso  primero  del  artículo  8º  por  el
siguiente:

“Artículo 8º.- El ejercicio de la función pública obliga a los
titulares de los órganos del Estado a dar estricto cumplimiento a los principios de
probidad y transparencia.”.”. 

El  diputado señor  Chahin,  don Fuad,  formuló indicación
para reemplazarlo por el siguiente:
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“1.-  Sustitúyese  el  inciso  primero  del  artículo  8º  por  el
siguiente:

“El  ejercicio  de  la  función  pública  obliga  al  estricto
cumplimiento  de  los  principios  de  probidad  y  transparencia  en  todas  las
actuaciones.”.”. 

El diputado señor Soto hizo presente que esta materia
fue objeto de una reforma constitucional,  que en trámite de comisión mixta se
aprobó  hace  3  semanas,  reformando  los  artículos  8  y  19  N°12,  que  está
relacionado con los  principios  de transparencia.  Hubo acuerdo completo  en la
comisión mixta, que se debía estar votando en el Senado y también en la Cámara
de Diputados por esas fechas.

Esta  materia  fue  tocada  por  un  proyecto  de  reforma
constitucional  que tuvo una larga tramitación,  y  que en el  trámite  de comisión
mixta se resolvió, por unanimidad hace unas tres semanas, el modificar el artículo
8º utilizando una redacción distinta. Por ejemplo, aquí habla que en el desempeño
de  sus  funciones  los  titulares  de  los  órganos  del  Estado  deben  observar  los
principios de probidad y transparencia. Se utilizó el concepto de los que cumplan
una función pública, extendiéndola a órganos más allá de la definición de órganos
del Estado según la ley de bases.

Entonces, si vamos a hacer esta modificación, deberíamos
hacerla tomando en consideración el acuerdo de la Comisión Mixta en esta parte.
Se utilizó la expresión “titulares de funciones públicas”, que es más amplio que
órganos del Estado, que tiene una definición en la ley de Bases, que puede reducir
a  órgano  estatal  o  paraestatal,  pero  dejando  afuera,  por  ejemplo,  a  muchos
privados que ejercen una función pública.

¿Cuáles? dirán ustedes. Por ejemplo, las empresas que
se adjudican autopistas mediante concesiones, ellos cumplen una función pública
por mandato del Estado, son empresas particulares y debían estar sujetos a este
principio  de  probidad  y  transparencia.  Las  AFP,  las  Isapres,  las  cárceles
concesionadas,  los hospitales concesionados,  etc.  Si  uno utilizara la expresión
que se contiene en el artículo contemplado en la moción, la expresión ‘titulares de
los órganos del Estado’ dejaría afuera a todos ellos, y en esto hubo consenso
tanto de los integrantes de la Comisión Mixta de la Cámara de Diputados como del
Senado.

Estimó  que  ella  recogía  de  mejor  manera,  con  más
amplitud,  el  principio  de  probidad  y  transparencia.  No  sabía  si  simplemente
eliminamos  esto,  o  podríamos  actuar  en  el  mismo  sentido  para  no  entrar  en
contradicciones  respecto  a  un  proceso  legislativo  que  ya  está  completamente
afinado. El diputado Coloma participó en esa Comisión Mixta, y también podría
ilustrarlos.

El diputado Pérez, don Leopoldo, consultó al diputado
Soto, si bajo ese criterio incluiría también a las empresas que se adjudicaron el
sistema de transporte público del Transantiago, toda vez que son concesionarias,
y en el fondo, también reciben recursos del Estado en un 45%, o más, y cumplen
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una función  pública.  Lo  mismo,  de  acuerdo a la  nueva ley  de inclusión  en la
educación,  los  colegios  particulares  subvencionados  adscritos  a  la  gratuidad,
porque cumplen una función pública y además tienen financiamiento público. De
esa manera, la gama es bastante más allá  de solamente el  mero ejercicio  de
funciones públicas, y así se podrían ir encontrando una serie de ejemplos.

El diputado señor Squella estimó que independiente que
haya un proyecto que esté avanzado, tenían que pronunciarse igual. Resultaba
interesante la redacción que ya se estudió en la Comisión Mixta,  así que si  la
tenían  a  la  vista,  el  mismo  diputado  Soto  podría  a  través  de  una  indicación
presentarla, y se votaría.

En concreto, lo que se tenía a la vista era una indicación
del  diputado Gutiérrez que mantiene la  línea,  el  espíritu del  proyecto y lo que
establece la Constitución, pero en ninguno de los dos casos, y no escuchó bien si
en la de la Comisión Mixta se hicieron cargo del tema de los titulares, a lo que uno
de  los  profesores  hizo  una  referencia  sobre  que  había  que  evitar  utilizar  ese
concepto, para no acotarlo únicamente a quienes se entendiera figuraban como
titulares en la administración del Estado. Así, si lo podían leer de nuevo cuando lo
presenten como indicación, sería ideal.

El diputado señor Andrade señaló que en estricto rigor,
en  las  sesiones  anteriores  fue  el  profesor  Núñez  el  que  hizo  presente  esta
situación, y lo que él sugirió, derechamente, fue que se eliminara el concepto de
‘titulares’, de forma tal de hacer más amplia la obligación de dar cumplimiento al
principio de probidad y transparencia.

En consecuencia, su planteamiento era que ‘el ejercicio de
la función pública obliga a dar estricto cumplimiento’ etc., etc. Él evitó cualquier
referencia a titulares o de órganos, porque precisamente en función de lo que aquí
se  ha señalado,  de  lo  que se  trataba es  que fuese  lo  más amplio  posible  la
obligación, e incorporara no sólo a titulares de los órganos, sino que también a
otros que cumpliendo funciones públicas se vincularan a la administración. Por
eso, reconociendo que la redacción que hacen en el artículo 8º la Comisión Mixta,
estimó  que  era  incluso  mejor  una  redacción  que  prescindiera  del  concepto
‘titulares’,  y fuera algo así como ‘el  ejercicio de la función pública obliga a dar
estricto  cumplimiento  a  los  principios  de  probidad  y  transparencia’,  eliminando
cualquier referencia a titulares.

Estimó  que  incluso  quedaría  mejor  que  lo  que  fue
acordado con la Comisión Mixta,  asumiendo que lo planteado por la Comisión
Mixta fue un avance en relación a la propuesta original, pero fue el profesor Núñez
el que planteó este tema.

El diputado señor Gutiérrez señaló que era interesante
lo que plateaba el diputado señor Soto, sobre la discusión que han dado en la
Comisión Mixta, de extenderlo más allá de lo que estaba pensado en el artículo 8°.

Pero igual se preguntaba respecto a este empresario del
Transantiago. Claro, cumple una función pública, pero no sabía si tiene el deber
de probidad y transparencia, y puede ser arrastrado a la Contraloría General. Es
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un  tema  que  habría  revisar,  no  sabía  si  la  Contraloría  tiene  dentro  de  sus
facultades el poder fiscalizar a un director de un colegio particular subvencionado,
por ejemplo.

Le gustaría saber bien cuál fue la discusión que dieron en
la Comisión Mixta, para entenderlo más allá de lo que en principio podría parecer
razonable. Pero si dicen que efectivamente sí, que están esclareciendo tal deber,
se imaginó que eso también tiene que ser objeto de fiscalización por parte de la
Contraloría o algún ente, que si va a tener el deber de probidad y transparencia. El
deber de transparencia no lo tienen,  y sobre el  de probidad,  creía que con el
concepto de función pública no sabía.

Por  eso quería  saber  un  poquito  más como lo  estaban
viendo, ya que algunos estuvieron ahí, en la Comisión Mixta, para que expliquen
un poco más, para poder entender cómo se le atribuye responsabilidad, el deber
de probidad o transparencia, a un director de un colegio particular subvencionado.

El diputado señor Soto señaló que reproduciría el debate
que hubo en la Comisión Mixta en torno a esta materia. Se estableció que en el
artículo 8º inciso primero se consagraba la obligación, o deber, de cumplir con el
principio de transparencia. Cabía recordar que el principio de probidad ya estaba
incluido, y la contrapartida de esta obligación, o deber, era el derecho de toda
persona a requerir y recibir información pública. Ello se estableció en el artículo 19
N°12.

Son  dos  dimensiones  del  mismo  derecho  o  del  mismo
principio en realidad, y la redacción que acordó la Comisión Mixta fue la siguiente:
‘en  el  desempeño  de  las  funciones  públicas  sus  titulares  deben  observar  los
principios  de  probidad  y  transparencia  en  todas  sus  actuaciones’.  Esa  es  la
obligación o deber de transparencia, que se agrega a la definición del desempeño
de las funciones públicas.

Se creyó necesario establecer de manera expresa, toda
vez que ocurrió un cuestionamiento, incluso con fallos del Tribunal Constitucional
que  eran  contradictorios,  y  que  no  daban  por  establecida  la  obligación  de
transparencia  a  nivel  constitucional.  Por  eso  era  necesaria  su  consagración
expresa.

Cabía recordar que este es un principio,  y que no va a
regular todo el contenido de esta obligación o derecho, porque hay una ley de
transparencia que tiene el  carácter  de ley orgánica,  que va estableciendo con
mayor  detalle  todos  los  que  están  personalmente  obligados  a  observar  este
principio y de qué manera, pero además, desde el punto de vista del principio, se
abordó la definición de que habiendo funciones pública, debe existir un obligado a
respetar  el  principio  de  transparencia,  dejando  el  detalle  regulado  en  la  ley
orgánica respectiva.

El  diputado  Pérez,  don  Leopoldo, consultó,  al  no  ser
miembro de esta Comisión, si lo que se está planteando podría llegar a un exceso,
a su entender, respecto a los ejemplos que se habían dado. Por ejemplo, en el
caso del Transantiago o un colegio particular subvencionado acogido a la nueva
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ley de inclusión, a la gratuidad, si  el ente fiscalizador de que se cumpla la ley
respectiva, tanto en el caso de transporte como en el caso de educación, podría
eventualmente salir zafado -por así decirlo- en circunstancias que el responsable
sería o el director del colegio o el gerente de la empresa concesionaria de un área
de negocio del Transantiago.

Entonces,  no  sabía  hasta  dónde  llega  el  límite  de  las
responsabilidades en el cumplimiento en materia de transparencia y probidad, que
las propias leyes que regulan esas actividades.

El  diputado  señor Chahin  (Presidente)  señaló  que  lo
que busca esta moción es algo que ya se había discutido y sancionado, incluso en
esta Comisión, que es poder ampliar a nivel de principio no sólo la probidad, sino
que ampliar la transparencia. Estimó que había que aprovechar el debate que se
ha dado sobre esta materia en el marco de la discusión del boletín Nº 8.805 -07,
pues aquí lo más importante es que sea en el ejercicio de la función, el titular que
ejerce la función, el que esté obligado, más que el titular del órgano. Desde ese
punto de vista, ni la indicación del diputado Gutiérrez, que sigue hablando en los
titulares  de  los  órganos,  ni  el  texto  de  la  moción  que  del  cual  era  uno  los
patrocinantes, era lo suficientemente amplia. 

Le parecía que disponer que el ejercicio de las funciones
públicas  obliga  a  su  titular,  es  decir,  al  titular  del  ejercicio,  el  que  ejerza  esa
función, sea el titular del órgano o no, porque si se estaba hablando del titular del
órgano de un servicio público, se tenía que hablar del jefe superior del servicio, el
único obligado sería el jefe superior del servicio, y si es que la función pública no
la  ejerce  el  jefe  superior  del  servicio,  entonces constitucionalmente  no estaría
obligado ni al principio de probidad ni al principio de transparencia desde el punto
de vista constitucional.

Por lo tanto, la propuesta que está en el boletín Nº 8.805-
07 lo que hace es poner el acento en el titular del ejercicio de la función, es decir,
en quién tiene la facultad legal de ejercer una función pública, y por ello estará
obligado a cumplir con los principios que están establecidos en el artículo 8º, que
son  el  de  probidad,  y  ahora  se  agrega  el  de  transparencia  y  acceso  a  la
información pública,  sobre el  que se discutió  en su  momento  si  es que el  de
transparencia incluía o no el de acceso a la información pública. 

Su parecer era que lo incluía,  pero parece ser que hay
cierto consenso en que sería bueno explicitar el tema del acceso a la información
pública,  y  sobre  ello  no  tenía  problemas,  el  que pueda quedar  en  probidad y
transparencia. Pero sí aparece que aportaba mucho el que se establezca a nivel
constitucional que el obligado, el sujeto obligado a observar estos principios, no
sólo sea el titular del órgano, sino que sea el titular del ejercicio de la función
pública. 

El  diputado  señor Squella expresó  que  quizá  la
respuesta está en el artículo 6º de la Constitución Política, en su inciso segundo,
cuando  dispone  que  ‘los  preceptos  de  esta  Constitución  obligan  tanto  a  los
titulares  o  integrantes  de  dichos  órganos,  como  a  toda  persona,  institución  o
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grupo’. Habría sido bueno tener a la vista eso cuando vino el profesor Núñez, pero
no sabía si quizás el profesor Pavez podía profundizar en ello.

Ahora cobraba sentido el que en la actual redacción del
artículo 8, si  bien no está contemplada la transparencia,  sí está la probidad, y
entonces  hable  de  los  titulares  y  nadie  cuestionaría  el  que  no  se  aplique  el
principio de probidad a quien está ejerciendo un cargo de manera subrogante, por
ejemplo.

Era  evidente  que  se  estaba  refiriendo  a  todos  los
funcionarios de los órganos, entonces quizás no convenía enredarse tanto con la
lógica de titulares o no, si es que la respuesta ya está en la misma Constitución.

El  diputado  señor  Gutiérrez planteó  una  observación,
reiterando  lo  que  se  había  dicho  con  respecto  a  la  labor  fiscalizadora  de  la
Contraloría, que esta recae sobre los actos de la administración, si entonces esto
se amplía, se saca la palabra titular de los órganos, igual quedaban afuera los
demás casos, pues la Contraloría General sólo se aboca a fiscalizar actos de la
administración del Estado.

Lo que le preocupaba un poco, es que la Comisión Mixta
discutió respecto a cómo se amplía el concepto de probidad y transparencia más
allá  de  lo  que  le  compete  fiscalizar  a  la  Contraloría,  que  son  los  actos  la
administración del Estado. Todavía no lograba unir bien lo que se discutió en esa
Comisión.

El diputado señor Soto recordó que en la Comisión Mixta
se debatieron dos posturas, la del Senado y la de la Cámara de Diputados, y en
esta materia se adoptó el texto que aprobó esta Comisión de Constitución en su
oportunidad. La propuesta final del Senado aceptó el criterio que se resolvió en
esta Comisión, estableciendo la definición del obligado a dar estricto cumplimiento
al principio de transparencia, como aquellos que ejerzan la función pública, en el
desempeño de las funciones públicas.

La  referencia  a  los  titulares  tiene  que  ver  con  que  se
establece  un  deber  y  una  obligación  y  tiene  que  haber  alguien  que  sea
responsable de ese deber y obligación, no podía haber una obligación genérica.
Como bien se decía, acá había una referencia a otra norma constitucional que
explicita a quien se le aplica esta responsabilidad, por consiguiente, destacó que
este es el criterio que tuvo esta misma Comisión hacía un año.

El diputado señor Andrade señaló que si el artículo 6º,
como se planteó, establece quiénes son los responsables, titulares, las personas
que  tienen  por  obligación  constitucional  que  cumplir  con  estos  principios  de
probidad y transparencia, si eso era así, la verdad es que el artículo 8º debiera
simplemente limitarse a establecer el principio del ejercicio de la función pública,
de cumplir  con los principios de probidad y transparencia,  y  no debiera haber
ninguna referencia a titulares. Eso sería lo coherente.

Ahora,  y  sin  perjuicio  del  inmenso  aporte  que  hizo  la
Comisión Mixta, estimó que quedaba mucho mejor planteada la indicación que en
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su momento refirió el profesor Núñez la vez pasada, al sugerir que el ejercicio de
la función pública obliga a dar cumplimiento al principio, etc., no habla de titulares.

El  diputado  señor  Chahin  (Presidente) hizo  presente
que  la  norma  del  inciso  segundo  del  artículo  6º  no  está  orientado  a  lo  que
señalaba el diputado Squella, sino que estaba orientado a los preceptos generales
de la Constitución, por ejemplo, a las garantías constitucionales

Entonces, no es que cuando alude al titular de un órgano,
que en realidad refiere a los de la  administración,  cuando alude,  por  ejemplo,
directamente a las obligaciones de los ministros de Estado, los Presidentes de la
República,  alude  a  cualquier  persona,  grupo  o  institución,  no  se  refiere  a  las
normas particulares, sino que en general a los preceptos que tiene la Constitución,
por ejemplo en el artículo 19.

El  sentido  que  tiene  el  inciso  segundo  artículo  6º  es
distinto  al  que se le  pretende dar  en esta discusión particular.  Lo que dice el
artículo 6° es que tienen que respetarla todos, no sólo los titulares de los órganos
del  Estado,  sino  que  todos,  todo  grupo,  institución  o  persona  está  obligada a
respetar la Constitución, eso es lo que dice el inciso segundo, que es la condición
obligatoria para todos, pero no es que en una norma particular en que se refiere a
determinados sujetos obligados, esos sujetos obligados se amplían a cualquier
persona o grupo. Ahí tenía una discrepancia en la interpretación que se hace del
alcance del inciso segundo del artículo 6º.

Sin  perjuicio  de  aquello,  estimó  que  lo  más  sano  era
justamente hablar de que el ejercicio de la función pública obliga a dar estricto
cumplimiento  al  principio  probidad,  transparencia,  y  acceso  a  la  información
pública en todas las actuaciones, pues esa es la norma más amplia. 

La Secretaría consultó  sobre  la  conveniencia  de
perseverar usando la palabra “estricto”, pues el legislador da órdenes imperativas,
pero esas palabras son innecesarias para estos efectos.

El  diputado  señor Chahin  (presidente) señaló  que
prefería perseverar en el uso de esa palabra, pues no quería que se interpretara el
día mañana que se estaba bajando el estándar que hoy día tiene el artículo 8° de
la Constitución, que habla de ‘estricto’.

Asimismo, estimó que el principio de transparencia incluye
el acceso a la información pública. Por ello, se podría incorporar una redacción
que dejara la cuestión solo hasta transparencia, para luego ver el tema de acceso
a la información pública como una acción particular, y regularlo particularmente en
el artículo 19 N°12. 

La  Secretaría hizo  presente  que  la  prevención  que  se
realizó en la sesión anterior, en cuanto al artículo 19 N°12, era que el acceso a la
información fuera ‘a secas’ en ese numeral 12, porque eso es lo que disponen los
pactos internacionales y las leyes de acceso a la información y medios prensa. 
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El  diputado señor  Chahin  (Presidente) sugirió  que  el
acceso a la información, pública o a secas, se discuta en el artículo 19 N°12.

El diputado señor Soto estuvo de acuerdo, pero podrían
hacerlo  ahora,  porque  ésta  es  la  dimensión,  el  lado  b)  de  lo  que  se  estaba
aprobando. Lo que se estaba aprobando en este momento era un complemento,
era la  contrapartida del  principio de transparencia,  el  que las personas tengan
derecho a acceder a la información pública. Así lo trataron en la Comisión Mixta,
los artículos 8 y 19, N°12, como parte de un mismo bloque, porque o si no, se
desconectaría un poco el debate. 

El diputado señor Chahin (Presidente) sugirió primero
aprobar esto y después abocarse al artículo 19 N°12, pues estaba de acuerdo con
que en el fondo, en ese numeral se tiene que regular el ejercicio del derecho. Acá
lo  que  se  estaba  estableciendo  era  la  obligación  de  cumplir  con  estos  dos
principios, probidad y transparencia.

Luego, el acceso a la información pública, más que una
obligación, es un derecho, y aquí se estaban estableciendo las obligaciones y los
principios  de  probidad  y  transparencia,  y  luego  eso  tiene  como  correlato  un
derecho para el  tercero, que es acceder a la información pública en virtud del
principio de transparencia. Por ello, eso tiene que estar regulado en el artículo 19
N°12.

El  diputado  señor  Gutiérrez señaló  que  cabía  tener
presente la discusión ocurrida en la Comisión Mixta con respecto a este articulado,
porque ya discutieron. Hacerlo aquí parece poco serio. El diputado Soto fue a la
Comisión Mixta, votó, alegó, discutió sobre esto mismo, y cambiar lo que allá se
resolvió, sería una falta de respeto.

Sometida  a  votación  la  indicación  del  diputado  señor
Chahin, se aprobó por 7 votos a favor y 3 abstenciones. Votaron por la afirmativa
la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don
Osvaldo; Chahin, don Fuad; Pérez, don Leopoldo; Rincón, don Ricardo; Soto, don
Leonardo y Squella, don Arturo. Se abstuvieron los diputados señores Ceroni, don
Guillermo; Coloma, don Juan Antonio y Gutiérrez, don Hugo.

Se  dio  por  rechazada  la  indicación  del  diputado  señor
Gutiérrez.

N°2

El diputado Andrade señaló que respaldaría la idea de
eliminar este numeral, basado en la observación del profesor Atria, en cuanto a
que no tenía mucho sentido que el parlamento, la Cámara de Diputados se auto
inhibiera en la posibilidad de revisar en su mérito cada caso en particular.

En consecuencia,  si  alguna persona tenía o incurría  en
esta  causal,  el  parlamento  tendría  la  suficiente  sensatez  para  determinar  si
correspondía hacer uso de esta posibilidad. Tenía sentido el que no se autolimiten
la posibilidad de evaluar y en su mérito resolver cada caso en particular. No sabía
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si  interpretó,  a  lo  mejor,  los  fundamentos  del  diputado  Gutiérrez,  que
filosóficamente son más contundente que los suyos.

El diputado señor Gutiérrez recordó que el profesor Atria
señaló que se estaban ellos mismos restringiendo facultades que se les da por la
Constitución, porque una persona que haya sido eventualmente condenada con
antelación,  se  está  hablando  de  una  persona  que  obtiene  la  gracia  de
nacionalización por ley, y aquí ellos mismos están restringiéndose un derecho que
da la Constitución de poder considerar todos los antecedentes de esa persona,
porque es una persona que es un extranjero y puede haber sido condenado en su
país,  por  algo  que los  chilenos  consideren que  no es  grave,  quizás  un  delito
político en alguna parte.  Cabía imaginarse una cosa exagerada,  un señor que
haya sido juzgado en la Alemania nazi y le dictó una sentencia un tribunal nazi,
llega acá y estuvo refugiado, hizo méritos en nuestro país y le queremos dar la
nacionalidad por gracia y se encuentra que antes fue condenado por un tribunal,
pero  aún  con  eso  nosotros  lo  valoramos  y  por  eso  queremos  darle  nuestra
nacionalidad.

No cabía confundirse. Acá habrá una ley, se tramitará una
ley, y en esa ley se van a encontrar con los antecedentes de esta persona, y
puede que se encuentren con una sentencia. Ahora, una persona que ha sido
condenada afuera,  puso  como ejemplo  la  Alemania  nazi,  alguien  acá puso el
ejemplo de Venezuela, no sabía si habrá un punto de unión entre ambas, pero
tenía  la  impresión  que  no,  pero  bueno,  la  cuestión  es  que  esa  sentencia  no
debería ser un impedimento para otorgar la nacionalidad por gracia a través de
una ley de la República, si del caso surge que hay mérito para ello.

El diputado señor Rincón suscribió lo que señalaron los
colegas que le habían precedido, pero además de ello, porque encontraba mala la
propuesta. La propuesta no establece un ámbito de tipicidad nacional y extranjero,
que sería lo mínimo.

Una conducta ilícita aquí y no ilícita afuera o viceversa, ya
da para un análisis jurídico a lo menos controversial. Entonces, lo único que hace
esta norma, que no creía que estuviera bien redactada por  lo  que señaló,  no
establece una tipicidad en Chile y en el extranjero, no la establece, y eso tiene que
ser claro, preciso.

Además, esta lo que plantearon sus colegas, esto no hace
sino restringir algo que por lo demás está en la esencia del derecho, el que las
cosas se deshacen de la misma manera como se hacen, y el parlamento tiene
historia en ello, el caso de John O’Reilly, a quien se le otorgó nacionalidad por
gracia y este parlamento, por moción parlamentaria, le quitó esa nacionalidad por
gracia.

Entonces, cuál era el sentido de restringir algo que, en los
hechos,  además tiene una historia  de  haber  funcionado.  No faltará  aquel  que
pretenda  achacarle  responsabilidad  al  parlamento  por  otorgar  la  nacionalidad
respecto de alguien cuyos antecedentes no se conocían, pero a lo imposible nadie
está obligado, nadie, ni menos los legisladores. Por lo tanto, cuando se otorga la
nacionalidad se otorga sobre los antecedentes que se conocen, no sobre los que
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se desconocen, y si a posteriori hay antecedentes no conocidos, ya sea porque
ocurrieron  antes,  o  porque  derechamente  son  nuevos  antecedentes,
evidentemente el parlamento va a mantener la facultad.

El  diputado  señor  Ceroni señaló  que  era  mucho más
lógico, tal como se ha expresado acá, dejar como está el número cuatro en la
Constitución actual, porque esto como que se contradice con la esencia de lo que
se entiende el obtener u otorgar la especial gracia de la nacionalidad por ley. En el
fondo,  la  nacionalización  por  ley  significa  que  se  examina  a  qué  persona,  se
supone  que  una  persona  que  tiene  mérito  suficiente  de  servicios  al  país,
destacados,  en  distintos  ámbitos,  del  arte,  la  cultura,  etc.,  y  sería  muy
contradictorio que se le esté otorgando a una persona esa nacionalización por
gracia, en circunstancias que no se haya analizado suficientemente el por qué se
le da.

La Secretaría señaló que desde 1990 se estableció que
cada vez que se tramitara una nacionalidad por gracia, la Comisión de Derechos
Humanos seguiría una especie de pauta o criterios para el  otorgamiento de la
nacionalidad. Así, el quinto criterio adoptado fue que al ingresar un proyecto de
esta naturaleza, la Secretaría de la Comisión debía oficiar al  Departamento de
Extranjería  del  Ministerio  del  Interior  para  consultar  todos  los  antecedentes
referidos a la persona beneficiada y su permanencia en nuestro país. Por lo tanto,
en  la  práctica,  sería  muy  difícil  que  se  diera  el  caso  que  le  otorgaran  una
nacionalidad por gracia a alguien que tiene antecedentes penales previos, y sin
que la Cámara de Diputados lo sepa.

El  diputado  señor  Squella estimó  que  en  cuanto  al
requisito  adicional  para  otorgar  la  nacionalidad  por  gracia,  estaban  todos  de
acuerdo.  Se  convenció  cuando  vino  el   profesor  Atria,  y  lo  reafirma  por  las
intervenciones previas.

Otra cosa es en el  fondo, si  es que se cree que por el
hecho de haber tenido una condena que merezca pena aflictiva,  ello  va de la
mano con la pérdida de la nacionalidad. Ese es otro debate.

Sometido a votación el numeral, se rechazó por 7 votos en
contra.  Votaron  por  la  negativa  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Pérez,
don Leopoldo; Rincón, don Ricardo y Squella, don Arturo.

N°3

El  diputado  señor  Andrade,  don  Osvaldo,  formuló
indicación para reemplazar el literal a), por el siguiente:

“a) Agrégase el siguiente numeral cinco, nuevo:

“5º.- Por sentencia ejecutoriada que condene a quien haya
recibido  la  nacionalización  por  gracia  por  un  delito  que  merezca  pena  de
crimen.”.”. 
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El  diputado  señor Ceroni entendía  que  la  propuesta
persigue que aquí no sea necesaria una ley, sino que automáticamente el hecho
de ser condenado por un delito motivaría, o sea, sería el mismo juez quien tendría
dentro de la sentencia que declarar la pérdida de la nacionalidad por gracia como
pena accesoria. Así lo interpretaba.

El  diputado  señor  Rincón estimó  que  esto  debía  ser
materia de debate parlamentario. Volviendo al ejemplo del sacerdote O'Reilly, mal
llamado sacerdote, hubo sectores que no estaban de acuerdo, el propio Ejecutivo,
con  todo  respeto,  no  promovió  ninguna  iniciativa  para  revocar  la  nacionalidad
otorgada por gracia. Qué demuestra eso, sino una distinta apreciación respecto de
un mismo hecho.

Se señala que una sentencia penal, pero depende, porque
qué merece pena aflictiva, se podía caer también en esa discusión, porque eso
también puede ser modificado y es objetivo. 

Por  todo  ello,  sostuvo  que  la  facultad  que  otorga  la
Constitución,  aunque  tenga  que  defender  la  Constitución,  es  que  por  ley  se
revoque  la  nacionalización  concedida  por  gracia.  Ello  es  respuesta  del  pleno
mandato  soberano,  y  si  la  pena  aflictiva  que  genera  la  conmoción,  para  un
reproche de nacionalidad, que va más allá del reproche penal, el reproche penal lo
hace la sentencia firme y ejecutoriada, este sería un reproche de nacionalidad,
mayor al reproche simplemente penal, eso es un debate propio del parlamento.

Esta unión casi de dos más dos no le parecía, y claro, el
que esté escuchando dirá ‘pero como por pena aflictiva’ y la gente creerá que se
refiere a todo, no sabía, asesinato, homicidio, violaciones, secuestro de menores,
de niños, no se ocupa la expresión menores, niño, niña o adolescentes. No, no era
así.

Insistió  en  que  el  texto  propuesto  vuelve  a  restringir  la
facultad del  parlamento,  restringe el  debate en el  ámbito  del  depositario  de la
soberanía  popular  al  establecer  el  reproche  de  carácter  constitucional  y  de
nacionalidad como idéntico al reproche de carácter penal y no son similares. El
reproche penal no tienen nada que ver con el reproche de carácter constitucional o
de nacionalidad, y por eso dio el  ejemplo que dio,  donde hubo sectores de la
sociedad  que  no  estaban  de  acuerdo  con  revocar  la  nacionalidad  y  el  propio
ejecutivo no promovió un proyecto en esa en ese sentido.

Esto lo dijo para no estigmatizar a un sector político de la
sociedad chilena frente al tema del mal llamado sacerdote John O’Reilly, porque el
propio  Ejecutivo  no  promovió  ello.  Los  diputados  estaban  en  su  derecho  de
aprobar esto, pero él no lo compartía.

El diputado señor Gutiérrez señaló que este sacerdote
O’Reilly les traía a la memoria un delito que toda la sociedad chilena reprocha,
pero  yo  se  imaginaba  que  si  este  mismo  sacerdote  O’Reilly,  que  tenía
nacionalidad por gracia, hubiese sido aquél que trajo una serie de camiones que
pasaron por el paso Los Libertadores sin pagar los impuestos correspondientes,
porque había una catástrofe, un terremoto, y había que ayudar a la gente, y claro,
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posteriormente hubiese sido condenado a 3 años y un día porque pasó sin pagar
los impuestos, se diría que sería loco perder la nacionalidad si lo que quería era
hacer un aporte.

O  podía  traer  a  colación  a  alguien  que  atropelló  una
persona,  y  la  mató,  y  tenía  nacionalidad por  gracia.  Eso es un cuasidelito  de
homicidio, entonces, qué correspondería ahí de acuerdo a esto, porque esto viene
aparejado con una sanción, con una especie de sanción accesoria y había que
establecerla así también en el Código Penal por lo errática que está.

Estimó que donde dice que la nacionalidad se pierde por
ley que revoque la nacionalización concedida por gracia, ahí estaba la solución y
ya estaba la norma, y como lo han creado por ley, podrán quitarlo por ley. Eso es
lo que han hecho, pero no a toda persona que se le ha dado a una nacionalidad.
Se pudo haber cometido un delito tributario por ejemplo, un delito aduanero, quien
sabe,  entonces  el  tema  se  justificará,  el  quitarle  la  nacionalidad  por  gracia  a
alguien  que  ha  hecho  mucho  mérito  por  nuestro  país  y  que  a  veces  puede
atropellar  a alguien,  y había que hacer  el  estudio un poquito  más prolijo,  y  lo
harían justamente los mismos que decidieron darle la nacionalidad, ahora, para
quitársela,  aplicando  ese  principio,  ese  dogma  antiguo,  en  que  las  cosas  se
deshacen de la misma forma que se hacen. 

El  diputado  señor  Squella señaló  que  el  debate  está
dado si es que quieren establecer un estándar especial, una mayor exigencia a
quienes tienen o adquieren la nacionalidad por una vía distinta al  resto de los
numerales que están en el artículo 10, que son las vías naturales establecida en la
Constitución, y eso es súper discutible, o sea, si efectivamente creían que estas
personas  que  adquirieron  de  una  manera  distinta  la  nacionalidad,  deben
responderle a esa sociedad que los acoge de una manera especial, teniendo un
comportamiento de un mayor estándar exigido que al resto, o no.

Esa es la discusión. Para ser súper franco, cuando se hizo
el  proyecto  de  ley  habían  algunas  ideas  que  unos  las  promovían  más,  otras
menos, pero al final del día se decidió compartirlas con el resto de la Comisión,
para que acá se diera el debate, para ver bien cuales ideas, en definitiva, lograban
el consenso de la mayoría y cuáles no. Ese fue el espíritu, y por eso no cabía
sorprenderse si es que algunos de quienes firmaron el proyecto, en algunos de los
números, estén más entusiasmados que en otros.

Sólo  quería  transmitir  el  que  le  generaba  más  ruido  el
hecho de la, entre comillas, discriminación o más bien, la situación del ciudadano
o connacional de segunda categoría que se genera, dos categorías de ciudadanos
que sería arbitraria.  Estimó que no era arbitraria,  porque en estricto rigor,  uno
podría  sostener  que  se  le  puede  exigir  más,  dado  que  no  cumplía  con  los
requisitos para tener la nacionalidad, que al resto de los ciudadanos, y la adquiere
por una situación o una consideración especial a través de una ley.

Más allá de lo que se pueda decir de ejercicios concretos
que uno pueda elaborar, en donde para el sentido común incluso aparece como
extraña esta proposición, el hecho en abstracto de que se puedan generar dos
categorías de chilenos, es quizá razón suficiente para abstenerse en esto.
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El diputado señor Andrade expresó que esto tiene que
ver con lo que se ha hecho, porque aquí había una decisión, había una voluntad
política de la soberanía chilena para un extranjero decirle ‘mire, usted ha hecho
méritos para esto y ese mérito lo evaluamos nosotros y esa correspondencia tiene
que ver  con una conducta y  en  consecuencia,  que no merece aquello  por  su
conducta’.  Uno  podría  pensar  que  el  mismo  que  se  la  concedió  se  la  puede
revocar, esa es una alternativa.

Lo que estaban planteando aquí,  efectivamente,  es que
sea la propia Constitución la que establezca si hay una pena, quizás la aflictiva es
insuficiente, quizás convendría que fuera pena de crimen, 5 años y un día, y así
evitamos a ese caballero de los camiones, ese travieso, delincuente, este gallo
que le gustan las travesuras, que merezcan 3 años y un día no son muchas, pero
bueno, finalmente puede ser una especial consideración, conmiseración más bien,
respecto de estos traviesos.

Esa podría ser una alternativa. Reconociendo que habría
una dejación de las atribuciones, por decirlo de alguna manera, voluntaria, desde
la soberanía de la comisión parlamentaria, le gustaba la disposición, sugiriendo
que fuera pena de crimen.

El diputado señor Rincón manifestó que esto refrenda la
importancia del debate parlamentario,  y también aclara un poco más el colega
Squella cuando señala que en la elaboración y desarrollo de esta iniciativa hubo
distintas posturas y distintos afectos respecto a las distintas propuestas, porque se
tiene una variopinta proposición de modificación en distintos ámbitos. Pena de
muerte no tiene nada que ver con nacionalidad, etc.

Dicho ello, reivindicó que sea el parlamento el que estudie,
y tomándose de algo que planteó el colega Gutiérrez, pero que no desarrolló, a su
juicio en una parte, en otra parte si y coincidían plenamente, él habló y tiene toda
la razón en que esto prácticamente viene a ser una pena accesoria, y por lo tanto,
como esto implica o implicaría una consecuencia sin mayor análisis, y dos más
dos en función de una sentencia judicial, porque no es posible que exista pena
aflictiva si no hay una sentencia judicial, se tenía que poner en el hipotético caso
de que esa sentencia judicial abarque a más de un ciudadano.

Ello, porque se deben tener normas constitucionales que
tengan un mínimo de razonabilidad y justicia, una mínima lógica jurídica, y qué
pasaba  si  lo  investigado  implica  y  abarca  dos  o  tres  personas,  se  tiene  una
sentencia y eso en el ámbito penal ocurre permanentemente, y siguiendo en el
razonamiento, dos son chilenos y uno es extranjero, y los dos chilenos son autores
y el extranjero es cómplice o encubridor, y a los dos chilenos les toca una pena
mayor por su carácter de autores y no le demanda, no le impone al tribunal mayor
pena accesoria gravosa, cómo podría ser que le impusiere la imposibilidad del
ejercicio a cargo público sólo por cinco años y un día, pero en la misma sanción el
extranjero  que  no  fue  autor,  incluso  podría  no  haber  sido  cómplice  y  sólo
encubridor,  termina con una  pena indefinida  perpetua permanente  de carácter
accesorio, porque se le quita la nacionalidad por gracia, sin análisis del parlamento
que se la otorgó y con una diferencia de justicia y de razonabilidad totalmente
absurda e inconsistente.
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No era el  autor,  no era el  cómplice,  era un encubridor,
tiene  una  pena  que  el  tribunal  determina  luego  de  una  investigación  como
corresponde, no se le aplica accesoria alguna a los otros, se le aplica la accesoria
respectiva  no  permanente,  y  él  termina  sin  poder  decir  nada,  sin  poder
defenderse, sin debido proceso, sin derecho ‘a pataleo’, automáticamente con una
pena  perpetua,  una  accesoria  perpetua  de  pérdida  de  la  nacionalidad,  y  los
autores, bien gracias. 

Esta era otra razón por la cual rechazaría esta propuesta.

El  diputado  señor  Gutiérrez señaló  que  lo  que  tenía
entendido  es  que  lo  que  hace  una  sentencia  es  sancionar  una  conducta,  un
comportamiento determinado,  que convencionalmente se ha considerado como
infraccional, que rompe las convenciones que nosotros consideramos que el que
las  rompe  merece  una  pena  una  sanción  penal.  Así,  la  sentencia  juzga  una
conducta, no juzga a un ser humano, a una persona, a un hombre o a una mujer.

Pero cuando se tramita una ley, lo que se está viendo es
una globalidad, es el  comportamiento de un ser humano a lo largo, incluso, a
veces de toda una vida, y se le da esta nacionalidad por gracia justamente por la
contribución que ha hecho a nuestro país. 

Entonces, la sentencia tiene un objetivo puntual, reprochar
un comportamiento, no reprocharle toda su vida, pero con esta propuesta lo que
se  está  haciendo  es  que  a  su  vez,  se  le  quita  la  nacionalidad,  un  reproche
generalizado a todo. Cuando se tramita la ley, y se da la nacionalidad, igual hay un
criterio, hay una evaluación política y justamente estas son cámaras políticas.

Eventualmente,  el  día  de  mañana  esta  persona  que
consideramos que claro, que O`Reilly haya cometido estos abusos sexuales es
distinto a si O`Reilly haya hecho otra cosita, otra cosa, quizás un delito tributario…,
quizás nadie le habría dicho nada, pero igual estaba la pertinencia, esto tiene que
verse por los mismos que la dieron, porque tiene que averiguar cuál es el criterio
político de por medio y no dejarlo entregado a un juez que quite la nacionalidad
por  el  hecho  de  haber  dictado  sentencia  respecto  a  un  comportamiento
determinado de una persona.

Los  seres  humanos  pasan  por  muchas  decisiones,  y  a
veces nos equivocamos, algunas se equivocan radicalmente, cometen delitos, y
se les reprocha esa conducta, pero no le vamos a reprochar si fue buen padre,
buen hermano, buen amigo, hizo donativos en cuanta fundación hubo, y eso uno
puede valorarlo y puede que no sólo sigamos, también, nosotros valorando ese
comportamiento,  no  obstante  el  comportamiento  puntual  que  tuvo  y  que  fue
sancionado penalmente.

Siguiendo  lo  que  dice  el  diputado  Squella,  lo  que  está
diciendo es que aquí nosotros le dimos la nacionalidad a alguien, a un extranjero,
y el estándar que tiene que someterse es el mismo standard, igual al de cualquier
chileno y  chilena,  no  tiene porqué exigírsele  un  comportamiento  de héroe,  un
comportamiento especial, el estándar para él es el de todos por igual. No porque
le hayamos dado la nacionalidad, ahora él tiene que cumplir un nuevo estándar
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distinto a lo que cumplimos nosotros. El estándar de él y de un chileno es igual y
tienen que cumplir las normas igual que todos y las cumple, y si no las cumple se
le sanciona y se acabó el problema.

Si  decidimos  quitarle  la  nacionalidad  a  O’Reilly,  fue
porque, al final del día, se vio un cuestionamiento, aparte del cuestionamiento que
le había hecho el tribunal, un cuestionamiento también político con respecto a la
conducta de este sacerdote. Se debía ser honestos con respecto al tema, y aquí
igual se estaban excediendo y dejando vulnerado el derecho de una persona, que
no tendría por qué perder la nacionalidad  que ya se le dio.

El diputado señor Chahin (Presidente) señaló que no
estaba de acuerdo con la propuesta, pero a partir de un razonamiento distinto,
porque si se incorpora en la Constitución que el estándar para la pérdida de la
nacionalidad por gracia es la condena, con una pena que sea una pena de crimen,
la discusión el día mañana será si es que alguien que no es condenado con una
pena de crimen, y que ha tenido una conducta que de alguna manera amerite que
se le quite la nacionalidad por gracia, si es que el legislador podrá, a través de una
ley, revocar esa nacionalidad por gracia. Lo más probable es que se puede llegar
a una interpretación en que la Constitución, el estándar que pone, es el de la pena
el crimen, y por lo tanto, que esa ley sea contraria a la Constitución, y que por eso
resulte inconstitucional.

Por eso estimó que si esta es una facultad que la propia
Constitución  se  la  da  al  legislador  para  su  otorgamiento,  en  virtud  de  una
evaluación de mérito, si es que cambian esas condiciones es el propio legislador
el que tiene que tener la más amplia facultad para poder revertir esa decisión, a
partir de una evaluación de mérito mucho más libre. El incorporar el estándar de la
pena en la Constitución lo que puede hacer es generar más problemas que los
que se pretende resolver, porque a su vez, para otorgar la nacionalidad por gracia
se exige como requisito el que no haya sido condenado, o sea, una persona que
estaba condenada por  pena de crimen,  incluso perfectamente puede recibir  la
nacionalidad por gracia, no hay impedimento para hacerlo.

Entonces, si en el otorgamiento de ese reconocimiento se
le  da,  o  la  Constitución  le  permite  al  legislador  una  ponderación  mucho  más
flexible, por qué no dejarle esa misma facultad, con esa misma posibilidad, para
poder  quitar  la  nacionalidad por  gracia.  Incorporar  este  umbral,  de  esta  pena,
podría traer mucho más problemas para que el legislador el día de mañana, en
función de una evaluación de méritos, tome la decisión de deshacer el camino
recorrido, cuando en su momento se otorgó la nacionalidad a un extranjero.

Sometida  a  votación  la  indicación  del  diputado  señor
Andrade se rechazó por 3 votos a favor, 4 en contra y una abstención. Votaron por
la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Pérez, don Leopoldo y
Squella, don Arturo. Votaron en contra los diputados señores Chahin, don Fuad;
Coloma,  don  Juan  Antonio;  Gutiérrez,  don  Hugo  y  Rincón,  don  Ricardo.  Se
abstuvo el diputado señor Ceroni.

Sometido a votación el numeral se rechazó por 8 votos en
contra.  Votaron  por  la  negativa  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
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Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez,
don Hugo; Pérez, don Leopoldo; Rincón, don Ricardo y Squella, don Arturo.

N°4 (ha pasado a ser Nº2)

El  diputado Chahin  (Presidente) señaló  que  hay  que
eliminar  el  párrafo tercero del número 1 del  artículo 19  porque ya los tratados
internacionales señalan que donde se elimina la pena de muerte, no se puede
reponer.

La  Secretaria observó  que  a  propósito  de  esto,  la
Constitución habla dos veces de la pena de muerte. Una, en esta ocasión, a la que
están expresamente refiriéndose, y la otra es el inciso final del artículo 9º, que se
refiere  a  los  delitos  terroristas  y  la  procedencia  indulto  particular  “salvo  para
conmutar la pena de muerte por la de presidio perpetuo”. Así, de acogerse este
numeral, habría que hacer un calce en la redacción de ambos artículos.

El diputado Chahin (Presidente) expresó que acá no se
está  suprimiendo  la  pena  de  muerte,  porque  ya  se  suprimió.  Lo  que  estaban
haciendo  acá  es  que  dice  la  Constitución  que  puede  establecerse  por  ley  de
quórum calificado, y lo que señalan los tratados internacionales es que no puede
restablecerse. Eso es lo que se estaba suprimiendo, sólo se estaba de alguna
manera dándole coherencia a nuestra  Constitución con los tratados que están
suscritos y ratificados por Chile, tratados que se incorporan a la legislación interna
a partir del artículo 5º.

Sometido a votación el numeral, se aprobó por 7 votos a
favor.  Votaron  por  la  afirmativa  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Gutiérrez,  don  Hugo;  Pérez,  don
Leopoldo; Rincón, don Ricardo y Squella, don Arturo.

N°5 (ha pasado a ser Nº 3)

El diputado señor Chahin (Presidente) expresó que no
sabía si la letra ñ) que reproduce el concepto que está en el artículo 19 número 3
original, era lo más apropiado, porque habla de que la ley debe ser promulgada
con anterioridad al hecho, cuando es desde la publicación que la ley se presume
conocida por todos, y acá se estaba cambiando.

El diputado señor Squella señaló que era bien delicado
este tema, por lo que convendría darle un tratamiento más sistemático y por eso el
esfuerzo de llevarlo a esta enumeración.

El  diputado señor  Soto  formuló  indicación  para  agregar
una letra p) nueva al nuevo número 3° del artículo 19 de la Constitución Política de
la República, propuesto en este numeral 5, en el siguiente sentido:

"p)  Toda  aplicación  y  ejecución  de  una  sanción  penal
privativa de libertad deberá ser proporcional al mal causado y deberá tener por
finalidad  la  resocialización  y  reeducación  del  condenado,  promoviendo  su
reinserción social al momento de concluir el cumplimiento de su condena."
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El  asesor  de  la  Biblioteca  del  Congreso  nacional,
señor Juan Pablo Cavada, respondió las consultas que le fueren planteadas por
los integrantes de la Comisión en sesión anterior, en cuanto a la conveniencia de
contemplar expresamente el principio de debido proceso en materia administrativa
y sobre la conveniencia de que la norma fuera extensa.

Sobre el primer punto6, refirió que la doctrina se encuentra
dividida.  La  discusión  versa  sobre  si  es  o  no  aplicable  la  garantía  del  debido
proceso al derecho administrativo en base a la legislación vigente, distinguiendo
en cuanto a la funcionalidad de la administración y en cuanto a la aplicación o no
de la sanción. 

Respecto  al  segundo  punto7,  mencionó  que  algunos
autores  sostienen  que  la  apertura  de  la  garantía  al  derecho  administrativo
sancionatorio, requiere una adaptación de las garantías procesales a la naturaleza
de  los  procedimientos  específicos,  por  lo  que  debe  haber  un  mandato
constitucional detallado con un deber de interpretación amplia y supletoria de los
procedimientos ordinarios. 

Por  su  parte,  la  doctrina  del  profesor  Nogueira,  que se
fundamenta  en  la  Convención  Americana  de  Derechos  Humanos,  cita  como
contenido mínimo de la garantía lo dispuesto en los artículos 8 y 25 de dicho
cuerpo  normativo,  el  primero  de  ellos  se  refiere  a  las  señala  las  garantías
judiciales y el segundo a los recursos y detalles del derecho a defensa. Observó
que  el  texto  sugerido  en  la  moción  contempla  las  exigencias  doctrinales,
señaladas como mínimas y, en ese sentido, no tendría nada de reprochable.

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) compartió  la
complejidad de ampliar explícitamente el  alcance del  debido proceso al ámbito
administrativo,  en  materia  de  juez  predeterminado,  asistencia  jurídica  gratuita,
entre otros derechos propios del proceso judicial.

El señor Cavada, sobre el punto, aclaró que el principio
del debido proceso en materia de administración pública no se restringe sólo a lo
contencioso administrativo, sino a todo el quehacer de la Administración, postura
sostenida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Sin embargo, la aplicación del principio de debido proceso
expresamente en materia administrativa se debe complementar con el derecho a
la debida defensa. 

El diputado señor Chahin (Presidente), expresó que la
jurisprudencia  es  uniforme  respecto  a  la  aplicación  de  la  garantía  del  debido
proceso en los procedimientos administrativos sancionatorios, pero desconoce si
se encuentra conteste respecto a su aplicación general.

El  abogado  asesor  de  la  Biblioteca  del  Congreso
Nacional,  señor Pedro Harris, señaló, respecto de si  existe unanimidad en la

6 https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=117385&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION 
7 https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=117426&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION  
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doctrina y la jurisprudencia nacional para extender la garantía del debido proceso
a los procesos administrativos, que la doctrina no se encuentra conteste respecto
a su dimensión. Entre las razones principales destacó la falta de independencia,
de  imparcialidad  y  la  desigualdad  que  existe  entre  la  Administración  y  los
administrados,  lo  que  dificulta  extrapolar  la  idea  del  debido  proceso  al
procedimiento administrativo. Entre los autores favorables a una idea de un debido
proceso,  la  discusión  no  se  centra  en  cuanto  a  derechos  específicos  sino  en
relación a la aplicación del conjunto de las garantías establecidas por la ley 19.880
sobre Bases de los Procedimientos que rigen los actos de la Administración del
Estado.

Un sector de la doctrina le otorga una prevalencia a dicha
legislación  y,  por  consiguiente,  interpreta  que  esas  garantías  tienen  que  ser
aplicadas a todos los procedimientos, aunque tengan una regulación especial. Por
el  contrario,  otro  sector  de la  doctrina,  le  otorga una prevalencia a la idea de
supletoriedad,  que  también  consagra  la  ley  mencionada,  concluyendo  que
únicamente  rige  para  aquellos  procedimientos  que  carecen  de  una  regulación
especial.

La posición de la jurisprudencia administrativa ha sido esta
última,  es  decir,  la  Contraloría  General  de  la  República  ha  señalado  que  las
garantías de la ley citada no se extrapolan a todos los procedimientos sin más,
sino  únicamente  en  cuanto  existe  conciliación  entre  el  procedimiento
administrativo general y el procedimiento administrativo especial.

Sin  perjuicio  de  ello,  la  jurisprudencia  del  Tribunal
Constitucional ha interpretado en términos bastantes amplios que la garantía del
debido proceso se aplica a los procedimientos administrativos y ha reconocido
ciertos  derechos  específicos,  sobre  todo  en  materia  sancionadora,  como  el
derecho a ser oído antes de la aplicación de actos desfavorables.

El  diputado  señor  Squella,  desde  punto  vista
jurisprudencial, observó que desde hace ya bastante tiempo se aplican las normas
del  debido  proceso  en  los  procedimientos  administrativos  y  lo  que  estaría
haciendo este proyecto es simplemente explicitarlo, aprovechando de ordenar el
numeral.

Además,  consultó  si  la  enumeración  propuesta  por  el
proyecto genera algún tipo de inconveniente, si podría erróneamente considerarse
de carácter taxativo.

El señor Harris, manifestó que si  bien su consagración
explícita tiene aspectos positivos podría resultar complejo enumerar un listado de
derechos, porque da lugar a interpretar que el debido proceso se agota en los
derechos establecidos ahí. 

La segunda complejidad se encuentra en las diferencias
entre el procedimiento judicial y el procedimiento administrativo. El procedimiento
administrativo  es  una  sucesión  de  actos  encaminados  a  formar  una  voluntad
administrativa,  de  carácter  contencioso  y  no  contencioso,  y  su  finalidad  es  la
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satisfacción de intereses generales. El procedimiento jurisdiccional, por su parte,
tiene por finalidad hacer justicia.

El diputado señor Chahin (Presidente) consideró que el
primer asunto a zanjar es si hay acuerdo para incorporar el tema administrativo
dentro de la garantía del debido proceso, porque si se opta por incorporarlo hay
que hacerse cargo de las observaciones planteadas, específicamente en relación
al derecho a un juez predeterminado, a defensa jurídica y asistencia letrada, entre
otros. 

El diputado señor Squella, teniendo en consideración lo
expuesto por los constitucionalistas señores Atria y Núñez en sesión anterior y en
su calidad de autor del proyecto en estudio, insistió en cuanto a los beneficios de
explicitar la garantía en todas sus dimensiones atendido el bien jurídico protegido,
sin perjuicio de resolver las implicancias prácticas de su consagración.

El  diputado  señor  Chahin  (Presidente),  sugirió  no
mencionar la dimensión administrativa de la garantía en el encabezado y regularlo
en un inciso o numeral aparte, a través de un mandato general que incorpore en
ese ámbito los principios de la garantía. 
 

El  asesor  de  la  Bancada  de  Renovación  Nacional,
señor  Pablo  Celedón,  explicó  una  nueva  propuesta  de  redacción  que,
manteniendo la norma original, incorpora un párrafo que se refiere especialmente
al ámbito administrativo, en el siguiente sentido: “Lo dispuesto en éste párrafo se
hará  extensible  a  todo  acto  o  resolución  que  entrañe  la  materialización  de  la
potestad  sancionatoria  del  Estado,  sea  este  carácter  judicial,  administrativo  o
parlamentario”. 

En atención a que la garantía del debido proceso no ha
tenido complicaciones a nivel  jurisprudencial  ni  doctrinario,  argumentó que una
modificación de la norma en el sentido que la moción propone podría implicar un
retroceso en la materia.

Sobre  la  dimensión  parlamentaria,  destacó  su
incorporación  por  la  figura  de  la  acusación  constitucional,  procedimiento  que
también debiese estar sujeto a esta garantía.

El diputado señor Chahin (Presidente), previno que se
trata de una garantía fundamental, por lo que hay que evitar que con el fin de
precisarla se termine acotándola.

Se  mostró  partidario  de  mantener  la  norma  original
agregándole ciertos elementos de consenso, como la referencia expresa a hacerlo
extensivo a los procedimientos parlamentarios y administrativos. 

La diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados
señores  Andrade,  don  Osvaldo;  Chahin,  don  Fuad;  Monckeberg,  don  Cristian;
Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo, formularon indicación para sustituir el
numeral por el siguiente
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“5.-  Sustitúyese  el  numeral  3)  del  artículo  19  por  el
siguiente:

“3º. La igual protección en el ejercicio de sus derechos y el
debido proceso. 

Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe
fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador
establecer  siempre  las  garantías  de  un  procedimiento  y  una  investigación
racionales y justos. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones
judiciales, administrativas o de cualquier otro carácter.

Toda persona imputada de delito tiene derecho a que se
presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su responsabilidad, a
ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o
tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad a la
perpetración  del  hecho  por  la  ley.  La  ley  no  podrá  presumir  de  derecho  la
responsabilidad penal. 

Durante el proceso penal, toda persona tiene derecho, al
menos y en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a) derecho del imputado de ser asistido gratuitamente por
el  traductor  o intérprete,  si  no comprende o no habla el  idioma del  juzgado o
tribunal;

b)  comunicación  previa  y  detallada  al  imputado  de  la
acusación formulada;

c)  concesión  al  imputado  del  tiempo  y  de  los  medios
adecuados para la preparación de su defensa;

d)  derecho  a  defensa  jurídica.  El  imputado  podrá
defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su confianza y de
comunicarse libre y privadamente con su defensor en la forma que la ley señale y
ninguna  autoridad  o  individuo  podrá  impedir,  restringir  o  perturbar  la  debida
intervención del letrado si hubiere sido requerida;

e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor
proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el
inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo
establecido por la ley;

f)  derecho  de  la  defensa  de  interrogar  a  los  testigos
presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos,
de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni
a declararse culpable, y
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h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior
en la forma establecida por la ley.

El proceso penal debe ser público. El imputado absuelto
por  una sentencia firme no podrá ser  sometido a nuevo juicio por los mismos
hechos.

Ningún delito se castigará con otra pena que la que señale
una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva
ley favorezca al afectado. 

Ninguna ley podrá establecer penas desproporcionadas y
sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella. 

La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y
defensa jurídica las víctimas que no puedan procurárselos por sí mismas.”.”.

El asesor de la Bancada del Partido Socialista, señor
Enrique Aldunate,  explicó que se engloba en dos grandes bloques. Un primer
grupo  de  normas,  de  carácter  genérico,  que  conserva  la  actual  redacción  del
artículo 19 numeral 3 de la Constitución Política, atendida su nutrida jurisprudencia
constitucional sobre el concepto de debido proceso, como se aprecia en buena
parte de las sentencias de la máxima magistratura en sede constitucional.

En cuanto al  segundo grupo de normas, señaló que se
consagran las garantías específicas del proceso penal, siguiendo el modelo de la
Convención Americana sobre Derecho Humanos, o Pacto de San José de Costa
Rica (PSJC) que sobre el particular se expresan, en un detallado catalogo mínimo
de garantías para asegurar el derecho de defensa. Al respecto, previno que en
atención a que no se ha zanjado definitivamente la discusión doctrinaria de si los
tratados  internacionales  se  entienden  incorporados  materialmente  a  la
Constitución, ve con buenos ojos su incorporación.

Por último, destacó la innovación contenida en el  último
inciso  de  la  indicación,  que  señala:  “La  ley  arbitrará  los  medios  para  otorgar
asesoramiento  y  defensa  jurídica  a  quienes  no  puedan  procurárselos  por  sí
mismos, sean víctimas o imputados.”

El diputado Monckeberg, don Cristián,  preguntó si del
tenor  del  encabezado  propuesto,  que  señala  “Durante  el  proceso  penal,  toda
persona tiene derecho, al menos y en plena igualdad, a las siguientes garantías
mínimas:”, no se estaría limitando la garantía al derecho penal. 

Sobre el inciso que señala “Ninguna ley podrá establecer
penas  desproporcionadas  y  sin  que  la  conducta  que  se  sanciona  esté
expresamente descrita en ella.”, consultó quien determinará la proporcionalidad de
la pena, ya que si se trata del Tribunal Constitucional todos los proyectos de ley
que aumenten penas deberán ser revisados por dicho organismo. 
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El señor Aldunate precisó que en la actualidad no admite
dudas que la garantía del debido proceso rige cualquier tipo de proceso, incluso
de naturaleza distinta a la penal.

En cuanto al encabezado, reconoció que la propuesta está
inspirada en la misma fórmula utilizada en la moción que, a su vez, hace una
similitud literal del encabezado utilizado en el Pacto de San José de Costa Rica.
Ahora,  se  podría  prescindir  de  ello  porque el  Código Procesal  Penal  hace un
reenvío  directo  a  los  pactos  internacionales  en  materia  de  derechos
fundamentales, que ha motivado a todo evento el recurso de nulidad en materia
procesal penal.

Sobre  la  prohibición  de  establecer  penas
desproporcionadas, argumentó que en este ámbito se innova pues, la pena ha de
ser  proporcional  a  la  gravedad  de  la  afección  producida.  A  efectos  de  la
ponderación  de la  gravedad entran  a  jugar  la  importancia  del  bien  jurídico,  la
intensidad de su afección —no es lo mismo si sólo hubo un riesgo o una lesión
efectiva—, así  como aspectos subjetivos referidos a la acción, esto es, dolo o
imprudencia,  así  como  los  referidos  al  sujeto  mismo.  En  esta  perspectiva  el
Tribunal  Constitucional  ha  reiterado  esta  jurisprudencia,  cita:  “Principio  de
proporcionalidad en materia de sanciones o penas. La relación de equilibrio entre
el castigo impuesto y la conducta imputada, que desde el campo penal se extiende
como  garantía  a  todo  el  orden  punitivo  estatal,  viene  a  materializar  aquella
garantía que encauza la protección de los derechos en un procedimiento justo y
racional. (STC 2658 c. 7) (En el mismo sentido, STC 1518 c. 28). 

Es decir,  el  Tribunal  Constitucional  ha razonado que en
base  al  concepto  de  debido  proceso  vigente  se  desprende  un  concepto  de
proporcionalidad. Aclaró que la innovación no implica que cualquier legislación que
modifique una pena deba quedar sujeta a control preventivo por el citado órgano,
sino sólo las leyes de quórum. En la única hipótesis que podría haber control es en
el caso del control concreto, es decir, el recurso inaplicabilidad.

Ilustró que, tratándose de las leyes Emilia y sobre control
de  armas,  el  Tribunal  Constitucional  ha  resuelto  efectuar  un  juicio  de
proporcionalidad en atención a que el legislador ha fijado un quantum objetivo.
Respecto a la decisión del legislador de prohibir el acceso a las penas sustitutivas,
el Tribunal se ha pronunciado, por mayoría de votos, en orden a que las leyes no
pueden establecer una restricción absoluta en ese sentido, pero respecto a otras
decisiones,  sistemas  especiales  de  determinación  de  la  pena,  no  ha  obtenido
mayoría.  En resumen, no ha tenido un pronunciamiento drástico sino bastante
ponderado.

Distinto es lo que acá se propone, en orden a que debe
existir un equilibrio entre el bien jurídico protegido y lo que el legislador pretende
castigar, la prohibición de excesos.

El  asesor  de  la  Bancada  de  Renovación  Nacional,
señor Pablo Celedón, concordó con los planteamientos del señor Aldunate, con
la única precisión de que la forma vigente para conocer de este tipo de normas es
a través del recurso inaplicabilidad, que además ha sufrido un aumento sustantivo,
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porque los litigantes lo ven como una herramienta dentro del marco de la litigación
judicial.

Además,  respecto  de  los  pronunciamientos  del  Tribunal
Constitucional sobre el principio de proporcionalidad, acotó que fundamentalmente
se circunscriben a la vulneración de la garantía de igualdad ante la ley, es decir, la
inconstitucionalidad se produce porque quienes son condenados por ley Emilia no
pueden  acceder  a  ciertos  beneficios  a  los  que  sí  pueden  acceder  los  demás
imputados, por delitos incluso más graves. 

El  Abogado  de  la  Comisión,  señor  Cristian  Ortiz
Moreno, en atención a que todos los literales refieren a derechos del imputado
aunque el encabezado utilice la expresión “toda persona”, salvo el literal h), que
dispone: “h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior en la forma
establecida por la ley.”, sumado al sistema de recursos imperante en el Código
Procesal Penal,  que avanzó en el  recurso de nulidad por sobre la apelación y
limitó su uso, respecto de los sujetos y las causales, previno que la redacción
sugerida podría dar a entender que se habilita a todos los intervinientes a recurrir
del fallo. Actualmente, para sortear esa limitación, se utiliza el recurso de queja
como herramienta para llegar a la Corte Suprema. Sugirió utilizar esta oportunidad
para aclarar el espíritu del legislador sobre el punto. 

El señor Aldunate reconoció que en una etapa temprana
del  debate  sobre  el  nuevo  sistema procesal  penal,  se  discutió  si  el  Ministerio
Público podía invocar  la  infracción o vulneración de garantías como causal  de
nulidad,  hasta que la Corte Suprema fue admitiendo su plausibilidad.  Aun así,
evidencia un problema en nuestro actual sistema de recursos, bajo el modelo de
nulidad,  que  ha  transformado  el  proceso  penal  en  una  discusión  sobre  la
estructura de una sentencia, en circunstancia que están en juego otras cuestiones
de mayor relevancia. Planteó inquietudes respecto a cuántos recursos de nulidad
prosperan y cuáles son los motivos que tienen las cortes para desecharlos, lo que
da cuenta de que las personas están siendo condenadas en una única instancia.

El  diputado  señor  Monckeberg solicita  votación
separada del penúltimo inciso en discusión.

El  diputado  señor  Chahin  (presidente) estimó  que
debiera modificarse el último inciso en el siguiente sentido: “La ley arbitrará los
medios  para  otorgar  asesoramiento  y  defensa  jurídica  a  las  víctimas  que  no
puedan procurárselos por sí mismas.”.

Sometida  a  votación  la  indicación,  salvo  el  penúltimo
inciso  respecto  del  cual  se  ha  solicitado  votación  separada,  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes. Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristian; Squella, don Arturo y Trisotti, don
Renzo.

Sometido a votación el penúltimo inciso de la indicación
antes transcrita, se aprobó por 5 votos a favor y una abstención. Votaron a favor la
diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don
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Osvaldo; Chahin, don Fuad; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Se abstuvo
el diputado señor Monckeberg, don Cristián.

El diputado señor Soto, don Leonardo, formuló indicación
para agregar una letra i) nueva al numeral 3° del artículo 19 de la Constitución
Política de la República en el siguiente sentido:

"i)  Toda  aplicación  y  ejecución  de  una  sanción  penal
privativa de libertad deberá ser proporcional al mal causado y deberá tener por
finalidad  la  resocialización  y  reeducación  del  condenado,  promoviendo  su
reinserción social al momento de concluir el cumplimiento de su condena."

Sometida  a  votación  la  indicación  se  rechazó por  la
unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la negativa la diputada señora
Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don
Fuad; Monckeberg, don Cristian; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

También se dio por rechazada con la misma votación la
indicación  del  diputado  señor  Soto  para  agregar  una  letra  p)  nueva  al  nuevo
número 3° del artículo 19. 

Nº6 (pasó a ser Nº4)

Se acordó discutir y votar las letras de este numeral, en
forma separada.

Letra a)

Sometida a votación sin mayor debate, se aprobó por la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg,
don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti,
don Renzo.

Letra b)

El  diputado señor  Chahin,  don Fuad,  formuló indicación
para modificar en el lieral i) de esta letra, lo siguiente:

1.- Elimínase la expresión “acusado”.

2.- Reemplázase la frase: “el Tribunal Constitucional” por
las expresiones: “la Corte Suprema”.

3.-  Intercálase  la  expresión  “judicialmente”  entre  las
palabras “determinada” y “en procedimiento”.

El diputado señor Saffirio consultó cuál era la razón de
fondo  por  la  cual  se  le  quitaba  la  competencia  a  la  Corte  Suprema  y  se  le
entregaba  al  Tribunal  Constitucional,  en  una  materia  que  era  propiamente
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jurisdiccional. Lo que se ha estado tratando de impedir, o evitar, durante mucho
tiempo, es que el Tribunal Constitucional se transforme en una suerte de tercera
instancia, por ejemplo, de las resoluciones del Congreso Nacional, y aquí lo que
se está haciendo es entregarle una facultad que debía ser propia de un órgano
jurisdiccional, que en este caso particular era la Corte Suprema.

El diputado señor Squella señaló que lo que se buscaba
en este  número era  darle  viabilidad al  procedimiento  de error  judicial,  que en
términos  prácticos,  hoy  día  no  ocurre.  Cada  vez  que  una  persona  que  fue
condenada  y  la  misma  justicia  terminó  sobreseyéndola,  quedaba  en
absolutamente nada, y la razón era evidente, porque los mismos tribunales de
justicia eran los que habían cometido el error.

Entonces, se buscaba que no fuera quién cometió el error
el  que lo  decrete oficialmente.  Era cierto  que esto era  darle  una atribución  al
Tribunal Constitucional, pero también era cierto que lo que se buscaba era hacer
justicia con la persona que vivió el peor de los mundos, el que fue condenado
habiendo sido inocente, y era eso en el fondo lo que estaba en juego. Con todo,
era claro que una vez decretado el error judicial, el procedimiento por supuesto
que le correspondía a los tribunales de justicia.

El  diputado  señor  Chahin  (Presidente) expresó  que
entendía esa explicación, pero lo que podría generar algún problema interpretativo
el día de mañana, era cambiar el concepto sobre ‘injustificadamente errónea o
arbitraria’ de la resolución, por simple ‘error judicial’. Sabía que cuando se hablaba
de injustificadamente errónea o arbitraria, se referían al denominado error judicial,
pero  estimaba  que  era  más  preciso  el  concepto  original  de  resolución
‘injustificadamente  errónea  o  arbitraria’,  porque  ese  error  tiene  que  ser
injustificado.

Acá se estaba eliminando la exigencia de la injustificación,
y también la arbitrariedad, y ello afectaría no solamente al simple error judicial, que
podría dar derecho a indemnización. Ahí había una diferencia del punto de vista
de la redacción, se hacía mucho menos exigente la reclamación. 

De esa manera, esta propuesta no era sólo un cambio de
competencia,  pues  desde  el  punto  de  vista  de  lo  que  daría  derecho  a  la
indemnización,  se  pasaba  de  una  resolución  injustificadamente  errónea  o
arbitraria, un error injustificado o arbitrario, al simple error judicial. El simple error
judicial podría dar derecho a la indemnización y eso le parecía que requería un
análisis un poquito más profundo respecto a los alcances que podría tener.

Consultó  si  les  parecía  volver  a  la  redacción  original,
porque al eliminar la injustificación y la arbitrariedad, lo que se podría interpretar
era  que la  Comisión  quiso  que el  simple  error  judicial,  aunque fuera  un error
justificado, aunque no hubiese arbitrariedad, el simple error judicial en todo caso
daría derecho a indemnización.

El  diputado señor Andrade manifestó que entendía  la
aprehensión y tendía a compartirla. Sin embargo, sentía que incluso en el caso de
que sea un simple error, el que una persona haya sido sancionada merecía ser
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indemnizada.  Si  el  sujeto  de  esta  prevención  era  la  persona  que  había  sido
condenada, sancionada, que estuvo en prisión preventiva producto de un error
judicial, si el error fue arbitrario o si fue injustificado estaba bien, podía ser una
exigencia  mayor,  pero  era  una exigencia  que atentaba contra  el  interés  de la
persona que fue la víctima del error.

En  consecuencia,  entendiendo  la  aprehensión,  acogerla
importaba no  ponerse  del  lado  de  la  víctima  sino  que  del  lado  del  victimario,
disponiendo que un simple no era suficiente,  sino que tenía que ser  arbitrario
además, y desde ese punto de vista, no le hacía mucho sentido el planteamiento.

El diputado señor Soto estimó que la moción discurre
sobre la idea de que hay pocas sentencias que declaran error judicial, y eso sería
posible porque la Corte Suprema trataría con mucha indulgencia los errores y,
prácticamente, no acogería ninguna demanda que se haya presentado en el tema.
Ahora se les estaba sugiriendo que el problema era la definición de error, que era
muy  exigente  en  términos  que  sí  exige  que  exista  arbitrariedad  o  un  error
injustificado, y se les sugiere que se establezca que simplemente tendrá derecho a
ser  indemnizado  alguien,  cuando  haya  sido  absuelto  o  se  haya  dictado
sobreseimiento definitivo,  cuando esa declaración provenga de un simple error
judicial.

Si  se  veía  bien,  un  error  judicial  objetivo  sería  toda
sentencia  absolutoria  de  alguien  que  fue  imputado  o  que  fue  formalizado.
Cualquier  persona que fuera formalizada y fuera declarada absuelta  u obtiene
sobreseimiento  definitivo,  sin  duda  habría  sido  formalizada  por  error,  y  en
consecuencia, automáticamente tendría derecho a una indemnización por parte
del Estado.

En  consecuencia,  estimó  que  rebajar  el  standard  tenía
consecuencias que pueden ser a veces mucho más grave que las que se estaba
tratando de resolver.

El diputado señor Coloma señaló que pese a cómo se
defina el tema del error judicial, no sabía si tenía que ser el Tribunal Constitucional
el órgano que tenga que dirimir si existe o no existe error judicial. No lo convencía
que  fuera  el  Tribunal  Constitucional  el  que  estuviera  llamado a  jugar  ese  rol,
porque esto lo que iba a significar era que todo, dependiendo de cómo quede la
definición, toda absolución terminaría en el Tribunal Constitucional, y eso venía un
poco a modificar la esencia misma del Tribunal Constitucional.

Entonces, independiente cual fuera el error, no le gustaba
que fuera el Tribunal Constitucional el que tuviera que dimitir si existe o no, porque
de  lo  contrario,  si  es  que  la  Corte  Suprema y  los  tribunales  en  definitiva,  no
quieren reconocer un error judicial, lo que va a ponerse en cuestión será la cuantía
del  beneficio  económico  que  termina  entregándose  a  la  persona.  O  sea,  si
efectivamente lo que hay, o lo que se quiere entender, es que los tribunales no
quieren reconocer el beneficio económico que va a ganar, y al final va a ser muy
bajo.
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El  Tribunal  Constitucional  estaba llamado a jugar  un rol
distinto  al  de  tener  que  establecer  si  existe  o  no  existe  un  error  en  una
determinada sentencia.

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) señaló  que
entendía  que  se  buscaba  enfrentar  la  casi  nula  aplicación  que  ha  tenido  la
responsabilidad del Estado por error judicial, tema que estaba considerado en el
Pacto de Derechos Civiles y Políticos, y también se consagraba en la Convención
Americana sobre de Derechos Humanos, por lo tanto, lo que se buscaba era darle
aplicación a eso.

Acá había dos vías. Una es que se optaba por cambiar la
competencia, porque se podía presumir que el que sea la Corte Suprema lo haría
juez  y  parte,  y  ello  afectaría  al  que,  en  definitiva,  fueran  muy  pocas  las
resoluciones  que  tienen  esta  característica  de  ser  declaradas  como
injustificadamente erróneas o arbitrarias. La otra es decir que efectivamente acá
hay un problema desde el punto de vista de las exigencias, para que la resolución
pueda ser declarada con estas características.

Lo  que  hace  la  moción  era  hacerse  cargo  de  las  dos
cosas, cambiando la competencia y las exigencias. Ambos temas eran discutibles.

Dio lectura  a un informe en que abordaron el  tema los
profesores Mario Garrido Montt (QEPD) y Francisco Zúñiga, donde llegaron a la
conclusión de que se debiera mantener la competencia en la Corte Suprema, y sí
redactar  de  manera  distinta  los  requisitos,  proponían  rebajar  los  requisitos
ampliando  un  poco  la  discrecionalidad  del  tribunal,  pero  sin  cambiar  las
competencias.

A partir de ahí, una de las propuestas que se había hecho
por su asesoría era volver el tema a la Corte Suprema y dejar el  error judicial
como un concepto más amplio, que siguiera siendo él órgano competente para
esta declaración, pero ir al error judicial y que fuera la Corte Suprema la que tenga
mayor  discrecionalidad para resolver  ese problema.  Después,  la  jurisprudencia
tendrá que en el fondo ir acotando cuándo se está ante un error judicial y cuándo
estamos ante una resolución que fue justificada en su momento por los hechos del
juicio, etc.

Para los efectos de la historia fidedigna de la ley,  debe
quedar  claro  que  no  puede  ser  un  simple  error,  tiene  que  haber  un  error
manifiesto.

El diputado señor Squella señaló que le gustaba la idea
de cambiar  la  competencia,  pues un tercero  no intervenido en una resolución
puede mirar  con mayor  imparcialidad si  es  que efectivamente  hay error  o  no.
Ahora, veía que no había viabilidad para apuntar a ello, para lograr ese doble
objetivo, pero este segundo camino por cierto que hacía más cercana la idea de
alguna manera darle justicia a  las personas que efectivamente han sufrido las
consecuencias del error judicial. Desde ese punto de vista, estaría disponible para
avanzar en esa línea.
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Por ello, lo que habría que hacer en términos prácticos era
votar  en  contra  la  letra  b)  de  la  moción y  hacerle  una indicación  directa  a  la
modificación reemplazando la  frase ‘injustificadamente  errónea o arbitraria’  por
‘error judicial’.

La Secretaría observó que la acusación es una actuación
propia del Ministerio Público, en cambio, el ser sometido a prisión preventiva, o
condenado, es una actuación propiamente judicial. Por ello, Secretaría hacía esa
prevención.

El diputado señor Chahin (Presidente) concordó con la
prevención, por lo que cabría eliminar ‘acusado’, porque ya no sería error judicial
sino un error del Ministerio Público. 

La Secretaría observó qué es lo que se persigue proteger
a  propósito  de  esta  regulación  del  error  judicial,  si  acaso  la  libertad  de
desplazamiento, que en buenas cuentas ahí está la prisión preventiva, pero ello no
era necesario en el caso de la condena. El sujeto pudo no haber tenido ninguna
medida cautelar a pesar de haber sido en alguna etapa del proceso condenado,
por  lo  que  quizás  una  mayor  precisión  ayudaría  al  intérprete  en  definitiva  al
momento de aplicación de la norma. 

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) estimó  que  la
condena no necesariamente tenía que ser una condena privativa de libertad, pero
después será el tribunal el que tendrá que ver la entidad del perjuicio. No era lo
mismo una condena que es privativa de libertad a una que no lo es, pero ya es un
tema para poder avaluar el daño.

En tal sentido, cabría presentar dos indicaciones, una para
eliminar la palabra acusado y otra para reemplazar el Tribunal Constitucional por
Corte Suprema.

El diputado señor Soto señaló que antes de someter a
votación, al final del mismo literal i) hay un cambio en relación a la redacción que
tiene la norma original, sobre la indemnización, donde esta será determinada en
procedimiento breve y sumario y en él la prueba se apreciará en conciencia. En la
norma que se está cambiando, dice que será determinada judicialmente, haciendo
referencia  a  que  habría  otro  tribunal  que  haría  la  fijación  de  los  perjuicios
patrimoniales.

Un poco en la línea de lo que se ha conversado acá, de
que se va a un tribunal civil  a poder materializar y probar en un procedimiento
breve y sumario, aquí se está haciendo un cambio que podría inducir a que la
misma Corte  Suprema,  no sabía si  funcionando cómo pleno o sala,  junto con
determinar  el  error  judicial  también  tendría  que  reunirse  en  pleno  a  fijar  los
perjuicios patrimoniales y apreciar la prueba en conciencia.

Al  respecto,  sugirió  que  no  hicieran  cambios,  de  tal
manera que se mantuvieran los casos que hoy día ya se están tramitando, en
términos de que se va a un tribunal distinto y en eso no hay ninguna disputa ni

56



controversia. Por lo, sugería mantener la última parte tal como está en la norma
original.

El diputado señor Saffirio señaló que en la misma línea
de lo que planteaba el diputado Soto, judicialmente también se podría pensar que
corresponde a la Corte Suprema, pero si se dijera ‘perjuicio patrimonial y morales
que haya sufrido’, y luego un punto seguido para comenzar ‘declarado’, aclararía
el asunto.

El  diputado  señor  Chahin  (Presidente) sugirió  no
enredarse.  En  tal  sentido,  bastaba  votar  el  literal  b)  de  la  moción  con  las
indicaciones que eliminan acusado, que reemplazan el Tribunal Constitucional por
la Corte Suprema, y que intercalan judicialmente entre determinada y en.

Sometido  a  votación  el  literal  b)  con  la  indicación  del
diputado señor Chahin, se aprobó por 10 votos a favor y uno en contra. Votaron
por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores
Andrade,  don  Osvaldo;  Chahin,  don  Fuad;  Coloma,  don  Juan  Antonio;
Monckeberg,  don  Cristián;  Rincón,  don Ricardo;  Saffirio,  don René;  Soto,  don
Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Votó en contra el diputado
señor Gutiérrez, don Hugo.

N°7 (pasó a ser Nº5)

El diputado señor Andrade observó, para ser fiel con la
historia, ya que estaban tan preocupados de estas cosas, que el profesor Nuñez
también  señaló  que  para  que  esto  fuese  coherente  con  disposiciones  de  los
tratados  internacionales  que  Chile  ha  suscrito,  la  referencia  a  la  información
pública, el carácter público estaba demás, sólo tenía que recibir información.

El profesor Núñez señaló en su momento que respecto a
recibir,  que  estaba  de  acuerdo  con  la  moción,  pero  que  respecto  a  acotar  la
información  a  sólo  información  pública,  habría  una  transgresión  a  normas  de
carácter internacional suscritas por Chile. Se limitaba a recordar aquello nada más

El diputado señor Chahin (Presidente) señaló que tenía
aquí una discrepancia con el profesor Núñez, en el sentido que lo importante es
garantizar el acceso a la información pública, porque si se garantiza el acceso a
cualquier  información  privada  en  la  Constitución  van  a  estar,  en  el  fondo,
derogando la ley de protección de datos personales en la Constitución.

Al  final,  toda  la  protección  de  datos  personales,  de
información que puede ser sensible, información médica por ejemplo, va a ser
objeto de requerimiento para su entrega y cualquier ciudadano tendrá derecho a
buscar  esa información.  Las excepciones que establece el  inciso  segundo del
artículo 8° claramente son insuficientes para estos casos, porque lo que señala es
que son públicos los actos y resoluciones del órgano del Estado, así como su
fundamento  en los  procedimientos  que  utilicen.  Sin  embargo,  sólo  una ley  de
quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquellos o de éstos, es
decir,  de  los  actos  y  resoluciones  cuando  la  publicidad  afectara  el  debido
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cumplimiento de las funciones de dicho órgano, los derechos de las personas, la
seguridad de la nación, por interés nacional.

Las excepciones se refieren sólo en relación a los actos y
resoluciones  de  los  órganos  del  Estado,  esos  tendrán  una  excepción  si  se
incorpora en el artículo 19 N°12 como una garantía este acceso a la información,
de información pública o privada, y la excepción está en el inciso segundo del
artículo octavo, dónde sólo se refiere a casos de información pública. Al final, van
a terminar, en esta norma constitucional, derogando la ley de protección de datos
personales.

El diputado señor Gutiérrez estimó que lo que estaba
establecido,  el  que  toda  persona  tiene  derecho  a  buscar,  requerir  y  recibir
información pública, está en relación con el derecho que se establece en artículo
19 N°12, que es la libertad de emitir opinión y la de informar. Entonces, no está y
solamente  se puede pedir  informes sobre temas públicos,  cuando lo  que está
diciendo es que estamos hablando justamente de la libertad de emitir opinión y de
informar.

Ese es el derecho que ahí está regulado, esta norma no
están refiriéndose sólo al  tema público. El  tema es el  derecho a la libertad de
emitir  opinión y la  de informar,  y  acá se está diciendo que solamente busque
información  pública,  y  que  no  podría  buscar  información  de  las  sociedades
anónimas que quiera informar un periodista. Entonces, solo se podrá investigar o
averiguar  sobre  información  pública.  Acá  se  están  confundiendo  los  planos,
porque  acá  estamos  hablando  del  derecho  a  emitir  opiniones  e  informar  sin
censura previa, lo que se está diciendo acá es que se puede buscar información
en cualquier lado y que no se le puede impedir que la busque, y obviamente cómo
vamos a decir que solamente puede buscar información pública. 

Todo el  periodismo investigativo aquí  tendría que gritar,
claro, porque no podrían hacer más, tendrían que ir a buscar información pública,
no podrían ir a buscar ningún dato más interesante que pudiera encontrar, alguna
acta de alguna sociedad anónima. Esto estaba restringiendo el derecho, y estimó
que  tenía  razón  el  profesor  Núñez,  pues  aquí,  de  hecho,  estaban  dejando
convertido en nada el derecho.

El diputado señor Chahin (Presidente) expresó que lo
que ocurre es exactamente al revés, en el sentido en que el inciso primero se
refiere exactamente a la libertad de emitir opinión e informar, y ahí no hay ninguna
distinción.

Por lo tanto, la posibilidad de emitir opinión y de informar
sin censura previa en cualquier forma y por cualquier medio está garantizado en
inciso primero del artículo 19 N°12. Además, viene en el inciso segundo el que no
puede haber monopolio estatal sobre los medios comunicación, y el inciso tercero
ya se refiere al acceso a la información pública, cuestión distinta a lo que trata el
inciso primero y el inciso segundo.

Entonces, son normas que son totalmente distintas. Este
inciso  tercero  no  restringe  en  absoluto  al  inciso  primero,  que  se  refiere  a
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cuestiones  diferentes,  a  la  libertad  de  emitir  opinión  y  de  información,  está
absolutamente  garantizado,  absolutamente  garantizado,  y  después  eso  está
regulado en la ley de prensa, específicamente.

Ahora,  el  inciso  segundo  que  establece  el  tema  del
monopolio estatal de los medios, el inciso tercero establece a nivel constitucional
el derecho al acceso a la información pública, que también está regulado por una
ley distinta. Entonces, esto no genera ninguna confusión. Lo que sí generaría una
confusión es que se elimine el tema del acceso a la de información pública, porque
ahí en definitiva es absolutamente insuficiente la ley que hoy día se tiene, que
regula  el  acceso  a  la  información  pública,  transparencia  al  acceso  de  la
información  pública,  y  en  segundo  término,  no  podría  interpretarse  como  una
derogación tácita, también, de la ley de protección de datos personales.

El diputado señor Gutiérrez manifestó que pareciera que
quedará  claro  que  la  persona  que  quiere  informar,  tiene  derecho  a  buscar  la
información, a requerirla y recibir la información pública, cuando en realidad puede
buscarla o requerirla en cualquier parte. En cuanto a la información privada, no
tiene por qué haber ningún impedimento. Tenía razón el profesor que vino, pues
no podían estar limitándole que, más encima con esto, interpretado por un censor
esto podría ser hasta peligroso.

Era mejor no poner nada, pues la interpretación que se
podría  dar  sería  peor  todavía,  sería  que  no  se  puede  buscar  ningún  tipo  de
información, solamente la pública.

El diputado señor Chahin (Presidente) señaló que en la
libertad de informar y de emitir opinión estaba absolutamente implícita la de buscar
información. Sin perjuicio de aquello, sería más bien partidario de no incorporar,
no innovar en el artículo 19 N°12. No innovar, porque si se incorpora sin hacer
mención expresa a la información pública, se genera otro problema.

En  ese  caso  sí  prima  la  observación  que  el  diputado
Gutiérrez hizo, cuestión que no correspondía, pues estaba implícito en la libertad
de emitir opinión e informar, la de buscar esa información, pero si primaba esa
interpretación, era partidario de no incluir el inciso tercero en el artículo 19 N°12, y
dejar tal como está esa norma. 

El  diputado  señor  Soto expresó  que  el  principio  de
transparencia supone que las personas tengan derecho a requerir información de
los entes públicos. Esta es una dimensión del derecho que se ha abierto en los
últimos años, y que ha materializado el principio de transparencia, cuestión que ha
sido muy positiva para todo el ejercicio de las funciones públicas en el Consejo
para  la  Transparencia,  el  órgano  que  intenta  materializar  el  derecho  de  los
ciudadanos a requerir toda esa información.

Lo que busca esta moción,  y  también la  norma que se
aprobó  en  la  Comisión  Mixta,  materializa  y  consagra  a  nivel  de  derecho
constitucional la titularidad para todas las personas, para buscar, requerir y recibir
información  pública,  en  la  forma y  condiciones  que  establece  la  ley,  que  son
precisamente las que regula el Consejo para la Transparencia. 
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A esa Comisión Mixta fue el diputado Ceroni, el diputado
Monckeberg, el diputado Coloma, él mismo, y parecía que el diputado Rincón llegó
después, no estaba seguro, pero en esta dimensión establece una prerrogativa
para los ciudadanos, y era súper importante. 

Poco  tenía  que  ver  que  se  establezca  el  principio  de
transparencia en artículo 8º si no se concede un derecho del mismo rango a las
personas para poder obtener la información correspondiente. Esto era esencial, el
debate en la Comisión Mixta no giró en torno a lo que ahora se estaba viendo, sino
más bien a la segunda parte del inciso, que tiene relación con el artículo 19 N°12,
en cuanto  toda persona tiene derecho a  buscar,  requerir  o  recibir  información
pública en la forma y condiciones que establezca la ley. Ahí se agregó que dicha
ley debería ser de quorum calificado, para evitar su alteración por quorum simple.
En eso no estuvo de acuerdo, pero ese fue el debate sobre cómo se modificaban
las condiciones en que se accede a información pública, si a través de una ley
simple o de quórum calificado. 

El diputado señor Squella señaló que se podían tomar
los dos caminos. En primer lugar, estaba disponible para, si era necesario, votarlo
en contra y avanzar, pero sólo quería señalar que acá se estaban haciendo cargo
de una solicitud del  Consejo para la  Transparencia,  porque si  bien se avanza
bastante  con consagrar  el  principio  de  la  transparencia  no  necesariamente  se
subentiende la disposición del mismo. 

Es  decir,  que  los  órganos  del  Estado  pongan  a  su
disposición y facilitar de la manera más expedita que el público tenga acceso a la
información, era eso el sentido que había detrás de esta modificación. Pero si es
que se estima necesario sacarla, retirarla o votarla en contra, no tenía problemas.

El  asesor  de  la  fundación  Jaime  Guzmán,  señor
Máximo  Pavez, expresó  que  lo  que  pasa  es  que  el  principio  de  probidad  y
transparencia,  en  efecto,  era  oponible  a  la  función  pública,  a  los  órganos  del
Estado, ahí está el sentido por el cual nació.

Entonces, cuando se lee el  artículo 19 N°12 y entendía
que  había  que  generar  un  derecho  que  no  puede  estar  en  las  bases  de  la
institucionalidad,  sino  en  el  capítulo  III  para  hablar  de  información  pública,  a
continuación del derecho de información, no se entiende qué significa información
pública. Alguien podría decir, como el diputado Gutiérrez, que información pública
es toda la información de interés público, y entonces en la lógica del periodismo de
investigación  estaba de acuerdo con su  interpretación,  de  que una norma así
podría ser peligrosa.

Visto ello, sugirió que se deje en claro en el artículo 19
N°12, que existe un derecho a acceder a la información de los órganos del Estado,
y no a información pública, sino que se entienda que este es un derecho que se
aplica respecto de la información que obra en los poderes del Estado. Esa es la
lógica  del  principio  de  la  transparencia,  y  la  idea del  acceso a  la  información
pública  es  que  exista  un  derecho,  no  para  acceder  a  información  pública  en
genérico, sino que a la de los órganos del Estado. Así, mantendría el artículo 19
N°12, pero cambiaría la frase ‘información pública’, por una frase del tipo ‘recibir
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información que obra en poder de los órganos del Estado’, o en el contexto de la
función pública,  para precisar  que este derecho se refiere al  complemento del
artículo 8°, y no a un derecho genérico a lo que es una información, que puede
tener el efecto que se señaló, que al final no haya espacio para una privacidad.

El diputado señor Chahin (presidente) entiende que la
discusión que se dio, más que si era que esto lo que hacía era restringir la norma
del inciso primero del N°12, era que efectivamente, tal como estaba podría quedar
corta, porque es información que puede ser privada que está bajo el control del
Estado,  respecto  al  cual  no  existiría  este  derecho  para  poder  acceder  a  esa
información.

Por  lo  tanto,  esta  norma  podría  ser  un  poquito  más
restrictiva,  incluso,  que  lo  que  hay  en  la  ley  de  transparencia  y  acceso  a  la
información pública, que permite acceder incluso a información privada que está
bajo el control del Estado, siempre que no se afecten los derechos de aquellos.
Por eso estimó que una buena solución es que se hable de que toda persona tiene
derecho  a  buscar,  requerir  o  recibir  información  que  esté  bajo  el  control  del
Estado, sin perjuicio de las excepciones a que se refiere el inciso segundo del
artículo 8°, es decir, que sea información que tengan los órganos del Estado para
que  pueda  ser  información  pública  o  privada.  Esa  es  de  alguna  manera  la
distribución, salvo los casos en que eso ya está regulado en el artículo 8°. Estimó
que podría aclararse, pero le parecía que tal como estaba, se entendía bien.

El  diputado  señor  Soto entendía  que  estas  normas
operan de la siguiente manera. El lado positivo, o transparencia activa, está en el
artículo 8º, en tanto en el desempeño de las funciones públicas deben observar
los titulares los principios de probidad y transparencia en todas sus actuaciones.
Esa es la transparencia activa y esta es la transparencia pasiva, que es el derecho
que tienen todas las personas en el artículo 19 N°12, a buscar, requerir o recibir
información.

Entendía  que  podía  haber  un  punto  ahí  de  carácter
público, en la forma y condiciones, o sin perjuicio de las excepciones, pero si se
adoptara el camino que se propone, se estaría reduciendo lo que se amplió en el
artículo 8º. Seguimos por el camino de los órganos del Estado, precisamente para
poder establecer esta obligación a órganos, a entes privados incluso, que puedan
desempeñar una función pública, pero acá la contrapartida se está sugiriendo que
se vuelva a los órganos del  Estado,  dejando fuera a los mismos que estaban
estableciendo en el artículo anterior.

El  diputado  señor  Chahin  (Presidente) señaló  que
efectivamente  tiene  ese  problema,  por  lo  que  creía  que  aquí  tenían  dos
posibilidades. La posibilidad de poder dejar la norma tal como viene en la moción y
no tocarla,  o no incorporarla.  Estimó que cualquier cambio que le  hagan va a
generar más problemas. Entonces, o la incorporan como, de alguna manera, la
otra cara de la medalla del artículo 8°, o no la incorpora, pero cualquier cambio
que hagan va a generar más dificultades.

El  diputado  señor  Gutiérrez estimó  que  era  relevante
para las reglas del juego democrático poder establecer bien cuál es el desempeño
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del  Estado,  y  cuál  es  el  desempeño de  los  privados  en los  que  por  diversas
razones, en su actividad, no se podían meter.

Cuando se estaba ampliando el concepto de probidad y
transparencia para ciertos entes, que no caben dentro del ámbito de fiscalización
por parte del órgano Contralor, estimaba que estaban ahí entrando en una zona
bastante gris, había que ser un poquitín cuidadoso, porque al final del día, si se
vincula esto con el artículo 8º como quedó, lo que se hizo con respecto al tema de
la sanción de la  colusión de los particulares,  ahí  está el  ámbito  en el  que se
pueden meter.

Se puede sancionar  al  privado cuando hace cosas que
rompen un consenso social, pero lo demás hay que dejar que el privado actúe en
la vía del  derecho bajo el  principio de que ellos se mueven, que ellos pueden
hacer en el derecho lo que estimen conveniente, siempre y cuando no vayan en
contra del ordenamiento jurídico.

Había que ser cuidadoso, había que generar los ámbitos
de acción del Estado, y que esté claro, para que los súbditos sepan con claridad
cuáles son las reglas a las que se someten, que los privados sepan en buena
cuenta a qué atenerse.

Por  eso  que  han  creado  este  umbral  duro,  cuando  se
discutió toda esta ley de colusión en el  proyecto de ley sobre colusión de los
privados, porque si no, estaban generando ámbitos bastante complejos. Entendía
esto  que  todo  sea  actividad  estatal  y  que  se  pueda  imponer  el  principio  de
probidad y transparencia, pero a veces hay entes privados a los cuales el principio
de probidad ellos verán cómo lo cumplen, y si lo rompen, que lo rompan a nivel de
delitos, pero no en los otros aspectos.

Sino, al final del día, esto personalmente de alguna forma
le complicaba. Lo dijo en un principio,  lo dije cuando discutieron el  artículo 8º,
dejaba el tema a los titulares de los órganos del Estado, porque ahí es donde se
ha fijado un ámbito de acción en que el Estado tiene que respetar el principio de
probidad y transparencia. Quería que el principio fuera como está, y que pueda
ejercerse  la  actividad  también,  porque  esto  de  requerir  información  es  de  los
privados,  es decir,  que una persona pueda requerir  la  información que estime
conveniente. 

Acá estaban hablando del artículo 19, y en el artículo 19
están los derechos  y deberes de todos. Cualquiera puede requerir información, no
estaban hablando justamente de los órganos del Estado, estaban hablando de
cualquier ciudadano que puede pedir información que estime conveniente para su
manejo,  hasta empresarial  si  estima conveniente,  pero ahí  había que hacer…,
sería un poquitín más prudente.

Por eso que le interesaba mucho lo que se había resuelto
en la Comisión Mixta, que tanto desprecia nuestro diputado Andrade, pero creía
que pudo haber hecho un buen trabajo y que era digno de haber sido considerado.
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El  diputado señor  Andrade señaló que la  Convención
Americana dispone que toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y
de expresión. Esto está suscrito por Chile, naturalmente este derecho comprende
la libertad de buscar,  recibir  y difundir  información e ideas de toda índole, sin
consideración  de  fronteras,  sea  oralmente,  por  escrito  o  en  forma  impresa  o
artística, no distingue la naturaleza de la información.

Pero sí, no contempla el verbo requerir. En tal sentido, y
en la misma línea de lo que mostraba el diputado Soto, en el artículo 1° de la ley
19. 733, que dispone la legislación nacional sobre la libertad de emitir opinión y de
informar  sin  censura  previa,  constituye  un  derecho  fundamental  de  todas  las
personas,  su  ejercicio  incluye  no  ser  perseguido  ni  discriminado  por  causas
propias,  buscar  y  recibir  informaciones,  tampoco  distingue,  y  difundirlas  por
cualquier medio externo al nuestro.

El punto es que tal vez una forma, entendía que no hace
ruido dos cosas, el requerir sí hace ruido, buscar y recibir no, y también hace ruido
esto del carácter público de la información, que en eso sí pareciera ser que la
norma  está  excediéndose  frente  a  las  normas  que  ya  tenemos  en  nuestra
legislación, incluso frente a una de carácter internacional.

Dicho  lo  anterior,  sugirió  buscar  una  fórmula  que
manteniendo la existencia del derecho en el artículo 19 N°12, que se refiere a la
libertad de opinión, se elimine el conflicto en el tema de por qué buscar y recibir y
difundir. Estimó que era bueno, que recogía la aspiración de todos, y se elimine el
concepto de información pública.

El diputado señor Chahin (Presidente) expresó que era
partidario  de mantener  acotado el  tema, que era mejor  correlato de lo que se
aprobó en el artículo 8°, porque el requerir es clave. Aquí estaban garantizando en
la Constitución la posibilidad que los ciudadanos soliciten y obtengan desde el
Estado la información.

Sometido a votación el numeral se aprobó por 6 votos a
favor,  3  en  contra  y  una  abstención.  Votaron  por  la  afirmativa  los  diputados
señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Pérez,
don Leopoldo; Soto, don Leonardo y Squella,  don Arturo. Votaron en contra la
diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan
Antonio y Gutiérrez, don Hugo. Se abstuvo el diputado señor Rincón, don Ricardo.

El diputado señor Rincón  solicitó dejar constancia que
se abstuvo, porque no le cuadraba la palabra pública.

Nº8 (pasó a ser Nº6)

Sometido a votación sin mayor debate, se aprobó por 9
votos  a  favor  y  2  abstenciones.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada  señora
Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Coloma, don
Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René;
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Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Se abstuvieron los
diputados señores Chahin, don Fuad y Gutiérrez, don Hugo.

**********

El diputado señor Rincón, don Ricardo, formuló indicación
para agregar al artículo único los siguientes Nros. 9 y 10, nuevos, pasando el Nº9
a ser 11 y así, sucesivamente:

“Nº9.-  Agrégase  en  artículo  20  el  siguiente  inciso  final,
nuevo:

“El  procedimiento  al  que  se  sujetará  esta  acción  se
determinará  por  ley,  y  deberá  garantizar  el  pleno  cumplimineto  de  un  debido
proceso  que  incluya,  entre  otros,  los  derechos  de  acción;  de  información  del
procedimiento aplicable y de los derechos que le asisten al recurrente en él; de
bilateralidad; de contradictoriedad; el derecho a asistencia jurídica gratuita si no
puede procurársela por sí mismo; a un interprete en el caso de ser necesario; a un
procedimiento  breve y  sencillo;  y  el  derecho a  una segunda instancia  con las
mismas garantías que en primer.”.

Nº10.- Agrégase en el artículo 21 el siguiente inciso final,
nuevo:

“El  procedimiento  al  que  se  sujetará  esta  acción  se
determinará por ley. Deberá ser breve y sencillo; garantizar el pleno cumplimineto
de un debido proceso; asegurar la más rápida constitución de un Ministro de Corte
de Apelaciones o de un Juez de Garantía en el lugar en el que se encuentre el
afectado; derecho a atención médica urgente, y de un interprete, en el caso de ser
necesario.”.”.

El diputado señor Chahin (Presidente) consideró que la
indicación  pretende  dar  rango  constitucional  a  cuestiones  de  rango  legal,  que
debiesen regularse detalladamente fuera de la Carta. Además, cuestionó el uso de
la expresión “procedimiento breve y sencillo”.

El diputado señor Andrade recordó que la aspiración del
diputado  Rincón  consistía  básicamente  en  que  los  procedimientos  de  ambos
recursos se fijasen por ley.

El diputado señor Squella rescató la idea central de las
indicaciones consistente en que los procedimientos de ambos recursos se fijen por
ley. 

Sometida a votación la indicación se rechazó por 4 votos
en contra y 3 abstenciones.  Votaron en contra de los diputados Andrade,  don
Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Soto,  don  Leonardo  yTrisotti,  don  Renzo.  Se
abstuvieron  los  diputados  señores  Chahin,  don  Fuad;  Saffirio,  don  Rene;  y
Squella, don Arturo.
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Los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;  Chahin,
don Fuad; Ceroni, don Guillermo; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Soto,
don Leonardo; Squella,  don Arturo y Trisotti,  don Renzo, formularon indicación
para agregar al artículo único los siguientes Nros. 9 y 10, nuevos, pasando el Nº9
a ser 11 y así, sucesivamente:

“Nº9.-  Agrégase  en  artículo  20  el  siguiente  inciso  final,
nuevo:

“El  procedimiento  al  que  se  sujetará  esta  acción  se
determinará por ley.”.

Nº10.- Agrégase en el artículo 21 el siguiente inciso final,
nuevo:

“El  procedimiento  al  que  se  sujetará  esta  acción  se
determinará por ley.”.”.

Sometida  a  votación  la  indicación  se  aprobó  por  la
unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados
señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Ceroni, don Guillermo; Rincón,
don Ricardo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti,
don Renzo.

El  diputado  señor  Chahin  (Presidente) hizo  ver  la
necesidad  de  dictar  una  norma transitoria  que  regule  el  procedimiento  de  los
recursos de protección y amparo que se presenten en el intertanto. 

El  profesor  de  Derecho  Constitucional,  señor  Max
Pávez, previno la conveniencia de hacer referencia en la redacción del transitorio
a los autoacordados que rigen dichas materias y no a los actualmente vigentes,
para evitar un estancamiento y una eventual imposibilidad de la Corte Suprema
para modificar o mejorar los procedimientos en el intertanto. 

El diputado señor Chahin (Presidente) señaló que hay
tres  alternativas:  dictar  una  norma  transitoria  que  mantenga  vigente  el
procedimiento  actual  hasta  que  se  dicte  la  ley  respectiva;  dictar  una  norma
transitoria  que fije  un  plazo al  legislador  par  la  dictación  de la  ley  respectiva,
después  del  cual  el  procedimiento  será  inconstitucional;  o  no  dictar  norma
transitoria alguna, lo que volverá inconstitucional los procedimientos establecidos
en los autoacordados desde el momento en que la reforma entre en vigencia. 

El  Secretario  General  de  la  Cámara  de  Diputados,
señor Miguel  Landeros,  sugirió redactar una  norma transitoria que establezca
que mientras no se dicte la ley regirán los autoacordados de la Corte Suprema
sobre  la  materia,  porque  no  se  pueden  dejar  sin  procedimiento  recursos  tan
importantes como el de protección y el de amparo. 

El diputado señor Chahin (Presidente) expresó que si
bien parece la  solución más limpia,  desde el  punto de vista  que asegura que
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siempre va  a  existir  un  procedimiento  vigente,  tiene en contra  que legitima el
procedimiento  actual  y  deja  indefinido  el  momento  de  dictación  del  nuevo
procedimiento, lo que podría eternizar el problema. 

El  Secretario  General  de  la  Cámara  de  Diputados,
señor  Miguel  Landeros, insistió  que  si  se  tiene  en  cuenta  el  objeto  de  los
artículos 20 y 21 de la Constitución, que están dirigidos a una imposición a la
autoridad, por regla general, lo que no puede pasar es que no haya procedimiento
para reclamar. Hizo presente que, por mandato constitucional, fundándose en el
principio de inexcusabilidad, los tribunales no podrán negarse en conocer de los
asuntos que se sometan su conocimiento, independiente del vencimiento de un
eventual plazo. 

El  abogado asesor  de  la  Fundación  Jaime Guzmán,
señor  Héctor  Mery refrendó  lo  señalado  por  el  señor  Landeros  y  recordó  la
reforma que pretendía  cambiar  el  régimen legal  de  tramitación  del  recurso  de
amparo. Así, el artículo 306 del Código de Procedimiento Penal que reglamentó el
procedimiento  y  fallo  del  recurso  amparo  para  derogarlo,  convivió  con al  auto
acordado de la Corte Suprema sobre la materia de 1932. 

Hoy  el  recurso  de  amparo  sigue  siendo  la  herramienta
más eficaz para proteger la libertad personal,  pese a la pretensión de ponerle
término con el recurso de amparo dispuesto en el nuevo Código Procesal Penal, y
la razón por la cual es así, es porque el artículo 21 de la Constitución no requiere
norma complementaria. 

Por otra parte,  hizo ver que la administración considera
que los plazos que se le dan no son fatales para ella y no ve por qué un plazo
dado por el constituyente sí lo sería para el legislador.

El diputado señor Squella señaló que si bien se entiende
que el plazo no sería obligatorio, sí se le estaría dando una herramienta jurídica a
la persona que interponga alguna de estos recursos, que podría reclamar, una vez
vencido, que el procedimiento en virtud del cual se tramitó el recurso respectivo
está fuera del marco constitucional.

El  diputado  señor  Chahin  (Presidente) teniendo  en
consideración  el  principio  de  inexcusabilidad  aludido,  sugirió  no  dictar  norma
transitoria  para  evitar  legitimar  a  través  de  ella  el  procedimiento  actual,  sin
perjuicio en el tiempo intermedio se entiende que rigen los autoacordados que la
Corte Suprema dicte sobre la materia.

Nº9

El  diputado Monckeberg,  don  Cristián, recordó  que
había un proyecto del diputado Hugo Gutiérrez que trata esta modificación. En tal
sentido, se podría facultar a la Comisión para acumular el proyecto, fusionarlo, con
el sólo fin de recoger buenas ideas, o por último para que quede en el informe. 

El diputado señor Chahin (Presidente) señaló que ya
estaba  cerrada  esa  posibilidad,  pero  que  quedaría  en  acta  que  el  diputado
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Monckeberg recordaba la autoría del diputado Gutiérrez sobre un proyecto en el
mismo sentido.

Sometido  a  votación  el  numeral,  sin  mayor  debate,  se
aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la
diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don
Osvaldo;  Chahin,  don Fuad;  Coloma,  don Juan Antonio;  Gutiérrez,  don Hugo;
Monckeberg,  don  Cristián;  Rincón,  don Ricardo;  Saffirio,  don René;  Soto,  don
Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

***********

El  Secretario  General  de  la  Cámara  de  Diputados,
señor Miguel Landeros,  planteó que en la reforma constitucional del año 2005
hubo  una  omisión  en  los  estados  de  excepción  constitucional  que  considera
relevante corregir. Explicó que hasta la anterior vigencia de esa reforma había una
norma que señalaba que en ningún caso las medidas de restricción y privación de
la libertad establecida a propósito de dichos estados podían adoptarse en contra
de ciertas autoridades, que especificaba. 

La fórmula actual, a su juicio incorrecta, envía a una la ley
orgánica contemplar lo estrictamente necesario para el pronto restablecimiento de
la  normalidad  constitucional  que,  bajo  ningún  respecto,  puede  afectar  las
competencias y el funcionamiento de los órganos constitucionales ni los derechos
e  inmunidades  de  sus  respectivos  titulares,  en  circunstancias  que  sólo  la
Constitución  establece  cuáles  son  esas  restricciones  y  mal  podría  una  ley
establecer excepciones a las mismas.

Por lo anterior sugirió reponer la fórmula anterior a través
de la incorporación de un inciso final en el actual artículo 44 de la Constitución.

El diputado señor Chahin (Presidente) preguntó si otros
derechos podrían verse restringidos o privados.

El  Secretario  General  de  la  Cámara  de  Diputados,
señor Miguel Landeros, precisó que los derechos que no deberían restringirse
son únicamente aquellos que tienen relación directa con su función, pues hacerlo
extensivo a todas las garantías constitucionales supondría un trato de privilegio
injustificado respecto a otros ciudadanos. 

El  diputado  señor  Soto preguntó  bajo  qué  criterio  se
excluyen a los titulares de otros órganos autónomos. Prefirió que la norma sea
genérica. 

El  Secretario  General  de  la  Cámara  de  Diputados,
señor  Miguel  Landeros,  recordó  que  la  fórmula  genérica  de  la  reforma
constitucional del año 2005 generó este problema en primer lugar. Además, las
autoridades exceptuadas deberían ser sólo aquellas que tengan relevancia con la
declaración de un estado de excepción. 
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El  diputado  señor  Chahin  (presidente)  coincidió
respecto a individualizar a las autoridades exceptuadas y sugirió incorporar a los
fiscales del Ministerio Público y al gobernador regional respectivo.

Los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;  Chahin,
don Fuad; Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Rincón, don Ricardo;
Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo, formularon indicación
para agregar al artículo único el siguiente numeral 10, nuevo:

“10.- Agrégase en el artículo 44 el siguiente inciso final:

“En ningún caso las medidas de restricción y privación de
la libertad que establecen los artículos precedentes, podrán adoptarse en contra
de  los  parlamentarios,  de  los  jueces,  del  Fiscal  Nacional  y  de  los  fiscales
regionales del Ministerio Público; de los miembros del Tribunal Constitucional, de
los miembros del Tribunal Calificador de Elecciones; del Contralor General de la
Republica y del gobernador regional respectivo.”.”.

Sometido a a votación se aprobó por la unanimidad de los
presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo;
Chahin, don Fuad; Ceroni, don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Rincón, don
Ricardo; Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Nº10 (pasó a ser Nº11)

El diputado Gutiérrez, don Hugo, formuló indicación para
reemplazar el númeral por el siguiente:

“10.-  Reemplázase  el  inciso  tercero,  cuarto  y  quinto el
artículo 51 por los siguientes incisos: 

“Para  proveer  las  vacantes  de  diputados  y  las  de
senadores,  sea  que  esta  se  deba  a  renuncia,  incompatibilidad,  muerte,
enfermedad o incapacidad sobreviniente, así como cualquier otra causal que lo
imposibilite  de  continuar  el  cargo,  el  partido  político  al  que  pertenecía  el
parlamentario  que  produjo  la  vacante  designará  al  nuevo  parlamentario  que
ocupara la vacante. 

Si la vacante se produjere por la pérdida de algún requisito
de elegibilidad se procederá a la realización de elecciones complementarias. En
caso  que  restaran  menos  de  12  meses  para  el  término  del  período,  el
parlamentario no será reemplazado.

Los  parlamentarios  elegidos  como  independientes  no
serán reemplazados.

Los  parlamentarios  elegidos  como  independientes  que
hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos,
serán reemplazados según las reglas establecidas en el inciso primero.”.”.
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El  diputado  señor Chahin  (Presidente) señaló  que  la
propuesta le generaba dudas, pues había mucha lógica en esta propuesta en el
sistema binominal, pero le parecía que con un sistema proporcional, por lista, más
bien lo que ocurres es que corra la lista como ocurre en los casos los concejales y
los consejeros regionales. Al respecto, sugirió tener exactamente la misma norma
y una norma particular  para el  caso del  independiente puro,  donde sí  debiera
existir  una  elección  complementaria,  pues  se  altera  el  principio  de
proporcionalidad con este cambio.

El diputado señor Squella manifestó que era una regla
bastante saludable el  que corra la lista teniendo más alternativas, y el  sistema
actual permite que se den las condiciones, versus el binominal que no existía, o
sea también existía, pero había menos espacio. Pero con eso no se evita algo que
se tuvo a la vista al momento de redactar este número, que es desincentivar que
los ejecutivos levanten parlamentarios para llenar su gabinete, porque en el fondo,
cuál sería la sanción, va a correr la lista,  va a ser llenado ese cargo con una
persona del mismo partido político, entonces, no hay costo alguno para que el
parlamentario esté disponible para irse al ejecutivo, ese era un poco el sentido.

Lo  otro  que  se  necesitaba  hacer  era  una  distinción  de
acuerdo a la causal. Había causales que son naturales, que no son por culpa del
parlamentario, versus el parlamentario que termina siendo condenado. Cómo se
va a premiar a que siga ese escaño siendo utilizado o siendo decidido por  el
mismo partido político, era bien difícil acá tratar de abordar todos los casos, pero
sin duda que que el sistema actual no era bueno y requería una modificación.

El  diputado Chahin  (Presidente) concordó  en  que  el
desincentivo se produce cuando es el partido el que decide, porque era obvio que
al final el partido va a decidir a quién reemplaza, incluso si existe algún tipo de
actuación dolosa de un parlamentario como ocurriría en el caso actual. También
se generaba un incentivo a sacar parlamentarios para nombrarlos en el gabinete,
porque después el partido es el que decide, pero cuando lo que ocurre y corre la
lista, ahí ya lo que prima es la soberanía popular.

De esa forma, se le quita poder a la cúpula del partido,
pues primará la soberanía popular, y además de primar la soberanía popular, se
mantiene la  proporcionalidad,  cosa muy importante,  y  no se altera la  regla de
proporcionalidad,  cosa  que  podría  ocurrir  en  el  caso  de  una  elección
complementaria.

La diputada señora Turres, doña Marisol, consultó si se
estaba  hablando  de  que  corra  la  lista  dentro  del  pacto  al  que  pertenecía  el
parlamentario, o que corra la lista aplicando el sistema proporcional y que podría
cambiar de pacto dentro del pacto, o en su pacto, o toda la lista.

El diputado señor Chahin (Presidente) recordó que no
había subpactos entre partidos.

La diputada señora Turres, doña Marisol, expresó que
al leer la norma o al hablar de que corra la lista, lo que no entendía era si se
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refería a dentro del mismo pacto o, por ejemplo, si a quien le correspondía era de
la Nueva Mayoría o del Frente Amplio.

El diputado señor Rincón estimó la cuestión sumamente
clara y no podía sino que suscribirla ciento por ciento. Eso sí, había que dejar a
salvo  una  situación,  aquella  que  pudiera  haber  elegido  la  lista  tal  número  de
candidatos que pudiera la lista no tener quien la reemplace. Se dirá que podría ser
una situación extraña, difícil, excepcional, pero podría ocurrir y como lo lógico es
colocarse en todos los casos, así como se ha señalado que en el caso de los
independiente, obviamente, no puede aplicar porque no hay lista que aplicar a los
independientes,  pues cada  uno  está  computado  sólo,  entonces no  va  a  tener
cómo hacerse el reemplazo sino con una elección complementaria.

Así,  también  aquí  dejaría  abierta  la  puerta  porque  no
podría pasar a otra lista si la lista se agotó, no puede pasar a otra lista, por lo que
tiene que también tener una norma de complemento del tipo que agotada la lista,
si no hubiere reemplazante, tiene que pasar a elección complementaria.

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) expresó  que
estaba claro que no había mucho ánimo a aprobar la modificación tal como está,
por lo que sugirió dejar el tema pendiente para la próxima sesión y que mientras
tanto se pueda trabajar alguna propuesta de indicaciones que permitan resolver
este tema en la línea de lo que habían conversado.

El diputado señor Saffirio señaló que había que definir
conceptualmente lo que se quiere, pues había personas que opinan que eso no
parece una mala práctica y hay otros que se resistan absolutamente por distintas
razones, alguna razón se tenía que tener sobre eso.

El diputado señor Andrade manifestó, para los efectos
de dejar sentada la cuestión, es que no tiene sentido volver a discutir aquello en lo
que  estaban  todos  de  acuerdo,  y  era  que  el  actual  artículo  51  tampoco  lo
respaldaban  y,  en  consecuencia,  había  que  cambiarlo.  Sobre  esa  base  se
trabajaría  entendiendo  que  el  predicamento  debía  ser  que  opere  la
proporcionalidad y que operen las listas, ese debía ser un criterio ordenador. Sin
embargo, en ese ámbito y manteniendo ese criterio, era posible hacerse cargo de
estas aprensiones que se habían planteado, y ahí verían la redacción.

El  Secretario  de  la  Comisión,  don  Juan  Pablo
Galleguillos, señaló que hay tres alternativas en la materia, que el reemplazo sea
definido  por  un  órgano,  situación  muy  similar  a  la  actual;  la  segunda  era  la
realización de elecciones complementarias y finalmente la tercera sería acudir a
los  resultados electorales  de aquel  que generó la  vacante,  que sería  como el
sistema previo al actual vigente. El tema era definir cuál era el mecanismo que se
estimara conveniente para que la Secretaría trabajase en una redacción.

El  diputado Monckeberg,  don Cristián, señaló  que lo
que se debería resolver ahora es el sistema de reemplazo. Hubo una suerte de
entendimiento o de consenso en la lógica de que corriera la lista, igual que los
concejales y los consejeros regionales. Lo único que estaba pendiente era ver qué
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pasaba con los independientes, si habría elección complementaria o simplemente
quedaba trancado y no se producía el reemplazo.

Entendía que hubo un acuerdo respecto de los Diputados
elegidos en pacto  presentado por  partidos  políticos,  ya  sea como militantes  o
independientes, que corriera la lista, que es el  sistema de concejales y Cores,
donde se permite subpactos, pero el sistema de Diputados no permite subpactos.
Entonces,  si  corre  la  lista,  pasa  para  el  partido  siguiente,  el  que  tenga  más
votaciones.

Pero puede darse que algún partido haya escogido el total
de sus candidatos que llevó, y entonces, si falla alguno de esos, pasa al siguiente
del partido del pacto, porque si un partido elige a todos los candidatos que llevó y
alguno de esos se cae, el reemplazo debería ser de la lista del partido que se
asoció, y que hizo pacto, o sea que hizo coalición.

El diputado señor Squella expresó que podría haber más
de un partido, y en ese caso primero habría que estar a la opción del partido. Una
vez que se define cual fue el segundo partido con la mayor votación, ese era el
sistema que se tuvo vigente después de la reforma constitucional de 1989, duró un
poco ese sistema, y fue el que permitió al senador Otero en su minuto reemplazar
a Jaime Guzmán.

El  diputado señor  Chahin  (Presidente) señaló  que ese
acuerdo lo ratificaban para que se pueda redactar.

El  diputado Monckeberg,  don  Cristián, consultó  que
harían con los independientes. Su estimado amigo Saffirio, si se aplicara lo que
ocurre con los Cores y los Concejales, entendía que los que van por fuera de lista
no se reeligen, no se reemplazan.

El diputado señor Squella estimó que por tratarse de un
tema político si se quiere, se podría redactar por los asesores, aprovechando la
presencia del profesor Máximo Pavez.

El diputado señor Rincón manifestó que, sobre la base
de lo que al colega Monckeberg lo pone inquieto, el tema de los independientes
obviamente debía irse a elección complementaria, si no, no hay cómo aplicar esta
fórmula a los independientes, salvo que el independiente esté pactado, pero en
ese caso aplica la fórmula de la lista en el pacto en que estuviera. Primero su
pacto,  en  el  que  estaba,  posteriormente  en  el  pacto  de  la  lista,  pero  el
independiente  puro,  que  va  solo,  obviamente  debía  acudirse  a  una  elección
complementaria, porque de lo contrario implicaba dejar vacante el cargo y eso no
correspondía.

En todo caso, no podía ser en cualquier tiempo, era cierto,
no tendría lógica que se convoque a elección en los últimos seis meses, cuando
en el fondo se está convocando a una elección que se está dando en paralelo a la
renovación natural. Tiene que ser en un plazo, si es en el último año, a lo mejor.
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El  diputado  señor Chahin  (Presidente) señaló  que
podría ser elección complementaria, pero si es que la vacante se produce hasta el
último  año  que  ahí  no  se  reemplace,  pues  se  reemplazará  en  la  elección
parlamentaria siguiente, y que para los efectos del quórum no se contabilizará ese
cupo. Estimó que era lo más razonable, si es que la vacante se produce dentro de
los  doce  meses  anteriores  a  una  elección,  que  no  se  realice  la  elección
complementaria,  sino  que  efectivamente  se  quede  vacante  el  cupo  y  no  se
contabilice para los efectos de los quórums.

El  Secretario  de  la  Comisión,  señor  Juan  Pablo
Galleguillos, informó la propuesta que se encomendó redactar a la Secretaría, a
la  luz de los acuerdos alcanzados en la  sesión anterior  en la  materia.  Dichos
acuerdos eran seguir la lógica de los consejeros regionales y de los concejales, y
un arreglo especial en relación a los independientes. El contenido es el siguiente:

“Artículo  .-  Si  falleciere  o  cesare  en  su  cargo  algún
diputado o senador durante el desempeño de su mandato, la vacante se proveerá
con el ciudadano que, habiendo integrado la lista electoral de quien provoque la
vacancia, habría resultado elegido si a esa lista hubiere correspondido otro cargo.
Si  quien cesare hubiere sido elegido dentro de un subpacto,  la  prioridad para
reemplazarlo corresponderá al candidato que hubiere resultado elegido si a ese
subpacto le hubiere correspondido otro cargo.

En caso de no ser aplicable la regla anterior, la vacante
será proveída por la Corporación que hubiera integrado quien causare la vacancia
por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, de entre los incluidos en una
terna propuesta por el partido político al que hubiere pertenecido al momento de
ser elegido. Para tal efecto, el partido político tendrá un plazo de diez días hábiles
desde su notificación por el secretario de la respectiva Corporación de haberse
producido la vacancia. Transcurrido dicho plazo sin que se presente la terna, quien
provoca la vacante no será reemplazado. La respectiva Corporación deberá elegir
al  nuevo  integrante  dentro  de  los  diez  días  siguientes  de  recibida  la  terna
respectiva; y si no se pronunciare dentro de dicho término, la persona que ocupe
el primer lugar de la terna asumirá de pleno derecho el cargo vacante.

Situación independientes

A  quienes  hubieren  sido  elegidos  como  independientes
integrando  pactos,  se  aplicará  lo  dispuesto  en  (el/los  …)  incisos  del  presente
artículo. Si no hubieren integrado pactos, serán reemplazados mediante elección
complementaria,  únicamente  si  la  vacancia  se  hubiera  producido  doce  meses
antes del  día de elección de diputados o senadores para el  siguiente período
legislativo.

El nuevo diputado o senador permanecerá en funciones el
término que le faltaba al que originó la vacante, pudiendo ser reelegido.”.

Asimismo,  informó una propuesta  hecha llegar  por  Max
Pavez.
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El  diputado  señor Coloma expresó  que  prefería  la
propuesta de Max Pavez,  donde era  el  Tribunal  Calificador  de  Elecciones (en
adelante,  ‘Tricel’)  el  que nombra cuando se  da la  lógica  de que una persona
fallezca o cese en su cargo, pues tiene que ser él el que establezca a quien es el
que corresponde, al Tricel le corresponde calificar quien es la persona que obtiene
los votos suficientes para ser nombrados, no a la Corporación a la que pertenecía
el que causó la vacancia.

Respecto  de  la  situación  de  los  independientes,  no  le
parecía que en el caso de que un independiente fallezca o cese en su cargo deba
ser  reemplazado,  pues eso efectivamente  lo  que hacía  era  alterar  la  voluntad
popular que hubo al momento de elegir a ese independiente. Precisamente, si fue
electo, fue probablemente con el nuevo sistema con porcentajes menores al 25, al
30%, por lo tanto hubo una intención de que fuese ese ciudadano, ajeno a los
partidos políticos, quien ejerciera el rol.

Pero  al  hacerse  una  elección  complementaria,
probablemente  va  a  ser  electa  una  persona  que  tenga  militancia  política  y,
probablemente, esa persona va a ser de la coalición mayoritaria al momento de
que se realice esa elección complementaria. Entonces, al final lo que ocurriría era
que cuando fallezca o cese una persona independiente, va a ser un subsidio a la
coalición mayoritaria la posibilidad de realizar una elección complementaria, o la
que sea.

El  diputado  señor Rincón señaló  que  el  punto  que
colocó el colega Coloma no era menor desde el punto de vista de la soberanía
popular,  y  lo  que ella  implica  en un acto  electoral.  Entonces,  la  pregunta  que
tendrían que hacerse era si les importaba ese punto, esto es, que el independiente
o la independiente electa popularmente pueda mantener esa representación.

Además,  era  muy  escasa  y  muy  sui  generis.  A  él  le
preocuparía la situación, porque además eran escasos, y por lo tanto si llegaban
como independiente eran representativos, muy representativos en un sistema de
alta competencia, donde la lista va sumando unos con otros a tal punto que exista
el  diputado o  la  diputada de lista,  porque son los  votos  de la  lista  los que lo
consagran o las consagran.

Si  eso  importara  y  a  le  preocupara,  entonces,
evidentemente que la elección complementaria no era la solución, porque termina
consagrando, por texto legal, que en el reemplazo la coalición mayoritaria en el
territorio se lleva el cargo. En ese caso, dado que era excepcional porque él no
puede, el procedimiento para el independiente era excepcional, no aplica el otro
procedimiento, no puede aplicar porque no estaba en lista, tendríamos que tener
un procedimiento excepcional y la única alternativa que se le ocurría, pensando en
voz alta,  era que el independiente tuviera reemplazante previo, no veía otra o,
derechamente,  no  tuviera  elección  complementaria,  pero  la  no  elección
complementaria  también  significaba  privar  al  mundo  independiente  de  un
representante, también por texto legal.

Era como lo contrario de saber que, en definitiva, si había
elección complementaria en el 98, 95, 99% de los casos se la llevaba la colisión
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mayoritaria del territorio, lo contrario era que no se la llevaba nadie, y eso también
beneficia  a  las  coaliciones  que  tengan  mayoría,  porque  asientan  la  mayoría
respectiva automáticamente.

Le daría vuelta a la posibilidad que tuviera reemplazante
designado  y  establecido  por  ser  independiente  en  el  propio  acto  electoral  de
declaración  de  su  propia  candidatura,  que  por  lo  demás  requería  firmas
ciudadanas para poder presentarse.

El  diputado  señor  Chahin  (presidente)  quería
argumentar a favor, no de la solución, pero sí de alguna forma del problema que
se  generaría  al  no  generar  reemplazo.  Poniéndose  en  el  escenario  que  en
circunscripciones senatoriales de las regiones extremas, que eran más pequeñas
y ganan los independiente, se tenga en esas regiones, donde se mantienen los
dos senadores y que uno de ellos sea independiente, que si fallece o cesa en el
cargo y no se puede reemplazar por elección complementaria, ese territorio pierde
el 50% de sus representantes.

Por ejemplo, en el Senado que son 8 años, podría ocurrir
el caso de que al primer año un independiente de una región extrema, el senador
fallece ejerciendo el cargo, y se dejará siete años a una región con el 50% de su
representación  al  establecer  que  no  tendrá  reemplazo  por  el  hecho  de  ser
independiente. Eso era un castigo también a la región por elegir un independiente,
entonces, tampoco era una buena solución.

Podía ser la solución la que planteaba el diputado Rincón,
o  establecer  una  elección  complementaria,  porque  al  final  se  le  estaba
devolviendo  a  la  propia  ciudadanía  la  posibilidad  de  reemplazar  a  ese
independiente, situación que obviamente va a ser la excepción, pero cuando se ve
en el conjunto del país un cargo, la verdad era que probablemente no generara
una gran diferencia el punto de vista de la correlación de fuerzas políticas, pero en
ese territorio sí, al quedar con un representante menos. Ello podría, efectivamente,
ser muy significativo, por lo que si tenía que optar, optaba por la propuesta que
había en ese momento.

El  diputado Monckeberg,  don  Cristián, expresó  que
tenía más dudas y que quería despejar. En el inciso primero se habla de los sub
pactos, pero tenían resuelto que en la elección de parlamentarios no había sub
pactos.

El diputado Chahin (presidente) señaló que no hay sub
pactos entre partidos, pero como independientes si, entonces un sub pacto de un
partido podía sub pactar con un independiente.

El  diputado Monckeberg,  don Cristián, manifestó  que
en el inciso segundo tenía una duda, pero entendía  que estaba resuelta en el
inciso final, al hablar de que el reemplazo era por el nombre que plantee el partido
político, una terna, y si hay independientes rige la misma regla, estaba claro que
eso venía en el inciso siguiente.
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Una  duda  ya  más  de  fondo  era  la  elección
complementaria.  Como no vivía cuando habían elecciones complementarias en
Chile, en esa época, consultó cómo funcionaba, era una elección complementaria
de qué tipo, cómo se organizaba, bajo qué sistema electoral, qué fórmula, si era
uninominal.

Consultó  porque  estaban  creando  una  elección
complementaria con un sistema D’Hondt, pero un sistema D’Hondt para elegir a
uno no le calzaba. Le gustaba la idea de la elección complementaria, pero tenían
que ponerse de acuerdo en eso primero, porque si estaban aprobando la elección
complementaria, tenían que ver cómo elegirían al caballero o a la señora, porque
si era uninominal, no sabía como funcionaba en Chile en los años ‘60 cuando
hubo  elecciones  complementarias,  que  tenían  sistema  proporcional  y  hubo
elecciones complementarias, cómo se elegían esos señores, si  bastaba el que
sacara más votos, un voto más y era elegido, si acaso podían ir varios candidatos
por lista.

Eran varias las cosas las que había que conversar antes
de aprobar, sí es que lo llegaran a aprobar, eso para que quedara claro.

El diputado señor Chahin (Presidente) señaló que tenía
toda la razón el diputado Monckeberg, pero estimó que esa era materia de ley
orgánica. En todo caso, no conoció el  sistema en la práctica, porque no había
nacido en esa época.

El  diputado  señor Squella  expresó,  para  acotar  la
discusión, que le daba la impresión que en la primera alternativa, es decir, que
funcionara el mecanismo que hoy día se ejerce para los consejeros regionales y
para los concejales en caso de fallecimiento estaban de acuerdo.

Inmediatamente, pasando al inciso segundo, si es que no
fuera  el  caso,  es  decir,  ya  todos  los  cargos  que  se  podían  elegir  en  un
determinado pacto,  no sub pacto,  sino que en un determinado pacto ya están
ocupados, porque a cada uno de ellos le fue muy bien en ese pacto y están todos
electos, ahí recién pasaban al caso de que la Corporación elige dentro de una
terna.

En cuanto a lo que planteó el diputado Coloma, entendía
que no era que en el escenario del primer inciso elija la Corporación. En el primer
escenario, la elección se regía, en el fondo, por las normas, por la sentencia del
Tricel,  eso  era  lo  que mandaba,  nada que ver  la  Corporación,  la  Corporación
recién entra en juego cuando no aplica ese inciso primero, que hoy día, entendía,
no habría ningún caso. Habría casos de sub pactos que eligieron a cada uno de
sus candidatos en algunos distritos, como Renovación Nacional en Las Condes,
pero no en pactos completos. En ese sentido, siempre estarían dentro del inciso
primero en el actual escenario.

Visto  lo  anterior,  la  cuestión  era  determinar  cuál  era  la
justicia que tiene esto. En el caso de la terna, que en la propuesta plantea que
defina la Corporación si es que se generara la vacante, la pregunta es por qué
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darle una atribución tan potente al partido político más que, en el fondo cuál era la
justicia de que elija la Corporación.

Hoy  día  lo  cuestionado  era  que  el  partido  elija  sin
preguntarle a nadie, y esto era un término medio, o menos invasivo desde un
punto vista, o menos discrecional desde el punto de vista del partido político el
hacer partícipe al resto de la Corporación, a personas que fueron electas con el
voto popular. Así, hacer de alguna manera indirecta partícipe a la ciudadanía en la
elección o en la suplencia, en el llenado de esa vacante. Ahí por lo menos estaría
la justificación profunda de que esas personas están validadas con el voto popular.

Le  hacía  mucho  sentido  lo  que  planteó  el  diputado
Coloma, y lo que se dijo después respecto de los independientes, no estaba lo
suficientemente  resuelto.  Basarse  en  la  lógica  de  un  suplente,  se  tuvo  un
mecanismo de suplentes en el  caso de los consejeros regionales cuando eran
electos según los concejales, se presentaban con un nombre suplente. No sabía
cuáles serían las implicancias de algo así, era innovador, pero estaba abierto, por
supuesto, a estudiarlo.

No  le  generaba  conflicto  el  tema  de  la  elección
complementaria,  o al  menos,  no le generaba el  mismo conflicto  que generaba
años atrás la elección complementaria. Estudió ese debate en su momento y se
verá que el  inciso final  del  artículo  51 de la  Constitución que en ningún caso
procederá la elección complementaria, la justificación de esa frase tenía que ver
en el cómo podría alterar o desestabilizar un caso puntual el ejercicio del mismo
Ejecutivo, porque al final del día era un pronunciamiento más bien de cómo estaba
el gobierno de turno. 

Y ello se justificaba en que antes no se tenía acceso a
encuestas, no había la posibilidad de tener sondeos, de tener conocimiento de
cuál era la aprobación o rechazo que la ciudadanía tenía respecto del gobierno y,
por supuesto, también tenía que ver con materias propias del intervencionismo del
gobierno de turno,  cómo se las arreglarían en el  fondo para poder  lograr  ese
escaño.

Y si bien esa regla estaba vigente hoy día, la resistencia a
la elección complementaria, estimaba, era infinitamente menor que la que podía
generar año atrás.

El  diputado  señor Chahin  (Presidente)  recordó  que
tendría que ser un caso excepcionalísimo, tendría que ser más de uno el que
falleciere o cesar  en el  cargo,  porque las listas,  en general,  salvo en algunos
casos, debieran tener más candidatos que cargos que elegir, y que no siempre se
llenan.

El  diputado  señor Rincón estimó  que  todos  estaban
conscientes de que el principal problema se produce respecto al independiente,
ahí está el punto, porque entendía el reemplazo en el caso de las listas estaba
cubierto por las propias listas, sea en su pacto, sea pactos en general. Si bien era
efectivo que algunas coaliciones no llenaron todas las listas, fueron casi al justo en
las listas, pero debiera por esa vía solucionarse el  problema, en general. Pero
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donde no tenía solución, porque no puede haber derechamente lista que corra, era
en el caso del independiente. Ese era el punto. 

No le gustaba que el partido proponga una terna que sea o
esté sujeta al escrutinio de la Corporación. Si derechamente lo propone el partido
a quien cumpla los requisitos para reemplazar a alguien del partido, por qué la
Corporación va a tener que elegir de entre tres que le proponga el partido. No le
gustaba, lo manifestaba derechamente, no aprobaría eso, porque al final lo que
terminaba haciendo el partido era trasladar al órgano corporativo la disputa interna
partidaria, si no había que verse la suerte entre gitanos.

Con una terna se da espacio a tres grupos, y cuál de los
tres grupos ganará será en función de su ascendiente, vínculos, nexos al interior
de la Corporación. Entonces, si el partido va a reemplazar, lo propone y listo, se
acabó el tema. Si no, ocurrían estas cosas como las que se proponen, que si la
corporación no quisiera por un respeto a la segunda o tercera alternativa, y que se
aplicaría como regla de reciprocidad, es decir, no hacer nada de hecho, eso ya lo
esboza la propia norma al disponer que después de 10 días, queda el primero de
la terna. Eso no tiene lógica, proponer normas con una trampa entremedio.

Se deben tener normas que funcionen bien, y la norma
que funciona bien, si va a ser el partido, bueno, que el partido proponga, que el
reemplazante cumpla los requisitos legales, jure y se acabó.

Respecto a los independientes, insistió en que se debía
determinar si les interesaba salvaguardar o no el cupo de los independientes. Esa
debía  ser  la  pregunta  de  la  mesa,  si  les  interesaba  salvaguardar  el  cupo
independiente, tenían que establecer un mecanismo que posibilite eso.

La elección complementaria, en general, dificultaba que lo
posibilite, porque quien se lo llevaba, tal como consultó el colega Monckeberg qué
mecanismo operaba, tendría que operar el sistema electoral vigente, pero como es
uninominal quedaba trastocado, porque el sistema D’Hondt o el sistema que uno
aplique al ser uninominal se trastocaba.

La media sería hoy día N+1, y todas las coaliciones van a
competir con dos contra un independiente que va a ir por ese cupo independiente,
que a lo mejor ni siquiera estaba identificado con ese diputado independiente o
senador independiente que falleció, por ejemplo.

La  elección  complementaria  en  el  caso  de  los
independientes, a lo menos, si la aprobaban la prefería a esa cosa híbrida, rara,
de una terna a la corporación respectiva. Pero si se llegaba a aprobar, había que
ser claros en que el que va a ganar esa elección complementaria era el 99,9% era
la coalición más fuerte del territorio, no los independientes. Por lo tanto, en ese
minuto no habría representación de independientes, muere.

Frente a ello, una alternativa era dejar vacantes y la otra
alternativa, el que tenga un reemplazante, porque la representación independiente
era excepcionalísima. Por ello, propuso un mecanismo excepcionalísimo, y que
fuera que el independiente tuviera reemplazante, lo designa y lo define antes y la
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ciudadanía va a votar por esa dupla, porque va a conocer a su independiente de
reemplazo.  En  el  acto  electoral  va  a  estar  refrendado,  en  urna.  Porque  es
excepcionalísima la elección de un independiente, debía ser excepcionalísimo el
mecanismo de reemplazo de ese independiente.

El diputado señor Chahin (Presidente) señaló que en el
tema  del reemplazo de los que van en una lista, y cuando no hay más cupos, que
sería  muy  excepcional,  en  esos  casos  también  se  podría  de  alguna  forma
establecer  una  elección  complementaria,  que  era  una  manera,  también,  de
sancionar la incapacidad de los partidos de llenar sus cupos.

Si se tiene legalmente la posibilidad de llevar un candidato
más que un número de cargos a elegir, la posibilidad de que un partido o un pacto
no tenga dentro de esa lista el reemplazo va a ser bien excepcional, y va a ser
cuando probablemente no ocupe todos los cargos que tenía la lista,  o cuando
tenga dos personas que hayan cesado en el cargo o fallecido.

En ese caso se pudiera aplicar  la  misma regla que los
independientes,  elección complementaria  derechamente.  Entonces,  en lugar  de
tener tres sistemas de reemplazo, se tienen dos nada más, uno que corre la lista y
el  otro  elección  complementaria,  porque  tener  tres  sistemas  de  reemplazo  le
parecía que hacía bastante compleja la implementación frente a una en que el
poder lo tienen los ciudadanos a través de los votos que hicieron en la elección
original, donde corre la lista, en la otra la tiene el partido, y en la tercera se hace
una elección nueva, distinta.

Eso resolvía el problema y además era un incentivo para
que los pactos llenen todos los cupos de la lista. No sabía cómo era la fórmula, si
alguno tenía algún antecedente de cómo era el sistema pre ’73, pero sabía que no
habían pactos. Quizás antes de resolver se debería aprender algo de eso, porque
antes del ‘73 era proporcional, pero sin pactos, no sólo sin sub pactos, sino sin
pactos entre partidos.

Visto  todo  lo  anterior,  sugirió  adoptar  los  siguientes
acuerdos  preliminares:  que  en  primer  lugar  corre  la  lista  en  el  pacto.  Si  no
quedaban más en el pacto, primero el sub pacto y después el pacto. Luego, en los
casos en que no queden más cupos en la lista, en el pacto o en el sub pacto,
después de eso se aplique la misma norma que los independientes,  es decir,
elección complementaria. Hasta ahí estarían de acuerdo, hasta el inciso primero.
Hasta ahí habría acuerdo y en la siguiente sesión seguirían con el resto.

En cuanto a incorporar  en la redacción al  Tricel  no era
necesario  colocarlo  en  la  Constitución,  porque  era  de  la  actividad  propia  del
tribunal hacerlo. En la práctica, la Corporación consultaría al Tricel quien era la
persona que le correspondería.

El  diputado  señor  Monckeberg,  don  Cristián,  formuló
indicación para reemplazar el numeral 10, por el siguiente:

“10.- Reemplazase el artículo 51 por el siguiente:
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“Artículo 51.- Se entenderá que los diputados tienen, por el
solo ministerio de la ley, su residencia en la región correspondiente, mientras se
encuentren en ejercicio de su cargo.

Las elecciones de diputados y de senadores se efectuarán
conjuntamente. Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos.

Las  vacantes  de  diputados  y  las  de  senadores  se
proveerán con el ciudadano que, habiendo integrado la lista electoral del diputado
o senador que provoque la vacancia, habría resultado elegido si a esa lista hubiere
correspondido otro cargo. Si quien cesare en el cargo hubiese sido elegido en el
cupo  correspondiente  a  un  partido,  ya  sea  como  militante  o  independiente
asociado,  corresponderá  reemplazarlo  con  el  candidato  que  hubiere  resultado
elegido si a ese partido le hubiere correspondido otro cargo.

En caso de no ser aplicable la regla anterior, la vacante
será proveída por la Corporación que hubiera integrado quien causare la vacancia
por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, de entre los incluidos en una
terna propuesta por el partido político al que hubiere pertenecido al momento de
ser elegido. Para tal efecto, el partido político tendrá un plazo de diez días hábiles
desde su notificación por el secretario de la respectiva Corporación de haberse
producido la vacancia. Transcurrido dicho plazo sin que se presente la terna, quien
provoca la vacante no será reemplazado. La respectiva Corporación deberá elegir
al  nuevo  integrante  dentro  de  los  diez  días  siguientes  de  recibida  la  terna
respectiva; y si no se pronunciare dentro de dicho término, la persona que ocupe
el primer lugar de la terna asumirá de pleno derecho el cargo vacante.

Si la vacancia se produjere por un parlamentario elegido
como independiente, sin haberse asociado con partidos políticos, no procederá el
reemplazo  si  ésta  se  produjese  hasta  un  año  antes  del  término  del
correspondiente periodo legislativo. Si por el contrario, la vacancia se produjere
antes de dicha fecha, se procederá a elecciones complementarias, de acuerdo a
un sistema mayoritario uninominal, en los términos que disponga la ley orgánica
constitucional a la que se refiere el inciso primero del artículo 47.

Dentro de los diez días siguiente de producida la vacancia
a la que se refiere el inciso anterior, el Presidente de la República convocará a los
ciudadanos  a  la  elección  complementaria  dentro  de  los  ciento  veinte  días
posteriores a la convocatoria, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no
fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente. Sin perjuicio de lo
anterior, en caso de corresponder realizar la elección en año electoral, ésta se
realizará en la misma fecha de la respectiva elección. El parlamentario que resulte
elegido asumirá su cargo el décimo día después de su proclamación.

El nuevo diputado o senador ejercerá sus funciones por el
término que faltaba a quien originó la vacante.”.

Se  acordó  votar  en  forma  separada  cada  uno  de  los
incisos.
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Sometido a votación el inciso primero de la indicación se
aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la
diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don
Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Coloma,  Juan  Antonio;
Monckeberg,  don  Cristián;  Rincón,  don Ricardo;  Saffirio,  don René;  Soto,  don
Leonardo;  Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Sometido a votación el inciso segundo de la indicación se
aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la
diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don
Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Coloma,  Juan  Antonio;
Monckeberg,  don  Cristián;  Rincón,  don Ricardo;  Saffirio,  don René;  Soto,  don
Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Sometido a votación el inciso tercero de la indicación se
aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la
diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don
Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Coloma,  Juan  Antonio;
Monckeberg,  don  Cristián;  Rincón,  don Ricardo;  Saffirio,  don René;  Soto,  don
Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Sometido a votación el  inciso cuarto de la indicación se
aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la
diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don
Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Coloma,  Juan  Antonio;
Monckeberg,  don  Cristián;  Rincón,  don Ricardo;  Saffirio,  don René;  Soto,  don
Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Sometido a votación el  inciso quinto de la indicación se
rechazó por 3 votos a favor y 8 en contra. Votaron por la afirmativa los diputados
señores Chahin, don Fuad; Soto, don Leonardo y Trisotti, don Renzo. Votaron en
contra la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade,
don  Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Coloma,  Juan  Antonio;  Monckeberg,  don
Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René y Squella, don Arturo.

Atendido  el  resultado  de  votación  del  inciso  quinto,  el
diputado señor Coloma formuló la siguiente indicación:

“Para  agregar  al  artículo  51  propuesto  en  el  Nº10,  un
inciso quinto del siguiente tenor:

“Si la vacancia se produjere por un parlamentario elegido
como independiente, sin haberse asociado con partidos políticos, no procederá su
reemplazo.”.”

Sometida  a  votación  la  indicación  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Ceroni,  don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, Juan Antonio; Monckeberg,
don  Cristián;  Rincón,  don  Ricardo;  Saffirio,  don  René;  Soto,  don  Leonardo;
Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.
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El inciso sexto de la indicación del diputado Monckeberg,
don Cristián, se entendió rechazado por ser incompatible con lo recién aprobado. 

Sometido  a  votación  el  inciso  final  de  la  indicación  del
diputado Monckeberg, don Cristián, se aprobó por la unanimidad de los diputados
presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los
diputados  señores Andrade,  don Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don
Fuad;  Coloma,  Juan  Antonio;  Monckeberg,  don  Cristián;  Rincón,  don  Ricardo;
Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Se  dio  por  rechazada  la  indicación  del  diputado  señor
Gutiérrez por ser incompatible con lo aprobado.

Nº 11 (pasó a ser Nº12)

Se acordó debatir y votar cada una de las letras de este
numeral, en forma separada.

Literales a), b) y c)

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) expresó  que
tenía una duda, porque más bien las facultades de fiscalización son respecto de
los actos de gobierno y del Ejecutivo, pero no de los gobiernos regionales. Los
gobiernos  regionales  los  fiscalizan  los  consejeros  regionales,   los  consejos
regionales son los fiscalizadores del gobierno regional y el gobernador regional,
sus atribuciones que, en general, dicen relación con el gobierno regional, con las
nuevas facultades que se le  traspasan,  las nuevas competencias,  pero de los
gobiernos regionales y la representación del gobierno central en la región la tiene
el delegado presidencial.

Por  ello,  se  podía  estar  confundiendo  su  facultad  de
fiscalización con la facultad de fiscalización que tienen los consejeros del gobierno
regional. Solicitó una precisión de la Secretaría respecto a aquello.

El  Secretario  de  la  Comisión,  don  Juan  Pablo
Galleguillos, recordó el informe que esta Comisión elaboró frente a la consulta
que formuló la Sala respecto de los actos de gobierno. En uno de sus puntos, la
Comisión concluyó que la Cámara de Diputados puede fiscalizar a los gobiernos
regionales,  pero  no  a  las  municipalidades,  de  acuerdo  a  las  reformas
constitucionales  del  año  2005.  Ese  criterio  sirve  para  excluir  la  competencia
atendida la nueva reglamentación de los gobiernos regionales.

El  diputado  señor Squella consultó  cuál  sería  el
equilibrio natural de los gobernadores regionales como primera autoridad de la
región,  manejando recursos públicos del  presupuesto nacional.  Se necesita un
equilibrio y si ese equilibró no lo da la Cámara de Diputados, quién eventualmente
lo  haría.  Lo  de  los  delegados  claro,  efectivamente  también  suena  razonable
considerarlos.

El diputado señor Rincón señaló que el informe citado
por la Secretaría hacía claridad en el punto sobre la facultad de fiscalización de lo
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que es la extensión del gobierno en el territorio, porque se mantiene el concepto
de estado unitario pero con otras características, en términos básicamente de la
elección y sus facultades.

Pero  de  hecho,  el  presupuesto  de  esos  gobiernos
regionales va a ser discutido y aprobado en el parlamento y no le cabía la menor
duda que así  como hoy día  tiene al  Ministro  del  Interior  y  eventualmente sus
subsecretarios  defendiendo  sus  presupuestos,  el  próximo  año  o  el  año  que
corresponda, el 2020 o el 2021, se va a tener a cada uno de los gobernadores
regionales defendiendo su presupuesto en este Congreso Nacional y el órgano
político y de fiscalización no va a ser el Senado, va a seguir siendo la Cámara de
Diputados. Ahí había que refrendarlo, sí con el complemento que bien agrega el
presidente,  no  sería  lógico  que  se  colocara  a  los  gobernadores  o  futuros
gobernadores regionales y no colocáramos a los delegados presidenciales que es
la continuidad del ministerio de Interior  en la región, y sigue siéndolo con otro
nombre, exactamente delegados regionales y provinciales porque tienen incluso
esa diferenciación, se debiera hacer la incorporación de todos ellos, manteniendo
la fiscalización en el órgano que corresponde, que es la Cámara de Diputados.

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) señaló  que  a
mayor  abundamiento,  el  gobernador  regional  también  puede  ser  objeto  de
acusación constitucional.

La  Secretaría expresó  que  la  Cámara  de  Diputados
aprobó,  en  el  proyecto  de  elección  de  gobernadores  regionales  que  fuesen
acusados, pero no prosperó en definitiva. La Comisión y la Cámara de Diputados
si acogieron esa tesis, pero no prosperó y sólo quedó lo del delegado.

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) propuso
mantener  la  norma  propuesta  en  la  moción,  incorporando  a  los  delegados
presidenciales regionales y provinciales.  Con todo,  no era claro el  por  qué no
podrían citarlos.

El diputado señor Squella manifestó que la interpelación
está circunscrita a los ministros. Estaba bien ponerlos en la categoría de ministros,
pero  la  interpelación  estaba  reservada  exclusivamente  a  los  ministros  y  a  los
cabezas de región.

El diputado señor Saffirio expresó que había dos figuras
distintas ahí, porque por un lado hay un gobernador elegido por votación popular,
y por otro lado están los delegados designados por el ejecutivo. Así, se tendrá a
un gobernador regional elegido por votación popular al cual se podrá convocar e
interpelarlo y un delegado presidencia provincial, que no era claro por qué se le
terminaría interpelando.

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) sugirió  que
quedara hasta delegado presidencial regional. 

Sometidos  a  votación  los  literales,  se  aprobaron  por  8
votos  a  favor,  uno  en  contra  y  una  abstención.  Votaron  por  la  afirmativa  los
diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan
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Antonio;  Monckeberg,  don  Cristián;  Rincón,  don  Ricardo;  Saffirio,  don  René;
Squella,  don  Arturo  y  Trisotti,  don  Renzo.  Votó  en  contra  el  diputado  señor
Gutiérrez, don Hugo. Se abstuvo el diputado señor Soto, don Leonardo.

*********

El  diputado  señor  Chahin  formuló  indicación  para
intercalar en este numeral 11) el siguiente literal d), pasando el d) a ser e) y así
sucesivamente:

“d) Para intercalar en el párrafo segundo de la letra c) del
número 1), entre “Los” y “Ministros de Estado”, la frase “gobernadores regionales,
los”.”.

El diputado señor Saffirio manifestó dudas respecto a la
obligatoriedad de los gobernadores regionales y de los delegados presidenciales
regionales de concurrir a las comisiones investigadoras.

El  diputado  señor  Chahin  (Presidente) señaló  que
cualquier funcionario público está obligado a comparecer.

El diputado señor Soto expresó que el tema es si son
gobiernos autónomos o no, si tienen su propio mecanismo de control y eso es lo
que hay que ver allí.

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) manifestó  que
había un punto. Efectivamente podría abrirse discusión respecto a la figura del
gobernador regional, respecto del delegado presidencial no había ninguna duda
que puede ser citado, porque si los ministros de Estado o los demás funcionarios
de la administración y el personal de las empresas del Estado de aquellas en que
estas  tengan  participación  mayoritaria,  todos  ellos  pueden  venir,  pero  para  el
gobernador regional puede entenderse que esto no funciona.

El  diputado  señor Squella expresó  que  ha  ocurrido
comúnmente  que  se  les  cita  y  es  una  citación,  no  es  una  invitación,  hacia
cualquier funcionario hoy día a la cabeza del gobierno regional.

El diputado señor Chahin (Presidente)  señaló que hoy
estaba claro, porque el gobierno regional era parte de la administración, pero con
la figura del gobernador regional electo podría abrirse una discusión, decir que es
un  funcionario  de  la  administración  o  no,  como  por  ejemplo,  ocurre  con  los
alcaldes.

El diputado señor Soto manifestó que la figura evocada
como ejemplo era bien válida, la de los alcaldes, porque en general a ellos no se
le aplican estas normas. Primero, porque son cargos electivos y también porque
son  personas  jurídicas  de  derecho  público  y  autónomas,  son  corporaciones
autónomas derecho público, así lo establece su ley orgánica, y eso lo sustrae de
este mecanismo de control. Entonces, tanto en esta norma como en la anterior,
habría  que  también  ver  la  compatibilidad con  las  que se  han  aprobado  estas
materias  respecto  a  los  gobernadores  regionales,  para  definir  su  exacta
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naturaleza,  porque si  no, se van a tener algunas dificultades porque tienen su
propio estatuto de control y de responsabilidad, y eso no lo estaban teniendo a la
vista.

El  diputado  señor  Chahin  (Presidente) expresó  que
atendido lo recién aprobado, si van a poder citar a los gobernadores regionales,
los van a poder interpelar, se debiera poder citarlos.

El diputado señor Squella manifestó que dentro de todo,
ese no era el motivo del proyecto. El proyecto a lo que apuntaba era extender por
un año una vez de expiradas las funciones dentro de la administración el plazo de
convocatoria.  Eso era una votación,  y  la  otra  era si  es que explícitamente se
incorporaba a los gobernadores regionales.

El diputado Chahin (Presidente) señaló que incorporar a
los  gobernadores  regionales  antes  de  demás  integrantes  de  la  administración
podía generar confusión, pues se estaría asumiendo que el gobernador regional
es  un  funcionario  de  la  administración,  cuestión  que  no  era  así.  Entonces,
convenía partir por los gobernadores regionales antes de los ministros de Estado,
para que la frase cerrara con los demás funcionarios de la administración.

El diputado señor Andrade señaló que al margen de los
tecnicismos jurídicos  –los  que  siempre  eran muy relevantes  e  interesantes  de
escuchar- lo que había aquí era una convicción política. El punto era que estaban
en una sociedad que requiere de mucha fiscalización y, en consecuencia, de la
fisonomía del  órgano fiscalizador,  que por  esencia es el  Congreso Nacional  y,
particularmente, la Cámara de Diputados, tiene que ser el de ampliar el ámbito de
su tarea y no reducirlo.

En ese sentido, encontraba muy insólito que de pronto en
el  órgano  que  siempre  reclama  por  tener  mayores  y  mejores  accesos  a  la
fiscalización, sus propios integrantes coarten esa posibilidad.

Sometida a votación la indicación se aprobó por 8 votos a
favor,  uno en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados
señores  Andrade,  don  Osvaldo;  Chahin,  don  Fuad;  Monckeberg,  don  Cristián;
Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo
y Trisotti, don Renzo. Votó en contra el diputado señor Gutiérrez, don Hugo. Se
abstuvo el diputado señor Coloma, don Juan Antonio.

Literal d) (pasó a ser literal e))

Sometido a votación el literal se aprobó por 7 votos a favor
y  2  en  contra.  Votaron  por  la  afirmativa  los  diputados  señores  Andrade,  don
Osvaldo; Chahin, don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto,
don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti,  don Renzo. Votaron en contra los
diputados señores Coloma, don Juan Antonio y Gutiérrez, don Hugo.

***********
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El diputado señor Rincón, don Ricardo, formuló indicación
para agregar el siguiente literal e):

“e)  Para  eliminar  en  la  letra  d)  del  N°2   la  palabra
“soborno” y reemplazar en todo el referido numeral la palabra “concusión” por la
expresión “cohecho” cada vez que aparece.

La Secretaría observó que en la causales de los ministros
de Estado, en el  ámbito de los delitos, no infracción constitucional, sino de los
delitos,  se  disponen  traición,  malversación  de  fondos  públicos,  concusión  y
soborno. En buenas cuentas, concusión y sobornos son el anverso y reverso de la
misma  moneda,  pero  en  cambio,  en  el  caso  de  los  delegados  presidenciales
regionales,  provinciales  y  las  autoridades  de  aquellos  territorios  especiales,  el
soborno no quedó incluido, y no es claro por qué, por qué si se solicita una dádiva,
pero no si se otorga. Quizás esta sea una oportunidad para aclarar el punto, ya
quitándolo o agregándolo según el caso. 

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) señaló  que
debería ser cohecho.

El  asesor  legislativo  de  la  bancada  del  Partido
Socialista, señor Enrique Aldunate, expresó que la pregunta es si conviene o se
justifica  en  cierta  manera,  sostener  eventualmente  causales  que  sean
configuradoras de un delito como para justificar en este caso la mantención o el
supuesto de esta causal. Ahora, el tema era que la nomenclatura que ha utilizado
la Constitución históricamente,  quizá no se avenía a las fórmulas que debería
tener, a nivel de lo que eran las tipificaciones existentes. 

En esa misma línea, obviamente los delitos funcionarios,
ya  desde  el  año  1999,  arrastran  una  serie  de  modificaciones  que  eran  bien
relevantes, entonces si  la lógica apuntaba que ciertos delitos funcionarios, que
podrían ser los considerados de la mayor gravedad, como puede ser el peculado a
través  de  la  malversación,  eventualmente  ciertas  conductas  defraudatorias,
eventualmente las conductas que afectan la imparcialidad en el  ejercicio  de la
administración  pública,  como  son  las  figuras  en  que  estaban  los  cohechos
agravados,  el  cohecho  en  su  figura  simple  o  eventualmente  el  cohecho  del
particular en estricto rigor, y que ordinariamente se conoce como soborno, quizás
la fórmula para mejor  aprehender ésta causal  debería  ser  utilizar  la  figura del
cohecho.

Eso  abarca  todas  esas  modalidades,  no  sólo  las
modalidades que eventualmente podía hacer en su dimensión tanto el funcionario
público, el cohecho del funcionario público en su modalidad simple o agravada,
como también la modalidad del cohecho del particular, que ahora con esta reforma
que estaban a punto de aprobar, también va a tener una hipótesis agravada, y
eventualmente  todas  las  hipótesis  de  cohecho  también  de  funcionario  público
internacional.

Quizás la figura más adecuada para unificar ese criterio
debería ser el  cohecho.  Hacer referencia al  cohecho a si  es que ésa fuera la
ponderación  que  se  quiera  hacer  en  la  materia,  y  de  esa  manera  obviar  una
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discusión constitucional que también ha existido, acerca de esa nomenclatura que
optó en su momento el constituyente,

El diputado señor Rincón señaló que sobre la base de la
alerta  que hizo  la  Secretaría,  el  colega y  asesor  Aldunate había despejado el
punto y por lo tanto cabría aprobarlo por unanimidad.

Sometida  a  votación  la  indicación  se  aprobó   por  la
unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados
señores  Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Rincón,  don  Ricardo;
Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. 

Literal e) (pasó a ser literal g))

El  diputado Monckeberg,  don  Cristián, consultó  a  la
Secretaría, atendido que se estaba incorporando a los gobernadores regionales
como acusables, y considerando el debate que hubo tiempo atrás, estableciendo
el  quórum  más  alto  exigido  respecto  del  Presidente  de  la  República,  por  la
proyección que tiene un gobernador regional, si la reforma quedó mal hecha.

Ello,  porque  acá  se  están  incorporando  a  los
gobernadores regionales como acusables, pero ya en al inciso penúltimo del texto
vigente,  el  que  dispone  el  quórum  para  declarar  la  acusación,   incorpora  el
concepto de gobernador regional.

La Secretaría señaló que la observación planteada por el
diputado  Monckeberg  es  absolutamente  correcta.  Se  cometió  un  error  en  su
oportunidad  cuando  se  despachó  el  proyecto  de  elección  democrática  de  los
gobernadores regionales en la comisión mixta. En buenas cuentas, se conservó la
redacción en los incisos finales en cuanto al quórum, pero no en el preámbulo que
lo  hacía  acusable.  Esto  venía,  en  buenas cuentas,  a  salvar  aquella  situación,
volviendo coherente el texto constitucional.

El  diputado  señor Soto señaló  que  esta  norma  no  la
tenía tan clara y en la referencia que se hace a las causales de acusación, sobre
los  delegados  presidenciales  regionales,  provinciales,  y  ahora  gobernadores
regionales, se dispone que son acusables por infracción de la constitución y por
los  delitos  de  traición,  sedición,  malversación  de fondos públicos  y  concusión.
Consultó cómo opera, si alguien podía explicar, porque cuando se habla de delitos
de traición o sedición, se estaba hablando de una sentencia ejecutoriada dictada
por un tribunal, que en sí misma puede establecer la suspensión o la pérdida de
todos los cargos públicos. Si alguien pudiera explicar cómo funciona esto con la
acusación constitucional, que es un procedimiento constitucional-

La  Secretaría expresó  que  había  dos  cuestiones.  La
primera  era  si  se  requería  la  sentencia  judicial  para  habilitar  el  proceso
constitucional o, en cambio, si acaso la declaratoria de responsabilidad en el juicio
constitucional se bastaba en sí misma para que el juez -del crimen de esa época-
tuviera por cierto la ocurrencia del delito y simplemente determinase la pena. Esa
discusión se zanjó en que lo que la Constitución entiende por, no necesariamente
es aquello.
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En  buenas  cuentas,  no  hay  una  vinculación  necesaria
entre una sentencia penal para habilitar a la Cámara de Diputados a fin de iniciar
un proceso constitucional. La Cámara de Diputados es soberana para ello.

El diputado señor Chahin (Presidente) estimó que los
delegados  presidenciales  regionales  y  delegados  presidenciales  provinciales
debieran tener las mismas causales de los ministros. Eran menos exigentes las
normas  para  acusar  a  los  ministros,  porque  señala  haber  comprometido
gravemente la seguridad de la nación, por infringir la constitución o las leyes o
haber dejado estas sin ejecución, es decir la infracción constitucional o de ley tiene
que ser una simple infracción. 

En cambio, dice solamente infracción constitucional hacia
los delegados, no de ley, y por los delitos de traición, sedición, malversación de
fondos públicos y concusión. Entonces, si es que el delegado presidencial infringe
las  leyes  o  deja  estas  sin  ejecución  no  es  acusable  constitucionalmente,  en
cambio, si el ministro de Estado infringe la ley o deja la ley sin ejecución sí es
acusable. El ministro va a ser acusarle más fácilmente que el delegado provincial,
y eso la estimó una anomalía.

El  diputado  señor Soto señaló  que  compartiendo  la
observación, en el caso del gobernador regional sería interesante ver qué otras
causales de destitución o de responsabilidad política tienen en la ley respectiva,
porque insistía en que no la han visto. La principal falta que pueden cometer los
gobernadores regionales es incumplir con la constitución y las leyes en el cargo
que ellos están ejerciendo, pero no sabía si en la ley respectiva se establece un
mecanismo de responsabilidad que cubra el resto de los aspectos que hoy día no
estarían siendo considerados con la propuesta.

El  diputado  señor Saffirio señaló,  en  relación  con  la
interpretación  que  hizo  la  Secretaría  de  la  Comisión  en  cuanto  a  que  no  era
necesaria una sentencia judicial, en un proceso penal, que condene por los delitos
de traición, sedición, malversación o concusión se debía entender, lo formulaba
como pregunta, que el tipo delictivo que está mencionado aquí se transforma para
los efectos de la acusación constitucional sólo en una causal de acusación, para
los efectos de acusar y dar lugar a la acusación en la Cámara de Diputados.

El diputado señor Chahin (Presidente) expresó que sí,
porque el Senado sólo actúa como jurado.

El  diputado señor  Chahin,  don Fuad,  formuló indicación
para agregar en este literal lo siguiente: “e intercalar entre las expresiones “por
infracción de la Constitución” y “y por los delitos de traición”, la frase “o las leyes o
haber dejado éstas sin ejecución,”.”.

El Secretario  de  la  Comisión,  don  Juan  Pablo
Galleguillos, señaló que el tema era definir por qué causales iban a ser acusados.
En una minuta se agrupó a los acusados de acuerdo a las causales por las cuales
son  susceptibles  de  ser  acusadas  constitucionalmente.  Por  ejemplo,  haber
comprometido gravemente el honor o la seguridad de la nación está el Presidente
de la República, ministros de Estado, generales o almirantes de las instituciones
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pertenecientes a las fuerzas de la defensa nacional. A partir de ahí, definir en qué
causales se va a incluir a los gobernadores.

El diputado señor Chahin (Presidente) expresó que eso
también había quedado resuelto, en cuanto a que las causales que se le aplican a
los ministros de Estado y a los delegados regionales se traspasaran todos a la
letra b), y dejar a los gobernadores regionales en la nueva letra e). Así, lo que se
había  resuelto  era  sacar  los  delegados  presidenciales  regionales  y  los
provinciales, y pasarlos a la causal de ministros de Estado, a la letra b), dejando
en la letra e) exclusivamente a los nuevos gobernadores regionales. Eso era lo
que se había avanzado.

El diputado señor Squella señaló que actualmente en la
Constitución, en la letra e) están los delegados presidenciales regionales y los
delegados  presidenciales  provinciales,  y  no  se  encuentran  los  gobernadores
regionales individualizados en alguna de las letras. Es decir, en teoría no serían
acusables,  este  era  un  error  que  tuvo  esa  modificación,  sí  se  encuentran
considerados  para  efectos  del  quórum,  que  se  equiparan  al  Presidente  de  la
República.

Estimó que eso no era un error.  El error fue excluir,  no
considerar  dentro  de  una  de  las  letras,  pero  el  equipararlo  al  Presidente  la
República,  siendo  la  principal  autoridad  de  la  región  elegida  por  todos  los
ciudadanos de esa región, creía que fue una señal de importancia.

El diputado señor Chahin (Presidente) manifestó que el
diputado Squella tenía razón respecto a los quórums, quórum alto para quien, para
los acusables que son elegidos democráticamente, el Presidente de la República
así como el gobernador regional. Por ser elegidos democráticamente requieren un
quórum más alto, y eso no era un error, estaban todos de acuerdo en que se
requiere un quórum alto, estaban todos conteste que por ser autoridades cuyo
origen era la soberanía popular directa, fuera así.

El  tema era la causal,  si  además de aplicarle el  mismo
quórum, les iban a exigir sólo las mismas causales que para el Presidente de la
República a los gobernadores regionales, o les exigirían causales distintas, eso
era. 

Y  también  respecto  a  los  delegados  presidenciales,
porque  que  era  lo  que  ocurría.  Si  se  incorporaban  aquí,  había  que  modificar
también la letra e), porque en la letra e) a los delegados presidenciales regionales
y delegados presidenciales provinciales se les establecen causales más exigentes
para la acusación constitucional que respecto a los ministros de Estado. Por eso
se pidió que se hiciera un ordenamiento un poco más general, o sea, no era sólo
que se trabajaba en el caso de los gobernadores regionales, sino que también en
cuáles  serían  las  causales  de  acusación  en  relación  a  los  delegados
presidenciales  provinciales  y  regionales,  porque  tal  como  estaba,  hoy  día  la
Constitución volvía al delegado presidencial más difícil acusarlo que del punto de
vista de las causales que al ministro de Estado.
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El diputado señor Ceroni expresó que cuando se lee la
Constitución,  teniendo  en  cuenta  el  significado  de  un  gobernador  regional,
consideró que deberían ser las mismas causales del ministro de Estado. En el
fondo,  que  estaría  en  el  aspecto  de  comprometer  gravemente  el  honor  y  la
seguridad de la nación, infringir la constitución, las leyes o haber dejado estas sin
ejecución, el delito de traición, concusión, malversación de fondos públicos. Todo
ello  por  el  tipo  de cargo y  las  materias  que tiene que el  gobernador  regional
manejar.  Estimó  que  perfectamente  caben  en  las  causales  de  un  ministro  de
Estado, ahí deberían estar.

El  diputado  señor Squella señaló,  para  ver  si  tenían
sintonía en qué era más grave que otro. Obviamente las causales abiertas eran
las graves, la de infringir la Constitución, infringir las leyes, a su juicio, eran las
más graves junto al notable abandono de deberes. Si se iba a la historia reciente,
las acusaciones que han sido acogidas eran precisamente, podía corregirlo quien
maneje  mejor  las  estadísticas,  las  de  ministros  de  Estado  ministros  y  notable
abandono de deberes para los miembros de los tribunales superiores. Se inclinaba
por incluirlas en esa categoría, de ministros de Estado.

Algo  que  también  era  una  opción,  era  hacer  una  letra
adiciona, se podría fabricar un literal, o no innovar y dejar todo en las de ministros
de Estado.

El diputado señor Chahin (Presidente) propuso que en
la letra b) incorporar a los ministros de Estado, a los gobernadores regionales,
delegados presidenciales provinciales y regionales.

El  diputado Monckeberg,  don  Cristián, expresó  que
había que ver las causales. Lo que pasaba era que los ministros de Estado, si se
equiparaban las causales, las primeras eran por haber comprometido gravemente
el  honor  y  la  seguridad  de  la  nación,  y  no  veía  a  un  delegado  provincial
comprometiendo gravemente el honor de la nación o la seguridad de la nación. Un
gobernador actual era eso, y tendría que ser muy creativo para incurrir en ello.

Estimó que por eso las causales de la letra e) estaban
más orientadas a los delegados presidenciales regionales y provinciales, porque
dicen relación con el ejercicio de su cargo, que infrinjan la constitución, por delito
de traición, de sedición, malversación de fondos públicos y concusión. Entonces,
los gobernadores con ministros estaba bien, porque pueden caer en alguna de
esas causales.

En todo caso, estaba de acuerdo en que en la letra e), a lo
mejor, habría que hacer más fácil la acusación contra los delegados, porque es
más complejo obtenerla y más fácil hacia los ministros y los gobernadores. 

El  diputado  señor  Chahin  (Presidente)  señaló  que  lo
que ocurría era que la letra e), cuando se incorporó se hizo por infracción a la
Constitución, no a las leyes, sólo infracción a la Constitución y por los delitos de
traición, sedición, malversación de fondos públicos y concusión. En cambio, los
ministros de Estado, además, está el tema de comprometer gravemente el honor o
la seguridad de la nación, que perfectamente lo podría hacer un gobernador o un
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delegado presidencial, pues van a seguir manteniendo el tema del orden público
en sus manos.

Mientras, el ministro de Estado es acusable si es que ha
infringido  la  Constitución  o  las  leyes,  o  haber  dejado  éstas  sin  ejecución.  En
cambio, para el delegado regional o delegado provincial no se podría acusar por
haber infringido las leyes o haber dejado está sin ejecución, por lo tanto, era más
fácil,  tal  como  está  hoy  día  la  carta  fundamental,  era  más  fácil  acusar
constitucionalmente a un ministro que a un delegado provincial y eso a le parecía
una anomalía que había que corregir.

Propuso dos formas de corregirlo. Una era dejarlo en la
misma letra e), e incorporar también ahí a los gobernadores regionales, en la letra
e), pero incorporando la frase donde dice ‘infracción a la constitución o las leyes, o
por haber dejado estas sin ejecución’, y ahí continuar con los delitos, o sea, incluir
como causal  de  acusación  tanto  para  los  delegados  presidenciales  regionales
como provinciales, como para el gobernador regional, la infracción legal o haber
dejado las leyes sin ejecución, al igual que los ministros de Estado en la letra e). 

El  diputado  señor Rincón manifestó  que  si  estaban
haciendo tantas modificaciones en este gran acuerdo, el tocar o no tocar una letra,
con todo afecto, pasaba a ser poco irrelevante. Estimó que lo primero que cabía
acordar era un ordenamiento que tuviera lógica,  porque se estaba dejando un
popurrí, porque cada modificación que se le hacía a la constitución le hacía perder
hasta lógica. En esto tenía que haber un rango de jerarquía en la numeración de
las letras, y un marco de distinción entre ámbitos de ejercicio de autoridad en el
país o en la república, si quiere hablar en forma más meticulosa, o ampulosa.

Por  lo  tanto,  el  Ejecutivo,  encabezado  por  la  más  alta
magistratura, obviamente debía estar en la letra a), separado de los ministros de
Estado, que son sus colaboradores designados, no electos por voto popular, que
ameritan una letra propia. No había soberanía popular mandatada que no fuera la
expresión a través de la designación del  Presidente de la República.  El  poder
judicial es otro ámbito, y con todo respeto, los generales y almirantes debían estar
en las últimas de las letras, si se quería manifestar en cada uno de los acápites
constitucionales la subordinación del poder militar al poder civil.

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) señaló  que  lo
que se proponía ya podía encontrarse en la moción, que en el fondo era incorporar
a  los  gobernadores  regionales,  que  son  electos  popularmente,  había  que
incorporarlos,  pero  además,  lo  que  se  propone  simplemente  era  ampliar  las
causales de acusación.

El diputado señor Rincón estuvo de acuerdo, pero con
un ordenamiento que fuera más armónico.

El diputado señor Chahin (Presidente) manifestó que se
podía  acordar  el  modificar  incorporando  en  la  letra  e)  a  los  gobernadores
regionales,  e  incorporar  la  infracción  a  la  ley,  o  haber  dejado  las  leyes  sin
ejecución, también, como causales para las autoridades que están en aquel literal.
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El  diputado  señor  Soto,  don  Leonardo,  formuló
indicación  para  agregar  en  este  literal  lo  siguiente:  “e  intercalar  entre  las
expresiones “artículo 126 bis,” y ‘y por infracción de la Constitución’, la frase: “por
haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación,”.”.

El diputado señor Soto señaló que dentro de todas las
autoridades  que  aquí  se  mencionan  susceptibles  de  ser  acusadas
constitucionalmente,  la  mayoría  de  ellas  son  administrativas,  dependen
básicamente de la autoridad del Presidente de la República. Ahí está toda la línea
de delegados provinciales, regionales, los ministros, y ellos obviamente no tienen
inamovilidad en el cargo. 

Pero  si  alguien  tiene  inamovilidad,  por  lo  menos  por  el
período  en  que  han  sido  elegidos,  son  los  gobernadores  regionales.  Los
gobernadores regionales, además, eran gobiernos regionales, no eran entidades
de administración, y entonces, la posibilidad de que ellos, por así decirlo, rompan
la esfera de su competencia era bastante más alta a que la haga la autoridad
administrativa. Por lo menos, en los países que son federales así ocurre, donde
muchas veces marchan los gobernadores regionales a la capital  pidiendo más
atribuciones,  o  se  declara  en  independencia  como  ocurre  en  Europa,  o  los
gobernadores de países de regiones limítrofes, donde adoptan acuerdos que a
veces van en contra de la línea de seguridad exterior del país.

Estimó  que  la  mayor  exigencia  en  cuanto  la
responsabilidad más importante, debiera estar relacionada con los gobernadores
regionales por esas razones, y por ello debiera incluirse, al  menos,  la primera
causal de estos, el comprometer gravemente el honor o la seguridad la nación,
porque ellos, si  bien no es una hipótesis normal, pero por lo menos en los de
regiones que limitan con países cercanos, sin duda pueden incurrir en este tipo de
atribuciones. Lo han hecho intendentes en algunas ocasiones, o alcaldes, 

El diputado Soto expresó que podía ser alta traición, pero
estimó  que  era  más  relevante  colocar  esa  causal  para  los  gobernadores
regionales que para los ministros de Estado, que dependen de los presidentes,
porque la posibilidad de que un ministro vaya en contra de los lineamientos del
gobierno era bien difícil. Por eso, sugirió que se agregara la primera causal, que
no sabía por qué fue excluida. 

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) manifestó  que
entendía la postura del diputado señor Soto, pero estimó que la hipótesis podría
estar en el tema de la infracción a la Constitución. Obviamente, podrían igual estar
contemplados ahí, y en la ley, y también por los delitos de traición. Claramente por
ahí  se  podría  de  todas  maneras  acusarlo  en  la  hipótesis  que  el  planteó,  sin
perjuicio de que como no representan a la nación, no la representan, el Presidente
de  la  República  si  la  representa,  y  los  ministros  de  Estado  también  pueden
representarla,  como en  el  caso  del  ministro  de  Relaciones  Exteriores  o  el  de
Defensa,  por  eso  era  que  tenía  una  explicación  la  causal  de  comprometer
gravemente el honor o la seguridad de la nación.

Pero para la hipótesis que planteó el diputado Soto, estimó
que con las causales que estaban en la letra e), y con la incorporación que se
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había hecho, estaban suficientemente cubiertas, pero eran menos exigentes que
las otras. Estimó que en este caso, lo que podía lo más, podía lo menos. 

El  diputado  señor Soto consideró  que  la  hipótesis  de
mayor probabilidad de vulneración de estas competencias tenía que ver con los
gobernadores regionales, porque eran gobierno, no eran administración, y por lo
tanto, ellos se deben a sus votantes y a la necesidad de sus regiones, que pueden
entrar a veces en colisión con los lineamientos de los gobiernos nacionales. Eso
ocurre en muchas partes y se estaba creando recién este cargo de gobernadores
regionales. No existía certeza de que ellos se vayan a comportar precisamente
como delegados de la administración nacional, ni mucho menos, y perfectamente
un  gobierno  regional,  un  gobernador  regional  podía  buscar  tener  mayores
atribuciones,  mayor  presupuesto,  mayores  competencias,  precisamente
vulnerando todos estos límites. 

Agregó que eran cargos que no se han creado, pero sobre
los cuales había que tener resguardos, porque son gobiernos.

Sometida a votación la indicación del diputado señor Soto
se rechazó por 4 votos a favor, 3 en contra y 3 abstenciones, al no alcanzarse el
quórum de aprobación. Votaron por la afirmativa los diputados señores Ceroni,
don Guillermo; Rincón,  don Ricardo;  Saffirio,  don René y Soto,  don Leonardo.
Votaron en contra de los diputados señores Monckeberg, don Cristián; Squella,
don Arturo y Trisotti, don Renzo. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña
Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo y Chahin, don Fuad.

Sometido  a  votación  el  literal,  conjuntamente  con  la
indicación del  diputado Chahin,  se aprobó por  la  unanimidad de los diputados
presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los
diputados  señores Andrade,  don Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don
Fuad;  Monckeberg,  don  Cristián;  Rincón,  don  Ricardo;  Soto,  don  Leonardo  y
Squella, don Arturo.

Nº12 (pasó a ser Nº13)

Se acordó discutir y votar los literales de este numeral, en
forma separada.

Literal a)

El  diputado señor  Chahin,  don Fuad,  formuló indicación
para reemplazar la oración “por el término de tres años, si así se solicita en el
libelo acusatorio. En caso contrario, la sanción se limita a la destitución del cargo”,
por “por el plazo propuesto en el libelo, el que no podrá exceder de tres años”.

El diputado señor Squella señaló que lo que pasa es que
al sancionar no hay otra alternativa que la destitución y ninguna posibilidad de
ejercer cargos públicos durante cinco años. Eso pasa por una decisión política y
no pasa por ningún tribunal de justicia, cuestión a tal punto a su juicio exagerada o
desproporcionada, que hace que muchas veces una acusación constitucional en
donde sí había mérito, en vista de las consecuencias, al final del día el jurado, es
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decir el Senado o algunos de sus miembros, terminan votando en contra por, en el
fondo, no ser tan desproporcionados en la sanción.

Entonces, acá lo que se busca, cuestión que quizás no se
entienda a la primera, pero que quedó bastante bien desarrollado o redactado, es
que cuando se presenta una acusación constitucional y se tiene tal nivel de prueba
y de tan buena altura, tan buen nivel el libelo acusatorio, se considere que es justo
impedir que ejerza un cargo, o sea, que la sanción vaya más allá de la destitución
y  llegué  incluso  a  no  poder  ejercer  algún  cargo,  eso  se  incluye  dentro  de  la
acusación cuando se presenta.

Si es que no es así, si sólo se quería la remoción de la
persona, se puedes o no decirlo derecha o explícitamente en la solicitud. Señalar
‘mire  lo  que  queremos  es  la  destitución,  así  es  que  senado,  vea  si  es  que
efectivamente hay méritos para aquello o  no’, pero en el fondo, lo que se le da es
da alternativa. A su parecer, se gana por los dos, lados se gana con no ser tan
severo con una persona sin que incluso haya habido un juicio como corresponde
con un tribunal de justicia y se circunscriba únicamente a la sanción política de
destitución, o cuando se tienen antecedentes de envergadura, efectivamente se
incluya, pero eso lo sepa el senado a la hora de pronunciarse.

El diputado señor Saffirio expresó que le hacía fuerza el
argumento, porque es el mismo que personalmente ha utilizado cuando la UDI ha
planteado, por ejemplo, la aplicación de la ley sobre conductas terroristas y el
estándar de la prueba se va a las nubes y, en consecuencia, los jueces terminan
absolviendo, es la misma lógica.

El diputado señor Chahin (Presidente) manifestó que le
parecía que tiene cierta lógica lo que plantea el diputado Squella, pero a su juicio
esto podría llegar a permitir, en el caso en el que en el libelo acusatorio no se
solicite la inhabilidad por tres años, una práctica que buscaba erradicar con la
inhabilidad a los 5 años en la que se removía a un ministro y al día siguiente lo
nombraban en otro ministerio, se hacía un enroque, eso era lo que existía antes
porque no existía la habilidad, o en otras palabras, lo que aquí se podría colocar
era un mínimo a todo evento de un año, plazo que en absoluto es demasiado
gravoso, pero al menos colocar un mínimo de un año para evitar el que pueda
ocurrir en el futuro el que un ministro destituido de una cartera al día siguiente
asuma en otra.

El diputado señor Saffirio sugirió una fórmula intermedia
que  significa  que  no  se  exija  que  la  petición  de  destitución  se  formule  en  la
acusación, y se establezca como inhabilidad el plazo de tres años, bajar de 5 a 3,
porque  resultaría  extraño  que  alguien  solicitara  o  presentara  una  acusación
constitucional y no incorporara la petición de inhabilidad, sería raro, porque a priori
estarían devaluando su propia acusación.

El diputado señor Squella estimó que era perfectamente
factible que el objetivo político, por alguna mala decisión que tomó una autoridad,
el objetivo político de la oposición en determinaos casos sea la destitución, pero
no la prohibición de trabajar, pues muchas personas que en este caso, incluso, ni
siquiera podrían ejercer labores de docencia. Una privación a tal punto, de algo
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tan importante como es poder ejercer el trabajo, tiene que estar entregado a un
tribunal de justicia, no así a un juicio político.

Recordó que cuando discutían esto antes de incorporarlo
en el proyecto de ley, era cierto lo señalado por el presidente, era un tema, pero
creían que si es que un gobierno hace eso, sí es que la mayoría de la Cámara de
Diputados y después del Senado estaban de acuerdo en destituir, si es que un
gobierno llega y lo nombra en el ministerio de al lado, es la ciudadanía la que
regula precisamente eso, pues sería a tal punto impopular que nadie se atrevería
a hacer algo así.

El  diputado  señor  Soto señaló  que  las  causales  de
remoción de un Presidente de la República que establece la constitución eran muy
graves, y además el quorum exigido para poder dar lugar a la acusación en el
senado también era muy alto, dos tercios de los senadores en ejercicio. Si un
presidente es destituido de esta manera, sin duda debe ser por causas graves, no
por causas menores, y por eso a le parecía razonable mantener la sanción que
está,  como el  de inhabilitación por  cinco años,  que además es coherente con
varias  otras  que  están  en  estatutos  administrativos  de  funcionarios  públicos  y
estatutos administrativos de funcionarios municipales, que van en la misma línea.
Así, establecer un régimen más benigno a un Presidente de la República que es
destituido por estas causales, que son muy graves, no cabía ser indulgente en
eso. 

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) recordó  que
tuvieron  una  discusión  acá  respecto  al  notable  abandono  de  deberes  de  los
concejales,  que  no  era  ninguna  de  estas  causales  tan  exigentes,  solamente
notable  abandono  de  deberes,  es  decir,  negligencia  en  su  actuar.  Ahí  la
inhabilidad es de cinco años para ocupar cualquier cargo y se discutió acá y se
dijo, por último, que fuera para el cargo en el que estaba solamente.

Notable  abandono  de  deberes  es  mucho  más  vago,
mucho más general, y esta Comisión fue contraria a rebajar aquello del notable
abandono de deberes de los concejales. Entonces, si un ministro de Estado, por
causales  mucho más exigentes,  donde además los quorums son altísimos del
Senado, se va a poder solo destituirlo y que pueda asumir en la cartera del lado al
día siguiente,  le parecía que estaban generando una incoherencia absoluta en
nuestra legislación.

Tratándose de delitos están las penas,  están las penas
que son penas principales o penas accesorias, pero aquí lo asimilaba más bien a
lo que ocurre con el notable abandono de deberes en el caso de los alcaldes y
concejales. Acá está el juicio político y cuando se trata de alcaldes o concejales la
inhabilidad es de cinco años, además de la destitución, y acá cuando se habla de
ministros, presidentes de la República, etc., resulta que no tienen, van a poder no
tener esa inhabilidad y solamente la destitución.

Por eso se abstuvo, porque le parecía que le hacía sentido
el argumento de los cinco años, que puede ser demasiado extremo, pero llegar al
límite de que no exista inhabilidad, le parecía que hay un camino de al medio que
se puede explorar. 
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El diputado señor Saffirio recordó el caso de un alcalde
de Coquimbo que fue destituido por malversación de caudales públicos y, pero no
fue condenado a la  inhabilidad,  fue sólo condenado para no ejercer  el  mismo
cargo y al período siguiente ejerció como diputado. Lo recordó porque de repente
se encontraban con situaciones que eran poco digeribles desde el punto de vista
ciudadano.

El  diputado  señor Squella señaló  que  había  dos
modificaciones adicionales que pueden ayudar a compatibilizar todos los puntos
de vista. Uno que no diga por el término de tres años sino que de hasta tres años,
y se le entrega al libelo que establezca cuánto es lo que está pidiendo, lo exacto.
Eso también ayuda a flexibilizar, porque de algún modo en el juicio político que se
hace, uno está viendo la envergadura de la infracción a la constitución o a las
leyes,  y  era evidente que hay distintas  maneras de infringirlas,  hay unas más
graves que otras, y por cierto que el entregar parte de la decisión al acusador y
por consecuencia a quien tiene que tomar la decisión, era algo razonable uno.

Lo  segundo,  no  sabía  si  habría  alguna incompatibilidad
técnica, pero también se le podía cambiar el quorum. Hoy día se exige mayoría en
ejercicio de los senadores para darle curso a la acusación, o sea para aprobarla,
pero si  se mantiene eso y establece 4/7 para la inhabilidad,  perfectamente se
puede diferenciar si encuentra que es más grave la inhabilidad de tantos años.

El diputado señor Chahin (Presidente) sugirió que para
la declaración de culpabilidad quede el acusado destituido de su cargo y no podrá
ser  designado por  el  Presidente de la  República en un cargo de su exclusiva
confianza  por  el  término  de  hasta  tres  años,  si  así  lo  solicitan  en  el   libelo
acusatorio. Nada más, se elimina la parte final.

La  Secretaría observó  que,  en  tal  sentido,  como  la
redacción propuesta es de hasta tres años, habría que revisar cómo se determina
ello  a  propósito  del  inciso  segundo  del  numeral  primero,  donde  el  Senado
resolverá como jurado y se limitará a declarar si el causado es o no culpable de
delito, a secas. 

El diputado señor Chahin (Presidente) expresó que en
el caso de la destitución eso va a estar en el libelo, si es que es culpable opera lo
que dice el libelo, nada más que eso. Acá lo que se lograría es que la inhabilidad
de hasta tres años sea para cargos de exclusiva confianza, cualquier cargo que no
sea de exclusiva confianza va a poder ejercerlo.

Sometido a votación el literal con la indicación del diputado
señor  Chahin  se  aprobó por  7  votos  a  favor  y  uno en contra.  Votaron por  la
afirmativa  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;  Chahin,  don  Fuad;
Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Squella,
don Arturo  y  Trisotti,  don Renzo.  Votó  en contra  el  diputado señor  Soto,  don
Leonardo.
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Literal b)

Sometido a votación el literal, sin debate, se aprobó por la
unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados
señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio;
Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Trisotti, don
Renzo.

Nº13 (pasó a ser Nº14)

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) señaló  que  el
alcalde  es  empleado  público,  no  es  funcionario,  y  los  diputados  también,  son
empleados  públicos,  no  funcionarios.  Los  diputados  son  empleados  para  los
efectos del Código Penal.

Sometido  a  votación  el  numeral  se  aprobó  por  la
unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados
señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio;
Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Trisotti, don
Renzo.

Nº14 (pasó a ser Nº15)

El diputado señor Saffirio observó que la mayoría de las
peticiones de desafuero eran por estos delitos, y por ello entendía que lo que se
buscaba era salvaguardar la libertad del parlamentario, de poder expresarse sin
estar con la espada de Pericles, de Damocles -fue a propósito- de ser sometido a
proceso de desafuero y a un juicio por injurias y calumnias.  No le encontraba
mucho sentido a la indicación.

El diputado señor Squella señaló que en este caso había
que distinguir lo que era la inviolabilidad de lo que era el fuero. La inviolabilidad se
refiere específicamente, pese a que la Constitución no lo dice, a los delitos de
injuria calumnia, a ese tipo de ilícitos y, por supuesto, que se acotaban al trabajo
que  se  da  en  Comisión  o  en  la  Sala,  sea  del  Senado  o  de  la  Cámara  de
Diputados.

En  el  caso  del  fuero,  la  razón  de  su  existencia  es
precisamente el  evitar de que se entorpezcan o se alteren los quórum de una
manera  externa,  es  decir,  se  deja  fuera  de  juego  y  se  trata  de  ganar  no
electoralmente,  sino  que  en  términos  de  resultados  al  interior  de  un  proceso
legislativo, bajando los quórums, dejando fuera a un parlamentario.

Al redactar esta moción, esto fue bien discutido cuando se
sentaron a conversar esta materia,  estimaron que en el  caso de la injuria y la
calumnia, existiendo la inviolabilidad que protege y resguarda el que se expresen
de la  manera más libre posible  en el  debate legislativo los parlamentarios,  no
correspondía darle esa protección en lo que se refiere al hacer política afuera de la
esfera de tramitación legislativa, porque se tiene por un lado que el clima político
en gran medida se ve entorpecido y se ve afectado por declaraciones que muchas
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veces están basadas en injurias y en calumnia y, al final del día, el parlamentario
está haciendo abuso del fuero que alguna manera lo protege.

Esa protección se tenía que dar con otro tipo de delitos,
entre comillas con otro tipo de acusaciones, pero no así con los delitos de opinión
si  es que lo querían llamar así.  Eso fue lo que se puso sobre la mesa. Hubo
dudas, pero se decidió presentarlo igual para ver qué es lo que opinaba el resto de
la Comisión, pero básicamente lo que se tuvo en mente era eso, muy de la mano
con argumentos que salieron en ese momento, meses atrás, que iban a eliminar
por completo el fuero de los parlamentarios, que era otra cosa también discutible.

El diputado señor Ceroni  concordó plenamente con lo
que planteó el diputado Squella. Era muy razonable el tema de la inviolabilidad en
todos sus sentidos y lo más amplio posible, tenía que ser dentro del desempeño
de su cargo, durante las sesiones de Sala, de Comisión, y en todo el tema de la
formación de causa no podía estar excluido el tema de la injuria o calumnia, debía
quedar también incluido y desde ese punto de vista,  estimó que era más que
razonable el seguir con el criterio de esa  postura, de proteger cada vez más a los
parlamentarios en lo que digan afuera del hemiciclo.

El diputado señor Andrade señaló que lo que se estaba
haciendo era sobre la base de evitar que por una vía un tanto subrepticia,  se
utilice el mecanismo del desafuero como una forma de inhabilitarlo.

El  asesor  legislativo  de  la  Bancada  del  Partido
Socialista, señor Enrique Aldunate, expresó que entendía que el problema, el
trasfondo  que  estaba  acá  era  el  efecto  que  conlleva  el  desafuero,  que  es  la
suspensión en el cargo, y ese es otro problema, el de la naturaleza cautelar que
tiene el solo hecho de la declaración a que ha lugar a formación de causa, y lo que
trae  aparejado  para  los  parlamentarios  en  efectos  prácticos,  el  que  pierden
asignaciones, o sea los equipos de trabajo del parlamentario se ven afectados y
todo lo demás.

En general,  lo definitivo,  lo decisivo en ese inciso de la
constitución está, y eso lo ha declarado el Tribunal Constitucional también en una
sentencia a propósito del desafuero del diputado Sabat, que se rechazó, cuando
se  conocieron  los  votos  concurrentes  que  habían  al  voto  de  mayoría,
precisamente desarrollan muy bien la naturaleza del fuero parlamentario, que es
precisamente  proteger  al  parlamentario  de  acusaciones  que  carecen  de
fundamento suficiente, y que trae aparejada esta consecuencia tan grave.

Si ese es el tema en el fondo, entonces, la sola exclusión
de los delitos contra el honor, que no porque sean delitos de acción privada no son
menos importantes, si el honor como bien jurídico tiene una tradición de antigua
data y que en definitiva no creía que perdiera relevancia desde el punto de vista
del código, lo que pasaba era que ahí hay un procedimiento y una decisión del
legislador derechamente, que quien se siente afectado por esa clase de delito,
sostiene  su  acusación.  Entonces,  de  acuerdo  a  esta  reforma,  va  a  bastar  en
definitiva la presentación de una querella, la iniciación de un proceso para que el
parlamentario no tenga que pasar por este trámite. 
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El problema que eventualmente puede haber, es que una
acusación por un delito de menor entidad que no sea de acción privada, también
se le va a exponer al efecto colateral, que es la suspensión. Estimó que el punto
radica o eventualmente todo análisis de reforma como el que se estaba haciendo,
iba más que nada por los efectos que conlleva el desafuero, eso era lo relevante
que debía ser objeto de discusión, más que la separación de este delito sí, este
delito no.

Porque  en  general,  el  estándar  de  la  jurisprudencia  el
último tiempo ha sido mucho más exigente para satisfacer este requisito, no ha
sido una cosa de un mero trámite,  entonces en términos generales no es que
baste con que se presente esto y se va a generar el desafuero, y en definitiva, va
a generarse este efecto para el parlamentario que es la suspensión.

El  tema de fondo acá era,  y  parecía  razonable,  que la
constitución mantenga una medida cautelar como la que tiene que es suspender al
parlamentario. Por ahí debería estar el objeto de análisis más profundo, más que
distinguir entre distintos tipos de delitos. 

Podría  ser,  por  ejemplo,  que  alguien  diga  que  un
parlamentario entró a su oficina y se llevó un lápiz que está evaluado en $12.000,
pero  como  es  un  delito  de  acción  pública,  probablemente  el  afectado  tendrá
derecho a presentar la querella o hacer la denuncia del caso, y eso podría también
sería  objeto de desafuero.  El  punto era si  por  la  insignificancia que tiene ese
hecho, también justifica una medida como la suspensión en el ejercicio del cargo,
eso era lo que quería decir, habría un desenfoque total entre el efecto que tiene el
desafuero,  lo  que  conlleva  para  la  función  parlamentaria,  versus  el  nivel  de
imputación de un delito de injuria y calumnia. Quizás podía ser mucho más intenso
para el honor de una persona el que le roben la lapicera que cuesta $12.000, y de
ser así, el problema era otro.

El  diputado  señor Squella señaló  que  veía  un  doble
efecto positivo según lo dicho, porque acá se evita el que una persona se refugie
con  fuero,  una  persona,  un  parlamentario  se  refugie  en  el  fuero  para  injuriar,
calumniar  a  otras  personas,  de  los  medios  de  comunicación  aprovechándose
también de su condición o de acceso a los mismos, y por otro lado, se evita el
efecto de la suspensión en el cargo con todo lo que ello conlleva, porque acá,
aunque hubiera una condena, la persona seguiría siendo parlamentario y no haber
perdido en ningún momento la categoría, ni  el  voto, ni nada. Entonces, era un
doble efecto positivo.

Por qué respecto de estos delitos y no de otros, para no
entrar a hacer equilibrios o consideraciones de ese tipo, porque precisamente está
la figura de la inviolabilidad. Acá tiene un rol en la inviolabilidad, que es darle la
libertad total  a las personas para que se puedan expresar sin tener que estar
midiendo  las  consecuencias,  más  allá  de  las  consecuencias  obvias  en  una
comisión de ética por los dichos en el debate legislativo.

Era razonable, da un segundo efecto positivo, que es que
quienes tienen acceso por el  cargo que tienen a los medios de comunicación,
traten de tener especial cuidado en cómo se refieren al resto de las personas, no
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necesariamente lo que estaba en la naturaleza propia de la figura, pero sí era una
externalidad que en este caso la veía como positiva. 

El diputado señor Rincón manifestó que lo que estaba
en juego en definitiva, lo que se estaba discutiendo, era que lo dispuesto en los
incisos anteriores no era aplicable tratándose de injuria o calumnia, ese era el
tema, que no fuera aplicable.

El resumen que hizo el colega Squella era adecuado, era
bastante  adecuado,  porque  además,  en  ninguna  parte  de  la  Constitución,  en
ninguna  parte  consideró  consecuencias  para  los  asesores.  Esa  era,  si  le
permitían, una torpeza del funcionamiento de esta Corporación y de sus entidades
nuevas de asesoría o cualquier nombre que se les quiera dar, incluido el Consejo
de cómo se llame este de asignaciones. Qué tenía que ver un trabajador, aunque
se rigiera por el artículo 3A o no, sin en el fondo estaba sujeto a las normas en
general del Código del Trabajo.

Con esta particularidad que se ha creado con el desafuero
por el delito que sea, porque la Constitución cuando habla de suspendido de su
cargo,  las  consecuencias  que  surgen  eran  sólo  una  consecuencia  para  el
parlamentario,  y  eran  estas  corporaciones  las  que  han  ampliado  de  facto
prácticamente, o por vía administrativa interna, las consecuencias al personal, a
los asesores, a los contratados permanentemente, sea por asesoría externa o en
el  régimen  que  sea,  que  no  tienen  nada  que  ver  ni  pueden  tenerlo,  porque
además,  en  el  caso  de  la  responsabilidad  penal,  todos  sabían  que  era
personalísima, de algo que, además tendrá que determinarse en un proceso.

El desafuero no lo determina, abre causa, y entonces eso
hace mucho más gravosas las consecuencias del desafuero, pero no por el ámbito
constitucional, que bien refirió el colega Aldunate, el ámbito constitucional en su
consecuencia es para el diputado, para el senador, alterando los quórum, todo lo
que se quiera, incluso por delitos que no tienen mayor pena aflictiva que cuánto,
61 días de pena remitida que sería una injuria o una calumnia. La suspensión en
sí pasa a ser mucho más gravosa, y pasa por sobre la sanción penal que el propio
legislador le ha asignado, entonces era un contrasentido entero, pero además, por
este  procedimiento  interno  de  las  corporaciones,  con  consecuencias  para
personas que no tenían nada que ver en esto, y no podían tenerlo, no podían
tenerlo, así de claro. 

El  diputado  señor Squella  expresó  que  aunque  no
concedieran el desafuero, el proceso mismo ya fue más gravoso que una eventual
sanción por injuria. 

El diputado señor Rincón  señaló que exactamente,  el
solo hecho del desafuero ya era una sanción en términos de publicidad e, incluso,
en  términos  de  consecuencia  y  respeto  a  los  terceros  y  respeto  al  propio
legislador, quien puede ser después totalmente eximido por la justicia penal en su
investigación si la imputación no determina nada.

Entonces, siendo la mayor cantidad de desafueros, y creía
que  debía  ser  pero  abismante,  por  injuria  o  calumnia,  delitos  de  opinión,
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evidentemente  que  había  que  mantenerlo,  la  propuesta  debía  mantenerse.  La
moción, que entendía era parte de un gran acuerdo, no un manso acuerdo, que el
resumen del colega Squella dejaba claro, era perfecto porque también eso inhibía
en abusar del fuero para que durante el trabajo legislativo propiamente tal, pudiese
gratuitamente injuriar o calumniar, pero además, de inhibir porque le van a poder
hacer causa y querella sin pasar por una Corte de Apelaciones. Eso genera el que
los  efectos  que da,  ni  siquiera  van a  afectar  o  se  van a  producir  respecto  al
legislador, ni menos respecto a sus colaboradores.

El  asesor  de  la  Fundación  Jaime  Guzmán,  señor
Héctor Mery,   manifestó que en su calidad de observador ocasional este año,
había una cosa que a lo mejor se había perdido en este debate, porque no lo
había seguido, que era que si el fuero era una protección no a los parlamentarios,
sino  a  la  función  parlamentaria,  cuál  era  el  sentido  de  fragmentarla,  de
desprenderse  de  esa  protección  respecto  de  cualquier  clase  de  delito  y,  en
particular, por qué respecto de las acciones de injurias y calumnias que, esperaba
que  en  esto  lo  secundara  Enrique  Aldunate,  si  se  estudiaba  la  historia  del
comportamiento jurisprudencial del delito de injurias en Chile, se encontrarían que
la  gran  mayoría  de  la  jurisprudencia  más  relevante  en  materia  de  injuria  y
calumnia provenía precisamente del desafuero.

Esto  no  protege  al  parlamentario,  protege  a  la  función
parlamentaria  de  eventuales  persecuciones  que  cualquier  persona,  cualquier
partido,  incluso desde el  gobierno,  pudiera  ejercer  acciones,  de  esta  clase de
personas que se entienden ofendidas en su honor, que legítimo derecho tienen a
perseguirlo.

Cabía recordar cómo está diseñado el sistema hasta 1874
o  1876.  El  desafuero  lo  pronunciaba  la  Cámara  a  la  que  pertenecía  el
parlamentario,  y  sólo  desde  entonces,  y  así  lo  enseñaba  Huneeus  en  su
Constitución ante el Congreso, pasó esta protestad al poder judicial. En Argentina
esto no existe, y existe el desafuero pronunciado por la cámara a que pertenece y
eso se presta para que sea la mayoría parlamentaria ocasional la que decida si es
que  el  fuero  termina  o  no,  lo  que  hace  que  se  mezcle  a  menudo  esta
consideración de oportunidad política con el verdadero examen de méritos de los
autos.

Aquí  hoy día la  exigencia constitucional  habla de haber
lugar a la formación de la causa, y eso exige que el tribunal encargado de conocer
esto conozca y fundamente con toda precisión cuáles son los elementos. La más
reciente  jurisprudencia  acerca  de  esto,  en  una sentencia  de  hacía  dos  o  tres
semanas, hizo mucho énfasis en esto, en el significado de esta frase que parecía
enigmática, pero era muy concreta, sobre haber lugar a la formación de causa, y
ello significa que existan antecedentes de hecho y derecho.

Por qué, entonces puede preguntarse cualquier persona,
este  congreso  no  renuncia  voluntariamente  a  esto,  entendía  que  existe  una
reclamación general sobre el estado de las cosas y de los privilegios, pero esto no
es un privilegio, esto es solamente una protección adicional que la Constitución
admite para el correcto desempeño de la función parlamentaria.
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Desprenderse de ésta protección en el caso de los delitos
de injuria y calumnia, era acelerar la posibilidad del juicio como decía el Aldunate y
al hacerlos masivos, era posibilitar que dos o tres condenas signifiquen, porque a
lo mejor la primera va a ser una pena insignificante, pero después traerá como
consecuencia hacer mucho más severas por una acumulación, y el ejercicio de la
función  parlamentaria,  que  muchas  veces  consiste  en  ejercer  opiniones  no
solamente cubiertas por la inviolabilidad de la Sala o Comisiones, sino que en
ocasiones  artículos  de  opinión  o  entrevistas,  puede  significar  que  la  voluntad
ciudadana, manifestada en las urnas, pueda ser alterada por el hecho de acciones
emprendidas indiscriminadamente y  sin  esta  protección  constitucional.  Era  una
pregunta que cabía que se tuviera presente al momento de resolver y sin ánimo de
ponerle pelos a la sopa.

El diputado señor Rincón estimó que el sentido era el
que señaló Mery, pero no el que termina ocurriendo en la práctica, porque por él
sólo desafuero el parlamentario queda prácticamente condenado ante la opinión
pública y, además, suspendido, que es peor todavía. 

Por ello, se allanaría a mantener esto si la consecuencia
no fuera la suspensión en el cargo. Que quede a disposición del juez competente,
que se abra causa como dispone la Constitución, pero no que quede suspendido
del cargo, porque además estaban hablando de quedar suspendido en el cargo
por opinar, por hablar. No estaban señalando que esto se aplique a un homicidio o
a cualquier tipo de delito, sino simplemente a opinar. Entonces, aquí había dos
alternativas. o derechamente en este caso no quedaba suspendido del cargo, o
derechamente esto se eliminaba.

No le gustaba traer casos personales a colación, pero lo
haría porque fue desaforado, y no era lo mismo hablar del desafuero que ser parte
de  un  juicio  de  desafuero.  Tuvo  la  suerte  de  que  se  inició  al  término  de  su
mandato y, por lo tanto, cuando esta Cámara se notificó ya no era parlamentario,
pero producto de eso fue procesado en el antiguo sistema, cuando tenía que tocar
el piano, bien agradable eso, debió haber estado 5 o 6 años sometido a proceso
con orden de arraigo. 

Si  hubiera  sido  parlamentario,  nada  hubiera  cambiado,
porque  el  desafuero  prosperó,  de  hecho  la  resolución  se  dictó  siendo
parlamentario,  por  lo  tanto,  desafuero  habría  habido  igual  si  hubiera  seguido
siendo parlamentario, pero automáticamente no habría estado en Sala y no habría
habido voto. No existía en esa época estas disposiciones perniciosas, erradas y
torpes a su juicio de los órganos internos,  que hacen afectación a los propios
funcionarios, así que eso no habría estado en juego, pero sí la votación, el quórum
y, obviamente, la presencia, a lo mejor por ser parlamentario no hubiera durado el
proceso seis años, pero dificultó que hubiera durado menos de dos, y lo estaba
reduciendo harto el sistema antiguo penal, inquisitivo, acusatorio.

Estimó que en el delito de injuria o calumnia, a su parecer,
no tenía ningún sentido, sería más cauteloso aquel que habla y ojalá le creyeran
que muchos parlamentarios por este tema, o parlamentarias ya que gusta mucho
esta  expresión  de  género,  no  eran  cautelosos  al  hablar,  incluso  respecto  de
colegas y sin saber, o sea, ni siquiera tenían una cortesía de colegas.
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Esto ahora no podría ser usado para alterar quórum, para
generar efectos políticos nocivos, porque tendría que ir por la vida simplemente de
la querella en los tribunales comunes y corrientes, y bueno, si era un injuriador
contumaz, recurrente y obsesivo bueno, estaba bien que lo sancionen, si llegaba a
la convicción un tercero ajeno a la práctica política y a la disputa propia de la
política.

Esto aportaba en términos de la argumentación de por qué
sí. Lo que planteó el colega Mery, ese espíritu que él señaló es el que debiera ser,
pero  no  el  que  ocurre  en  la  práctica  por  la  influencia  de  los  medios  de
comunicación, las redes sociales y todo lo que hoy día estaba en juego, incluso
antes, pero bastaba ver, no lo iba a referir, pero bastaba ver lo que pasó con la
votación de la sesión anterior y lo que se informó públicamente.

El  asesor  legislativo  de  la  Bancada  del  Partido
Socialista, Enrique Aldunate,  señaló que acá había dos cuestiones que eran
completamente distintas. Por una parte, el juicio que se puede tener respecto de lo
que es la protección que deben tener los delitos contra el honor. Por regla general,
el  parlamentario  por  sus  opiniones  en  Sala  o  Comisión  está  exento  de
responsabilidad penal, eso es la inviolabilidad. 

El segundo nivel de análisis era que la actividad política
siempre estaba permeable a este tipo de situaciones, pero ahí está la metáfora,
está la sátira que le hicieron a Washington en una caricatura en que conducía un
burro al capitolio y la imagen era un burro llevando a Washington arriba. Ese fue el
gran  debate  que  tuvo  la  sentencia  de  la  Corte  Suprema  norteamericana  a
propósito  de las publicaciones de Larry Flynt,  se decía ‘bueno,  en fin,  de que
estamos hablando acá’, es decir, el parlamentario puede exceder esos  límites o
no.

Estimó que por la naturaleza de la función, sí, y por eso el
desafuero tenía que ocuparse, ser un mecanismo de contención para ese tipo de
cuestiones. Si la actividad política no estaba exenta de apasionamiento y otro tipo
de niveles de  situaciones que podrían darse, entonces en esa línea concordaba
con Héctor Mery cuando planteó que no se podía fragmentar la institucionalidad
del  desafuero, o existe o no existe,  pero no existe a medias tintas para estos
delitos y para estos delitos no.

En ese nivel de análisis, el desafuero cumplía una función
hasta  el  día  de  hoy,  seguía  cumpliendo  una  función  porque  no  todas  las
solicitudes de desafuero que se piden se  otorgan, eso como primera cuestión.
Segundo, que en relación al efecto del desafuero, el problema que ven los autores
de esta moción lo apuntan bien, en el sentido que quieren evitar un efecto que se
entiende que es pernicioso y excesivo, y por eso que la revisión del asunto, más
que la distinción entre a qué delitos corresponde aplicar el desafuero, la solución
era resolver si esta suspensión que se detalla en una línea adicional va a implicar
esto, o llega hasta esto, pero más allá que eso no.

Porque el espectáculo también se va a dar con el juicio de
injuria y calumnia, eso lo daba por firmado, y entendía también que una sentencia
de desafuero, así como una formalización se leía en código de culpabilidad, lo que
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no  era  así,  pero  ese  era  un problema que  excedía  un poco la  labor  de  esta
reforma  constitucional.  En  el  otro  escenario,  van  a  tener  semana  por  medio
querellas en os tribunales de garantía, y ese también era otro problema que esto
no solucionaba.

El diputado señor Rincón manifestó que entonces si esto
no se soluciona estableciendo que esto no aplica la suspensión, no aplica para
este caso, si se aborda de lleno y conjugando lo que planteado por el colega Mery
con lo que señaló el  colega Aldunate, y yendo al inciso final  que dispone que
quedará suspendido, no quedará suspendido de su cargo en el caso de los delitos
de injuria y calumnia, si  eso era lo más recurrente, si  eso era lo más fácil  de
impetrar, de levantar, de usar por cualquiera, si esto vale para todos por parejo,
porque no eliminar precisamente la consecuencia que estimaban que era nociva
en el caso de injuria y calumnia. Si en el caso de injuria no quedaba suspendido
de su cargo por publicar una noticia, bastaría dejar en que si hay desafuero hay
desafuero  hay  inicio  de  causa,  si  hay  inicio  de  causa  queda  sujeto  al  juez
competente, queda sujeto al juez competente pero no hay suspensión.

El diputado señor Ceroni expresó que la discusión tenía
mucho que ver con el tema de la suspensión en el ejercicio del cargo. Ahí tendría
que abocarse más el tema de la excepción.

El  diputado  señor Squella señaló  que  estaba  de
acuerdo, pero le hacía sentido, le gustaba la externalidad de que el parlamentario
que tiene acceso a los medios de comunicación se cuide, y eso va a contribuir a
mejorar el clima político y, con justa razón, no sabía si es que en la práctica va a
terminar siendo así, pero por lo menos los incentivos estaban dados si es que una
persona va a estar expuesta, a que se querellen más fácil que hoy día, porque hoy
día no sólo está ante un eventual querellante, no, únicamente tenía que tener a la
vista el mérito de la injuria, sino que además tenía que tener en cuenta que tiene
que tirarse sobre el hombro un juicio de desafuero, con los recursos económicos
que ello implica, en fin.

Había un tema no menor, entonces, desde ese punto de
vista,  no  sólo  con  que  se  corrige  un  efecto  nocivo  que  era  el  que  muy  bien
describió  el  diputado  Rincón,  sino  que  además  esta,  llámesele  externalidad
positiva de mejorar el clima político, o contribuir a ello también, lo veía como un
valor. 

Sometido a votación el numeral se aprobó por 6 votos a
favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade,
don  Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Rincón,  don Ricardo;  Saffirio,  don  René;
Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Se abstuvo el diputado señor Soto, don
Leonardo.

Nº 15 (pasó a ser Nº16)

El diputado señor Rincón señaló que este artículo  65
también establece la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en varios
numerales, después de una atribución de carácter genérica. 
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Al respecto, llamó a la reflexión que, aunque no esté en la
moción,  la  iniciativa  exclusiva  para  establecer  o  modificar  las  normas  sobre
seguridad social o que inciden en ella, tanto del sector público como del sector
privado, constituye una tremenda limitación de carácter legislativo y del mandato
soberano a los parlamentarios.

El  que  ni  siquiera  se  puedan  promover  normas  de
seguridad social que no tienen impacto fiscal, porque la norma no distingue, y la
interpretación que se ha hecho por tanto dice relación con el contenido y no con
materias  de  carácter  presupuestario,  entendiéndose  por  tanto  que  aunque  no
irrogue gasto fiscal, aunque no impacte fiscalmente, o aunque no impacte en el
ámbito privado de la seguridad social financieramente, y sólo sea de contenido,
tampoco puede ser presentada por un parlamentario.

Podía  entender  que  la  potestad  exclusiva,  privativa  del
Presidente de la  República dijera relación con normas de seguridad social.  La
seguridad  social  era  mucho  más  que  la  previsión  para  empezar,  estimó  que
estaban todos contestes en eso, era amplísimo el campo, pero el artículo dispone
que aunque no impacte fiscalmente, ni  en lo público ni  en lo privado, tampoco
puede el  parlamentario presentar una moción,  así  se tenga las firmas para su
aprobación.

Pidió  no  zanjar  aquí  el  tema,  pero  a  lo  menos  que  lo
conversaran. Estimó que la norma de iniciativa exclusiva privativa del Presidente o
Presidenta de la República estaba limitada al impacto fiscal o al impacto financiero
en el mundo privado, pero dado que la norma era amplísima, abocarse a normas
que podrían, por ejemplo, agilizar el cobro de algo que está retenido, tampoco
podría el parlamentario tener iniciativa en eso.

El diputado señor Chahin (Presidente)  expresó que se
tendría presente. Estimó que lo que tenían que empezar a utilizar eran los criterios
que tenía el Tribunal Constitucional en el ejercicio de sus facultades, y resolverían
todos esos problemas.

Sometido  a  votación  el  numeral  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Coloma,  don  Juan  Antonio;
Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Squella, don
Arturo y Trisotti, don Renzo.

Nº16 (pasó a ser Nº17)

El  diputado  señor Chahin  (Presidente)  manifestó  que
esta era la regla en la Constitución de 1925.

El diputado señor Rincón anunció su abstención porque
estimó que el sistema de urgencia es un abuso.

Sometido a votación el numeral se aprobó por 9 votos a
favor y una abstención. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña
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Marisol  y los diputados señores Andrade, don Osvaldo;  Ceroni,  don Guillermo;
Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Saffirio,
don René; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Se abstuvo el señor Rincón,
don Ricardo.

Nº 17 (pasó a ser Nº18)

El diputado señor Chahin (Presidente) expresó que esto
venía a resolver lo ocurrido durante la última reforma laboral.

Sometido  a  votación  el  numeral  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Coloma,  don  Juan  Antonio;
Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Squella, don
Arturo y Trisotti, don Renzo.

Nº 18 (pasó a ser Nº19)

El diputado señor Chahin (Presidente) señaló que esto
era concordante con lo decidido en numerales anteriores.

Sometido  a  votación  el  numeral  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Coloma,  don  Juan  Antonio;
Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Squella, don
Arturo y Trisotti, don Renzo.

**********

Teniendo en cuenta que las modificaciones introducidas al
N° 12 del artículo 32, al  N° 9 del artículo 53, a los incisos tercero y sexto del
artículo  78  fueron  aprobadas,  por  el  principio  de  concordancia,  la  Comisión
suscribió de manera unánime una indicación para agregar el siguiente numeral 19:

“19.- Elimínase en el artículo 81 la frase “, los fiscales judiciales”.”.

Sometida  a  votación  la  indicación  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Ceroni,  don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, Juan Antonio; Monckeberg,
don  Cristián;  Rincón,  don  Ricardo;  Saffirio,  don  René;  Soto,  don  Leonardo;
Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Nº19 (pasó a ser Nº21)

El  diputado  señor Chahin  (Presidente) manifestó  que
esto persigue terminar con la silla musical de los fiscales regionales. Recordó que
había un impedimento para que los fiscales regionales puedan ser nombrados por
un segundo período en la fiscalía regional donde ejercían, y por ello, lo que hacían
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era que se cambian de región y van rotando. Se llamaba la ‘silla musical’, y por lo
tanto, era una forma de vulnerar aquello.

Sometido  a  votación  el  numeral  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Coloma,  don  Juan  Antonio;
Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Squella, don
Arturo y Trisotti, don Renzo.

Nº20

Sometido  a  votación  el  numeral  se  rechazó  por  la
unanimidad de los diputados presentes, considerando lo ya aprobado en el sentido
de mantener la competencia por el error judicial en la Corte Suprema. Votaron por
la  negativa  la  diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores
Andrade, don Osvaldo; Ceroni,  don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don
Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René;
Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

**********

El diputado señor Gutiérrez, don Hugo, formuló indicación
para agregar el siguiente numeral 20, nuevo:

“20.- Para eliminar en el artículo 93 los numerales 1º y 3º.”.

El diputado señor Chahin (Presidente) manifestó que,
quizás, éste era el momento de tratar la extralimitación del Tribunal Constitucional
en los temas orgánicos constitucionales.

El diputado señor Squella expresó que le parecía bien
acotar el tema de la revisión de los quórums, sin perjuicio que tiene que quedar
abierto a que cuando la admisibilidad de un proyecto, por ejemplo, fue alterada por
las salas respectivas y una minoría se siente afectada, o que más bien, ve que
estaba afectada la Constitución, quedaba abierta la puerta para un requerimiento.
Por eso, había que ser muy cuidadoso en la redacción. Por ello, se podría redactar
algo en conjunto para poder delimitar bien el ámbito de las atribuciones.

La  diputada  señora  Turres,  doña  Marisol, consultó
quien declaraba qué materias eran orgánicas constitucionales.

El diputado señor Squella señaló que las Mesas de la
Corporación. En Comisiones, la Secretaría con el Presidente.

El diputado señor Chahin (Presidente) expresó que los
diputados califican cuáles artículos son los que efectivamente cumplen con esos
requisitos.
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El diputado señor Andrade consultó si habría disposición
de  revisar  los  otros  numerales  del  artículo  93  para  hacer  una  revisión  más
completa.

La diputada señora Turres, doña Marisol, señaló que el
Reglamento  de  la  Corporación  dispone  que  en  el  informe  se  mencionen  los
artículos calificados como normas de carácter orgánico constitucional o de quórum
calificado y los fundamentos de dicha calificación, en su artículo 302.

Pero si la Mesa cometía un error y este error era ratificado
por  una mayoría  circunstancial,  igual  sería  el  Tribunal  Constitucional  quien  en
definitiva diría si sí o si no, igualmente va a ser el Tribunal Constitucional el que va
a dirimir si se apega o no a la Constitución, y seguía siendo por tanto la fuente de
las  leyes  orgánicas  constitucionales  la  Constitución  Política  y  no  el  Congreso
Nacional. O sea, no porque el día de mañana quieran los diputados calificar como
ley orgánica constitucional el delito de homicidio, significa que eso va a salir de
esa forma. 

El diputado señor Chahin (Presidente) manifestó que la
diputada tenía toda la razón, la fuente era la Constitución. Pero el tema era qué
ocurría en los casos en que se calificó de determinada manera, no hubo ninguna
observación  respecto  a  aquello,  ni  diputados ni  senadores presentaron ningún
requerimiento ante el Tribunal Constitucional, y el Tribunal Constitucional empieza
a revisar un conjunto de otras materias alterando completamente la expresión de
la soberanía popular del Congreso Nacional.

Entendía el punto cuando había un requerimiento, porque
efectivamente en el Congreso Nacional hubo discrepancias respecto a aquello que
tiene que ver con los quórums, una cosa tan importante. Pero cuando no había
esa diferencia, cuando no había discrepancia, que el Tribunal Constitucional por sí
y ante sí lo haga, eso era lo que estimaba que había que evitarlo.

Por  todo lo  anterior,  sugirió  rechazar  por  unanimidad la
indicación del diputado Gutiérrez, y dejar pendiente, con el apoyo de la Secretaría,
una revisión en general del artículo 93.

Sometida  a  votación  la  indicación  se  rechazó  por  la
unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la negativa la diputada señora
Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don
Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Coloma,  don  Juan  Antonio;  Monckeberg,  don
Cristián; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Squella, don Arturo y Trisotti,
don Renzo.

***********

El  Abogado  Secretario  de  la  Comisión,  señor  Juan
Pablo  Galleguillos, sobre  las  atribuciones  del  Tribunal  Constitucional,
específicamente respecto al  control  preventivo, manifestó que si  bien el  mismo
artículo 93 de la Carta Fundamental, en su inciso segundo señala que: “En el caso
del número 1º, la Cámara de origen enviará al Tribunal Constitucional el proyecto
respectivo dentro de los cinco días siguientes a aquél en que quede totalmente
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tramitado por el Congreso.” y, por ende, le señala qué disposiciones del mismo
revisten el carácter de orgánica constitucional, el Tribunal Constitucional, por la vía
jurisprudencial,  ha  establecido  una  serie  de  criterios  al  momento  de  hacer  el
control  previo  de  constitucionalidad  de  las  disposiciones  sometidas  a  su
conocimiento, destacándose la llamada “teoría del complemento indispensable”. 

Explicó que ello consiste en sostener “que los preceptos
referidos  a  normas  orgánicas  constitucionales  y  que  se  encuentran
indisolublemente vinculados con aquéllas, poseen la misma naturaleza jurídica,
criterio que debe seguirse también respecto a las disposiciones que ordenan una
reglamentación pormenorizada de preceptos orgánicos constitucionales, parecer
que será refrendado en esta oportunidad.”.  En ese sentido,  y  de manera casi
uniforme, el Tribunal Constitucional ha extendido su competencia más allá de lo
señalado por el Congreso Nacional, a través de la Cámara de Origen.

Recordó que las leyes orgánicas constitucionales “serian
normas que vienen a desarrollar una Institución, garantía o deber establecido en la
Constitución.  De  esa  manera,  lo  expresado  en  sus  líneas  esenciales  o  con
generalidad  en  el  texto  fundamental,  es  posteriormente  regulado  y  puesto  en
vigencia efectiva por una ley, que si debe remitirse a las bases que se expresan
en la Constitución.”. En definitiva, recaen en materias que la Constitución señala
que  serán  reguladas  por  normas  cuya  aprobación  por  parte  del  Congreso
Nacional,  requerirán  de  un  quórum  mayor  al  exigido  a  la  ley  común,  siendo
taxativa su enumeración en el  texto constitucional, sin que exista en el  mismo,
referencia alguna a normas “complemento indispensable” de aquéllas.

Hizo  presente  que  este  crecimiento  hipertrófico  de  la
competencia del Tribunal Constitucional ni siquiera es un tema pacífico al interior
del mismo Tribunal, como se puede apreciar en la sentencia rol Nº 3965-17, de 5
de  diciembre  de  2017.  Primero,  porque  gran  parte  de  las  normas  que  fueron
calificadas por el Tribunal Constitucional como orgánicas constitucionales, bajo el
criterio  del  “complemento  indispensable”,  fue  en  votación  dividida  con  un
sinnúmero de prevenciones y, segundo, porque los Ministros señora Marisol Peña
Torres y señores Carlos Carmona Santander,  Gonzalo García Pino y Domingo
Hernández Emparanza, al rechazar el carácter de ley orgánica constitucional de
un conjunto de disposiciones, sostuvieron lo siguiente: “16°. Que, finalmente, no
podemos soslayar una preocupante tendencia a ampliar la calificación orgánica y
constitucional a normas que superan la referencia directa e indispensable a leyes
orgánicas  constitucionales  predeterminadas.  No  solo  reiteramos  la  naturaleza
estricta, excepcional y restrictiva de esta legislación sino que hay que atender al
modo complejo en que se producen mayorías en el Congreso Nacional. Nuestro
ordenamiento  transitó  de  un  modelo  electoral  mayoritario  a  uno  proporcional,
cuestión  conocida por  nuestro  Tribunal  (STC Roles  N°s  2776 y  2777),  lo  que
mejora la representatividad pero dificulta la obtención de mayorías para legislar.
En  consecuencia,  el  incremento  desmedido  de  los  quórums  puede  impedir  la
aprobación,  modificación  o  derogación  de  las  leyes,  las  que  son  igualmente
susceptibles  de  control  de  constitucionalidad,  por  la  vía  concreta  de  la
inaplicabilidad.”.
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Para  evitar  que  el  Tribunal  Constitucional  extienda  su
competencia más allá de lo señalado por el Congreso Nacional, a través de la
Cámara de Origen, sugirió la siguiente indicación:

“20.- Para reemplazar el inciso segundo del artículo 93 por
el siguiente:

“En el caso del número 1º, la Cámara de origen enviará al
Tribunal Constitucional el proyecto respectivo dentro de los cinco días siguientes a
aquél en que quede totalmente tramitado por el Congreso, señalándole las normas
específicas  sobre  las  cuales  ejercerá  el  control  de  constitucionalidad,  no
pudiendo dicho  tribunal,  en  caso  alguno,  extender  su  conocimiento  a  otras
disposiciones del referido proyecto de ley.”.

La Comisión acordó hacer suya la indicación. Sometida a
votación se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la
afirmativa  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;  Chahin,  don  Fuad;
Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Soto, don Leonardo; Squella, don
Arturo y Trisotti, don Renzo.

El diputado señor Rincón, don Ricardo, formuló indicación
para agregar el siguiente numeral:

“20.- Agrégase en el numeral 2° del artículo 93 la siguiente
frase: “Ejercer el control de constitucionalidad y resolver”.”.

Sometida a votación la indicación se rechazó por un voto a
favor  y  6  abstenciones.  Votó  por  la  afirmativa  el  diputado  señor  Rincón,  don
Ricardo.  Se abstuvieron los diputados señores Andrade, don Osvaldo;  Chahin,
don Fuad; Monckeberg, don Cristián; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y
Trisotti, don Renzo.

El  diputado  señor  Squella,  para  efecto  de  revisar  el
nombramiento de los miembros del Tribunal Constitucional, solicitó a la Secretaría
de  la  Comisión  tener  a  la  vista  la  información  sobre  el  mecanismo  de
nombramiento  de  los  Tribunales  Tributarios  y  Aduaneros,  de  los  Tribunales
Medioambientales y del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.

El diputado señor Chahin (Presidente),  sugirió revisar
también  la  forma  de  remoción,  ya  que  ni  siquiera  son  acusables
constitucionalmente, son inamovibles.

**********

El diputado señor Andrade solicitó introducir la expresión
“Rapa  Nui”  a  la  Constitución,  ya  que  “Isla  de  Pascua”  no  es  el  nombre  que
identifica a dicho pueblo originario.

El diputado señor Chahin (Presidente) preguntó si  se
requiere consulta indígena para efectuar esa modificación.
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El diputado señor Andrade comentó que fue visitado por
una delegación de las autoridades del pueblo Rapa Nui, quienes le manifestaron la
necesidad de corregir  la  denominación  constitucional  y,  por  eso,  presentó  dos
mociones con ese objeto. 

Sobre  la  necesidad  de  efectuar  una  consulta  indígena,
señaló  que  tratándose  de  normas  de  rango  constitucional  entiende  que  su
inexistencia no tiene eficacia legal, porque es más bien una consulta de carácter
legislativo. 

La Subsecretaria  de Evaluación Social,  señora Heidi
Berner explicó que el procedimiento vigente exige, frente a una tramitación legal,
mandar un oficio  a la Subsecretaria  de Servicios Sociales para que estudie si
corresponde o no realizar una consulta. 

El diputado señor Squella hizo ver que se trata de un
beneficio  y  no  de  una  afectación,  por  lo  que  no  debiesen  presentarse
inconvenientes. 

El diputado señor Chahin (presidente) entiende que las
medidas favorables no requieren consulta. 

Agregó que, teniendo en consideración los proyectos de
ley, iniciados en moción, boletines 10.692-07 y 10.685-07, de autoría del diputado
señor Andrade, debiera debatirse el tema.

Los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don
Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Rincón, don Ricardo;
Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo, formularon inidcación para agregar el
siguiente numeral 20, nuevo:

“20.- Agrégase en el artículo 126 bis, a continuación de las
expresiones “Isla de Pascua” la frase “o Rapa Nui”.”.

Sometida a votación se aprobó por la unanimidad de los
diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don
Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio;
Rincón, don Ricardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Nº21 (pasó a ser Nº24)

El diputado señor Chahin (Presidente) consultó si eran
los mismos requisitos para ser fiscal o ministro de Corte, porque si no fuera así,
estarían en un problema, porque que iban a hacer con un fiscal judicial que no
cumplía los requisitos, no era claro. Los requisitos estaban en el Código Orgánico
de  Tribunales.  Si  no  había  diferencias,  no  era  problema,  pero  si  había,  sería
importante  saber  si  iban  a  dejar  algunos  fiscales.  Entendía  que  no  había
diferencias, y de ser así, le parecía innecesaria la mención.

El  Abogado  Secretario  de  la  Comisión,  señor  Juan
Pablo Galleguillos, hizo presente que de conformidad al artículo 461 del Código
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Orgánico de Tribunales para ser fiscal judicial de la Corte Suprema o de una Corte
de Apelaciones se requieren las mismas condiciones que para ser miembro del
respectivo tribunal.

En  atención  a  lo  señalado,  la  Comisión  suscribió  por
unanimidad  una  indicación  para  eliminar  del  inciso  segundo  de  la  disposición
vigésimo novena,  nueva,  contenida en este numeral  la  frase “cumplan con los
requisitos para ser nombrados en tal calidad y”

El diputado señor Rincón, hizo presente que el número
de integración de las Cortes es impar para evitar empate, lo que se verá alterado
con la modificación sugerida.

El  diputado señor  Chahin (Presidente) explicó  que la
disposición vigésimo novena transitoria no se refiere al fiscal judicial de la Corte
Suprema  porque  ese  cargo  se  extinguirá,  una  vez  que  quien  lo  ejerza  en  la
actualidad cese en sus funciones.

El diputado señor Squella recordó que la idea original,
contenida en un proyecto anterior, pretendía la extinción de todos los cargos una
vez que los fiscales judiciales cesaran en sus funciones y no que pasaran ocupar
el cargo de ministros de las Cortes de Apelaciones respectivas.

El  diputado señor  Chahin (Presidente) explicó  que la
idea  de  la  norma  es  que  los  fiscales  judiciales  realicen  las  funciones  de  los
ministros para reforzar el trabajo de las Cortes.

Respecto a eventuales problemas prácticos de integración
y empate, manifestó que las Cortes cuentan con los mecanismos para resolverlos.

Finalmente, respecto a la situación del fiscal judicial de la
Corte  Suprema,  para  evitar  una  interpretación  en  orden  a  que  el  cargo  se
extinguiría transcurridos noventa días a contar de la publicación de la ley, sugirió
incorporar un inciso que resuelva la situación de forma expresa.

El  Abogado  Secretario  de  la  Comisión,  señor  Juan
Pablo Galleguillos, sugirió la incorporación de un inciso final del siguiente tenor: 

“Por su parte, quien se desempeñe como fiscal judicial de
la Corte Suprema continuará sirviéndolo, cesando en el mismo según las causales
vigentes  al  momento  de  asumir  tal  cargo.  Ocurrido  el  cese,  dicho  cargo  se
extinguirá.”.

La Comisión hizo suya la indicación y procedió a votar la
disposición vigésimo novena transitoria, con las dos indicaciones ya acordadas.
Se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa
la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don
Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Coloma,  Juan  Antonio;
Monckeberg,  don  Cristián;  Rincón,  don Ricardo;  Saffirio,  don René;  Soto,  don
Leonardo;  Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo
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III.-  DOCUMENTOS  SOLICITADOS,  PERSONAS  ESCUCHADAS  POR  LA
COMISIÓN.

Vuestra  Comisión  recibió  a  los  profesores  de  Derecho,
señores Manuel Núñez, Fernando Atria y Max Pavez; al asesor de la Bancada del
Partido  Socialista,  don  Enrique  Aldunate;  al  asesor  de  la  Fundación  Jaime
Guzmán,  señor  Héctor  Mery  y  a  los  asesores  de  la  Biblioteca  Congreso  del
Nacional, señores Pedro Harris y Juan Pablo Cavada.

IV.-  ARTÍCULOS  QUE  DEBEN  SER  CONOCIDOS  POR  LA  COMISIÓN  DE
HACIENDA.

De conformidad a lo establecido en el Nº 4 artículo 287 del
Reglamento  de  la  Corporación,  la  Comisión  dejó  constancia  que  no  existen
disposiciones que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.

V.-  ARTÍCULOS  E  INDICACIONES  RECHAZADAS  O  DECLARADAS
INADMISIBLES.

1.- Artículos rechazados.

1.- Se rechazaron los Nºs 2, 3 y 20 del artículo único.

2.- Indicaciones rechazadas.

Se rechazaron las siguientes indicaciones:

a) Del diputado señor Gutiérrez, don Hugo, formuló para
reemplazar el Nº1 del artículo único por el siguiente:

“1.-  Sustitúyese  el  inciso  primero  del  artículo  8º  por  el
siguiente:

“Artículo 8º.- El ejercicio de la función pública obliga a los
titulares de los órganos del Estado a dar estricto cumplimiento a los principios de
probidad y transparencia.”.”. 

b)  Del  diputado  señor  Andrade,  don  Osvaldo,  para
reemplazar en el Nº3 del artículo único, el literal a), por el siguiente:

“a) Agrégase el siguiente numeral cinco, nuevo:

“5º.- Por sentencia ejecutoriada que condene a quien haya
recibido  la  nacionalización  por  gracia  por  un  delito  que  merezca  pena  de
crimen.”.”. 

c)  Del diputado señor Soto, don Leonardo, para agregar
en el Nº5 del artículo único, una letra i) nueva al numeral 3° del artículo 19 de la
Constitución Política de la República en el siguiente sentido:
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"i)  Toda  aplicación  y  ejecución  de  una  sanción  penal
privativa de libertad deberá ser proporcional al mal causado y deberá tener por
finalidad  la  resocialización  y  reeducación  del  condenado,  promoviendo  su
reinserción social al momento de concluir el cumplimiento de su condena."

d)  Del diputado señor Soto, don Leonardo, para agregar
en el Nº5 del artículo único, una letra p) nueva al numeral 3° del artículo 19 de la
Constitución Política de la República en el siguiente sentido:

"p)  Toda  aplicación  y  ejecución  de  una  sanción  penal
privativa de libertad deberá ser proporcional al mal causado y deberá tener por
finalidad  la  resocialización  y  reeducación  del  condenado,  promoviendo  su
reinserción social al momento de concluir el cumplimiento de su condena.".

e) Del diputado señor Rincón, don Ricardo, para agregar
al artículo único los siguientes Nros. 9 y 10, nuevos, pasando el Nº9 a ser 11 y así,
sucesivamente:

“Nº9.-  Agrégase  en  artículo  20  el  siguiente  inciso  final,
nuevo:

“El  procedimiento  al  que  se  sujetará  esta  acción  se
determinará  por  ley,  y  deberá  garantizar  el  pleno  cumplimineto  de  un  debido
proceso  que  incluya,  entre  otros,  los  derechos  de  acción;  de  información  del
procedimiento aplicable y de los derechos que le asisten al recurrente en él; de
bilateralidad; de contradictoriedad; el derecho a asistencia jurídica gratuita si no
puede procurársela por sí mismo; a un interprete en el caso de ser necesario; a un
procedimiento  breve y  sencillo;  y  el  derecho a  una segunda instancia  con las
mismas garantías que en primer.”.

Nº10.- Agrégase en el artículo 21 el siguiente inciso final,
nuevo:

“El  procedimiento  al  que  se  sujetará  esta  acción  se
determinará por ley. Deberá ser breve y sencillo; garantizar el pleno cumplimineto
de un debido proceso; asegurar la más rápida constitución de un Ministro de Corte
de Apelaciones o de un Juez de Garantía en el lugar en el que se encuentre el
afectado; derecho a atención médica urgente, y de un interprete, en el caso de ser
necesario.”.”.

f)  Del diputado Gutiérrez, don Hugo, para reemplazar el
Nº10 del artículo único por el siguiente:

“10.-  Reemplázase  el  inciso  tercero,  cuarto  y  quinto el
artículo 51 por los siguientes incisos: 

“Para  proveer  las  vacantes  de  diputados  y  las  de
senadores,  sea  que  esta  se  deba  a  renuncia,  incompatibilidad,  muerte,
enfermedad o incapacidad sobreviniente, así como cualquier otra causal que lo
imposibilite  de  continuar  el  cargo,  el  partido  político  al  que  pertenecía  el
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parlamentario  que  produjo  la  vacante  designará  al  nuevo  parlamentario  que
ocupara la vacante. 

Si la vacante se produjere por la pérdida de algún requisito
de elegibilidad se procederá a la realización de elecciones complementarias. En
caso  que  restaran  menos  de  12  meses  para  el  término  del  período,  el
parlamentario no será reemplazado.

Los  parlamentarios  elegidos  como  independientes  no
serán reemplazados.

Los  parlamentarios  elegidos  como  independientes  que
hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos,
serán reemplazados según las reglas establecidas en el inciso primero.”.”.

g) Del diputado señor Soto, don Leonardo, para agregar
en literal e) que se propone en el Nº11 del artículo único lo siguiente: “e intercalar
entre las expresiones “artículo 126 bis,” y ‘y por infracción de la Constitución’, la
frase:  “por  haber  comprometido  gravemente  el  honor  o  la  seguridad  de  la
Nación,”.”.

h) Del diputado señor Gutiérrez, don Hugo, para agregar al
artículo único el siguiente numeral 20, nuevo:

“20.- Para eliminar en el artículo 93 los numerales 1º y 3º.”.

i) Del diputado señor Rincón, don Ricardo, para agregar al
artículo único el siguiente numeral:

“20.- Agrégase en el numeral 2° del artículo 93 la siguiente
frase: “Ejercer el control de constitucionalidad y resolver”.”.

VI.- TEXTO DEL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL.

Por  las  razones  señaladas  y  por  las  que  expondrá
oportunamente el señor diputado informante, esta Comisión recomienda aprobar
el proyecto de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

“Artículo  único.-  Introdúcense en la  Constitución Política
de la República, las siguientes modificaciones:

1.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 8º por el
siguiente:
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“El  ejercicio  de la  función  pública  obliga  al  estricto
cumplimiento  de los principios  de probidad y  transparencia  en todas  las
actuaciones.”.

2.- Suprímese el párrafo tercero del número 1º del artículo
19.

3.-  Sustitúyese  el  número  3º  del  artículo  19  por  el
siguiente:

“3º.  La  igual  protección  en  el  ejercicio  de  sus
derechos y el debido proceso. 

Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción
debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al
legislador  establecer  siempre  las  garantías  de  un  procedimiento  y  una
investigación racionales y justos. El debido proceso se aplicará a toda clase
de actuaciones judiciales, administrativas o de cualquier otro carácter.

Toda persona imputada de delito tiene derecho a que
se  presuma  su  inocencia  mientras  no  se  establezca  legalmente  su
responsabilidad, a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo
razonable,  por  un  juez  o  tribunal  competente,  independiente  e  imparcial,
establecido con anterioridad a la perpetración del hecho por la ley. La ley no
podrá presumir de derecho la responsabilidad penal. 

Durante el proceso penal, toda persona tiene derecho,
al menos y en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a) derecho del imputado de ser asistido gratuitamente
por  el  traductor  o  intérprete,  si  no  comprende  o  no  habla  el  idioma  del
juzgado o tribunal;

b) comunicación previa y detallada al imputado de la
acusación formulada;

c) concesión al imputado del tiempo y de los medios
adecuados para la preparación de su defensa;

d)  derecho  a  defensa  jurídica.  El  imputado  podrá
defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su confianza
y de comunicarse libre y privadamente con su defensor en la forma que la
ley  señale  y  ninguna  autoridad  o  individuo  podrá  impedir,  restringir  o
perturbar la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida;

e)  derecho  irrenunciable  de  ser  asistido  por  un
defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación
interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor
dentro del plazo establecido por la ley;
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f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos
presentes en el  tribunal  y  de obtener  la  comparecencia,  como testigos  o
peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g)  derecho  a  no  ser  obligado  a  declarar  contra  sí
mismo ni a declararse culpable, y

h)  derecho  de  recurrir  del  fallo  ante  juez  o  tribunal
superior en la forma establecida por la ley.

El  proceso  penal  debe  ser  público.  El  imputado
absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por
los mismos hechos.

Ningún delito se castigará con otra pena que la que
señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que
una nueva ley favorezca al afectado. 

Ninguna  ley  podrá  establecer  penas
desproporcionadas  y  sin  que  la  conducta  que  se  sanciona  esté
expresamente descrita en ella. 

La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento
y defensa jurídica las víctimas que no puedan procurárselos por sí mismas.”.

4.- Modifícase el número 7º del artículo 19 de la siguiente
forma:

a) Suprímese la expresión “, procesado” en los párrafos
segundo y tercero del literal d).

b) Sustitúyase el literal i) por el siguiente:

“i) Una vez dictado sobreseimiento definitivo o sentencia
absolutoria, el que hubiere sido sometido a prisión preventiva o condenado por
resolución  que la  Corte  Suprema declare  constitutivo  de  error  judicial,  tendrá
derecho a ser indemnizado por el Estado de los perjuicios patrimoniales y morales
que  haya  sufrido.  La  indemnización  será  determinada  judicialmente en
procedimiento breve y sumario y en él la prueba se apreciará en conciencia".

5.- Incorpórase en el número 12 del artículo 19 el siguiente
párrafo tercero, nuevo, pasando los actuales párrafos tercero, cuarto, quinto, sexto
y séptimo a ser cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:

“Toda persona tiene derecho a buscar, requerir y recibir
información pública,  sin perjuicio de las excepciones a que se refiere el  inciso
segundo del artículo 8º.”

6.- Sustitúyese en el párrafo segundo del número 13 del
artículo 19 la oración “se regirán por las disposiciones generales de policía” por la
siguiente: “se regirán por la ley respectiva”.
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7.-  Agrégase en artículo  20 el  siguiente  inciso final,
nuevo:

“El procedimiento al  que se sujetará esta acción se
determinará por ley.”.

8.- Agrégase en el artículo 21 el siguiente inciso final,
nuevo:

“El procedimiento al  que se sujetará esta acción se
determinará por ley.”.

9.-  Suprímese,  en  el  número  12  del  artículo  32,  la
expresión “y fiscales judiciales” las dos ocasiones en que aparece mencionada.

10.- Agrégase en el artículo 44 el siguiente inciso final:

“En  ningún  caso  las  medidas  de  restricción  y
privación de la  libertad que  establecen los artículos precedentes,  podrán
adoptarse en contra de los parlamentarios, de los jueces, del Fiscal Nacional
y  de  los  fiscales  regionales  del  Ministerio  Público;  de  los  miembros  del
Tribunal  Constitucional,  de  los  miembros  del  Tribunal  Calificador  de
Elecciones; del Contralor General de la Republica y del gobernador regional
respectivo.”.

11.- Reemplázase el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- Se entenderá que los diputados tienen,
por el solo ministerio de la ley, su residencia en la región correspondiente,
mientras se encuentren en ejercicio de su cargo.

Las  elecciones  de  diputados  y  de  senadores  se
efectuarán conjuntamente. Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus
cargos.

Las  vacantes  de  diputados  y  las  de  senadores  se
proveerán con el  ciudadano que,  habiendo integrado la lista electoral  del
diputado o senador que provoque la vacancia, habría resultado elegido si a
esa  lista  hubiere  correspondido  otro  cargo.  Si  quien  cesare  en  el  cargo
hubiese sido elegido en el cupo correspondiente a un partido, ya sea como
militante  o  independiente  asociado,  corresponderá  reemplazarlo  con  el
candidato  que  hubiere  resultado  elegido  si  a  ese  partido  le  hubiere
correspondido otro cargo.

En  caso  de  no  ser  aplicable  la  regla  anterior,  la
vacante  será  proveída  por  la  Corporación  que  hubiera  integrado  quien
causare la vacancia por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, de
entre  los  incluidos  en una  terna propuesta  por  el  partido  político  al  que
hubiere pertenecido al momento de ser elegido. Para tal efecto, el partido
político tendrá un plazo de diez días hábiles desde su notificación por el
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secretario de la respectiva Corporación de haberse producido la vacancia.
Transcurrido  dicho  plazo  sin  que  se  presente  la  terna,  quien  provoca  la
vacante no será  reemplazado.  La respectiva Corporación deberá elegir  al
nuevo  integrante  dentro  de  los  diez  días  siguientes  de  recibida  la  terna
respectiva; y si no se pronunciare dentro de dicho término, la persona que
ocupe el primer lugar de la terna asumirá de pleno derecho el cargo vacante.

Si  la  vacancia  se  produjere  por  un  parlamentario
elegido como independiente, sin haberse asociado con partidos políticos, no
procederá su reemplazo.

El nuevo diputado o senador ejercerá sus funciones
por el término que faltaba a quien originó la vacante.”.

12.- Modifícase el artículo 52 en el siguiente sentido:

a)  Para  agregar  en  el  literal  b)  del  número  1),  a
continuación de la expresión “Ministro de Estado” lo siguiente: “o a un gobernador
regional”.

b)  Para  agregar  en  el  literal  b)  del  número  1),  a
continuación de la expresión “Ministro”, la primera vez que aparece, lo siguiente:
“o gobernador regional”.

c) Para agregar a continuación de la expresión “Ministro”
la segunda vez que aparece en el  literal  b) del número 1), lo siguiente: “o del
gobernador regional”.

d) Para intercalar en el párrafo segundo de la letra c)
del número 1), entre “Los” y “Ministros de Estado”, la frase “gobernadores
regionales, los”.

e) Para agregar en el párrafo segundo de la letra c) del
número 1), a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, lo
siguiente: 

“Dicha obligación subsistirá durante el año siguiente a la
expiración  en  su  cargo  de  la  respectiva  autoridad  o  funcionario.  Quien  no
comparezca será sancionado de conformidad a lo dispuesto en la ley orgánica
constitucional del Congreso Nacional.”

f) Para eliminar en la letra d) del número 2) la palabra
“soborno” y reemplazar en todo el referido numeral la palabra “concusión”
por la expresión “cohecho” cada vez que aparece.

g) Para agregar en el literal e) del número 2), antes de la
expresión  “delegados  presidenciales  regionales”  la  frase:  “gobernadores
regionales,” e intercalar entre las expresiones “por infracción de la Constitución” y
“y  por  los  delitos  de  traición”,  la  frase  “o  las  leyes  o  haber  dejado  éstas  sin
ejecución,”.
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13.- Modifícase el artículo 53 de la siguiente forma:

a) Para sustituir el párrafo cuarto del número 1) del artículo
53 por el siguiente:

“Por  la  declaración  de  culpabilidad  queda  el  acusado
destituido de su cargo, y no podrá ser designado por el Presidente de la República
en un cargo de su exclusiva confianza  por el plazo propuesto en el libelo, el
que no podrá exceder de tres años.”.

b) Elimínase, en el número 9) la frase “y fiscales judiciales
de la Corte Suprema”.

14.- Modifícase el artículo 57 en el siguiente sentido

a) Agrégase en el inciso primero el siguiente numeral 11):

“11) El empleado público condenado por crimen o simple
delito contemplado en el Título V del Libro Segundo del Código Penal.”.

b)  Para añadir  en el  inciso segundo, a continuación del
punto seguido (.) la siguiente oración: 

“La inhabilidad establecida en el número 11) será aplicable
a  quienes  hubieren  sido  condenados  dentro  de  los  8  años  anteriores  a  la
elección.”.

15.- Incorpórase en el artículo 61 el siguiente inciso quinto:

“Lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes no será
aplicable tratándose de los delitos de injuria y calumnia.”.

16.- Suprímase el inciso segundo del artículo 65.

17.- Reemplázase el artículo 74 por el siguiente:

“Artículo 74.- El Presidente de la República podrá hacer
presente la  urgencia en el  despacho de un proyecto,  en uno,  o  en todos sus
trámites, y en tal caso, la Cámara que haya recibido la manifestación de urgencia
deberá  pronunciarse  dentro  de  treinta  días  si  se  trata  del  primero  o  segundo
trámite,  o  dentro  de  quince,  si  de  uno  posterior.  Cada  Cámara  calificará  la
urgencia,  de  conformidad  a  lo  dispuesto  en  la  ley  orgánica  constitucional  del
Congreso Nacional.

No  obstante,  cualquiera  de  las  Cámaras  podrá  acordar
que el  plazo de la  urgencia de un proyecto quede suspendido mientras estén
pendientes,  en  la  Comisión  que  deba  informarlos,  dos  o  más  proyectos  con
urgencia.”.

18.- Agrégase  en  el  artículo  75  el  siguiente  inciso
segundo, nuevo:
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“Si  se  hubiere  suscitado  cuestión  de  constitucionalidad
sobre el proyecto y ésta no se hubiere resuelto diez días antes del vencimiento del
plazo señalado en el inciso anterior, el Presidente de la República dispondrá de un
término de diez días para formular observaciones, contados desde la notificación
de la sentencia pronunciada por el Tribunal Constitucional.”.

19.- Modifícase el artículo 78 de la siguiente forma:

a) En su inciso tercero, suprímese la frase “y los fiscales
judiciales”.

b) En su inciso sexto, elimínase la expresión “y fiscales
judiciales”.

20.- Elimínase en el artículo 81 la frase “, los fiscales
judiciales”.

21.- Modifícase el artículo 86 inciso tercero, para agregar a
continuación de la frase “período siguiente” lo siguiente: “en fiscalía alguna”.

22.-  Para reemplazar el inciso segundo del artículo 93
por el siguiente:

“En  el  caso  del  número  1º,  la  Cámara  de  origen
enviará al Tribunal Constitucional el proyecto respectivo dentro de los cinco
días siguientes a aquél en que quede totalmente tramitado por el Congreso,
señalándole las normas específicas sobre las cuales ejercerá el control de
constitucionalidad, no pudiendo dicho tribunal, en caso alguno, extender su
conocimiento a otras disposiciones del referido proyecto de ley.”.

23.- Agrégase en el artículo 126 bis, a continuación de
las expresiones “Isla de Pascua” la frase “o Rapa Nui”.

24.- Agrégase la siguiente disposición transitoria Vigésimo
novena, nueva:

“VIGESIMONOVENA: La modificaciones introducidas al N°
12 del artículo 32, al N° 9 del artículo 53, a los incisos tercero y sexto del artículo
78 y al artículo 81, que eliminan las referencias a los fiscales judiciales, entrarán
en vigencia transcurridos noventa días a contar de la publicación de esta ley en el
Diario Oficial.

Desde  ese  momento,  quienes  se  desempeñen  como
fiscales  judiciales  de  Cortes  de  Apelaciones  pasarán  a  ocupar,  por  el  sólo
ministerio de la ley, el cargo de ministros de las respectivas Cortes en que ejerzan
sus funciones, siempre que no tengan la limitación de edad contemplada en el
inciso segundo del artículo 80.”

Por su parte, quien se desempeñe como fiscal judicial
de la Corte Suprema continuará sirviéndolo, cesando en el mismo según las
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causales vigentes al momento de asumir tal cargo. Ocurrido el cese, dicho
cargo se extinguirá.”.

***********
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Tratado y acordado en sesiones de 8 de agosto, 10, 17 y 24
de octubre; 7 y 28 de noviembre, 6, 12, 13 y 19 de diciembre de 2017 y 2 de enero
de  2018,  con  la  asistencia  de  la  diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  y  los
diputados  señores Andrade,  don Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don
Fuad (Presidente); Coloma, don Juan Antonio; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg,
don Cristián; Pérez, don Leopoldo; Rincón, don Ricardo; Saffirio, don René; Silber,
don Gabriel; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Sala de la Comisión, a 2 de enero de 2018.

JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA
Abogado Secretario de la Comisión
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